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Prefacio

L
a evaluación es una parte integral de un buen 

enfoque de gobernanza en cuanto a las políticas 

públicas. Este principio se aplica igualmente al 

componente de la política en materia de drogas dise-

ñado para contrarrestar la disponibilidad y el acceso 

a las drogas ilícitas. La estimación o el cálculo de los 

costes totales de la inversión pública relacionada con 

las drogas —incluyendo tanto el gasto público como 

los costes indirectos y el impacto sobre los recursos 

públicos— debe, por lo tanto, ser un objetivo clave 

de toda evaluación.

Para evaluar y mejorar la política en materia de drogas, 

resulta imperativo conocer y tomar nota de todos 

los posibles efectos de las distintas intervenciones y 

actuaciones. Todas las políticas, independientemente 

de su finalidad o intención, acarrean el riesgo de 

consecuencias indeseadas.

Las estimaciones del gasto público pueden utilizarse 

como una herramienta para evaluar si los resultados 

esperados o deseados de la política en cuestión se 

reflejan realmente en la acción, y constituyen una 

herramienta necesaria para implementar evaluacio-

nes exhaustivas de las políticas. Los estudios sobre el 

gasto público deben incluir todas las actividades y los 

planteamientos políticos pertinentes y pueden resultar 

especialmente adecuados en tiempos de austeridad.

Las estimaciones exactas del gasto público ayudarán 

a los responsables políticos a planificar las interven-

ciones pertinentes y asignar los fondos necesarios a 

las autoridades encargadas de aspectos específicos 

de la implementación de las políticas. Una evaluación 

exhaustiva de los gastos de la política en materia de 

drogas también contribuye a la mejora de la trans-

parencia y la rendición de cuentas de las instituciones 

públicas.

Esta publicación reúne los resultados de un estudio 

más amplio realizado por el Grupo Pompidou en 

cooperación con el OEDT, que pretende identificar 

los efectos indeseados y los costes asociados de las 

políticas de control de drogas. El objetivo de esta 

publicación es triple. En primer lugar, aumentar la 

sensibilización internacional sobre la importancia de 

estimar el gasto público en las iniciativas de reducción 

de la oferta. En segundo lugar, destacar la importancia 

de armonizar las definiciones y aumentar la disponibi-

lidad, la comparabilidad y la fiabilidad de los datos, 

así como los métodos para realizar unas estimacio-

nes sólidas. En tercer lugar, contribuir al desarrollo 

de las prácticas de estimación sólidas para obtener 

unas evaluaciones completas, precisas y fiables de las 

políticas en materia de drogas.
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Capítulo 1

Introducción

H
ay un amplio consenso en que un objetivo 

general de la política en materia de drogas es 

fomentar la salud y el bienestar de la humani-

dad y reducir los problemas sociales y de seguridad, 

individuales y públicos, relacionados con la salud, 

resultantes del abuso de estupefacientes y sustancias 

psicotrópicas (1). En la Asamblea General de la ONU 

celebrada en abril de 2016, los jefes de Estado y de 

Gobierno reafirmaron su determinación de prevenir y 

tratar el abuso de estas sustancias y prevenir y luchar 

contra su cultivo, producción, fabricación y tráfico 

ilegales. A pesar de este entendimiento general, el 

diseño y el contenido de las políticas nacionales en 

materia de drogas varían en gran medida. La variación 

refleja parcialmente las diferencias en la naturaleza 

de los problemas nacionales relativos a las drogas y 

los recursos asignados a este ámbito de la política, y 

evidencia asimismo las diferencias ideológicas en la 

manera en que los gobiernos responden a los pro-

blemas de las drogas.

En consonancia con gran parte de la doctrina aca-

démica (2), este informe utiliza la expresión “política en 

materia de drogas” de modo que incluye las políticas 

gubernamentales en materia de prevención, apli-

cación de la ley, tratamiento, reducción de daños 

y reinserción social. Las políticas incluyen las leyes 

y los programas destinados a influir en el consumo 

de drogas y sus consecuencias para los usuarios y la 

sociedad. La política de control de drogas nacional con-

stituye un subconjunto de las políticas en materia de 

drogas y se basa en tres convenios acordados a nivel 

internacional, a saber, la Convención Única de 1961 

sobre Estupefacientes; el Convenio de 1971 sobre sus-

tancias psicotrópicas; y la Convención de las Naciones 

Unidas contra el tráfico ilícito de estupefacientes de 

1988. Las legislaciones nacionales pueden introducir 

normas internas más estrictas que la exigida por los 

convenios, pero no deben promulgar legislación más 

laxa (3). Los países firmantes están obligados a calificar 

la oferta de drogas, es decir, la producción, la venta, 

el transporte y la distribución de drogas con fines 

no médicos, como un acto delictivo. Los convenios 

en materia de drogas obligan además a los Estados 

a garantizar que la posesión de drogas, incluso en 

pequeñas cantidades, sea una infracción castigada, 

aunque no necesariamente un delito. Los convenios 

ofrecen alternativas a la condena o castigo, tales como 

el tratamiento, la educación, el postratamiento, la 

rehabilitación y la reinserción social (4).

El objetivo general de la política de reducción de la 

oferta es una reducción mensurable de la disponibi-

lidad de drogas ilícitas y de la delincuencia asociada. 

Como elementos centrales para la consecución de 

este objetivo cabe citar la interrupción del tráfico 

ilícito de drogas, el desmantelamiento de los grupos 

de delincuencia organizada que están implicados en 

la producción y el narcotráfico, un uso eficiente del 

sistema de justicia penal, la eficaz aplicación de la ley 

basada en la inteligencia  y un mayor intercambio 

de inteligencia, y la colaboración internacional para 

hacer frente a la delincuencia a gran escala, transfron-

teriza y organizada relacionada con las drogas (5). Si 

bien los convenios tratan las drogas catalogadas de 

manera similar, las legislaciones nacionales en mate-

ria de drogas y las prácticas de aplicación de la ley a 

menudo distinguen entre tipos de drogas. El uso, la 

posesión, la venta y la producción de cannabis, por 

ejemplo, se regulan y persiguen en la mayoría de los 

países de manera muy diferente a sustancias como 

las anfetaminas, la cocaína o la heroína. Los efectos 

deseados de estas respuestas legales, como condenar 

a un narcotraficante a prisión, son de dos tipos: en 

primer lugar, castigar al delincuente y, en segundo 

lugar, disuadir al delincuente y a otros de cometer 

delitos similares (los principios de castigo y disuasión).

Aunque las intervenciones de reducción de la oferta a 

menudo constituyen la parte dominante de la política 

de control de drogas, los procedimientos de aplicación 

de la ley contra los consumidores a menudo consiguen 

más atención pública y rechazo, con una crítica cre-

ciente en los últimos años. Cada vez más a menudo 

se escuchan voces que cuestionan la eficacia de las 

medidas de control de drogas y algunas incluso afir-

man que son contraproducentes (véase, por ejemplo, 

la Comisión global de drogas de 2011 (6)). La represión 

desigual y la respuesta desproporcionada han dado 

lugar a críticas sobre los esfuerzos de control de dro-

gas. La utilización de la pena de muerte en algunos 

países es un ejemplo extremo de esto, pero los casos 

menos extremos en Europa también han sido objeto 

de debate. El aumento de las críticas a los esfuerzos 

de control de drogas es un factor que contribuye a 

los recientes cambios introducidos en la normativa en 

materia de drogas en muchos países y jurisdicciones.
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La despenalización de las drogas en Portugal y la 

República Checa, la reciente legalización del cannabis 

en ocho estados de Estados Unidos, la regulación 

estatal del cannabis en Uruguay y la despenalización 

del cannabis prevista en Canadá son hechos ilustra-

tivos de una tendencia más liberal en las políticas de 

control de drogas. La llamada a una mayor human-

ización y revisión de las políticas de control de drogas 

debe analizarse a la luz de la mayor atención sobre 

sus consecuencias adversas.

La política de control de drogas tiene dimensio-

nes tanto nacionales como internacionales. A nivel 

nacional, incluye factores tales como (7): el desarrollo 

de marcos judiciales; la aplicación de las leyes anti-

droga; la erradicación de la producción y el cultivo 

de drogas; el control de los precursores químicos; 

el fortalecimiento de las instituciones públicas para 

evitar la corrupción y garantizar la gobernabilidad; las 

inspecciones aduaneras del comercio y las personas 

que entran en el país y la detección de drogas en las 

prisiones. A nivel internacional, la política de control 

de drogas incluye elementos como: el desarrollo de 

marcos judiciales para la cooperación internacional; 

la creación de herramientas para la cooperación poli-

cial internacional; investigaciones internacionales 

coordinadas; el control de los precursores químicos; 

las iniciativas contra el blanqueo de capitales; la sus-

titución y la erradicación de cultivos de drogas, y las 

iniciativas contra la corrupción, el terrorismo y la trata 

de personas relacionados con las drogas.

Las medidas de control de drogas pueden agruparse 

en función de si se dirigen a los usuarios de las dro-

gas o a los productores, traficantes y proveedores 

de las drogas. En ambos casos, los gobiernos tienen 

obligaciones dimanantes de los instrumentos jurídi-

cos internacionales y nacionales de salvaguardar los 

principios fundamentales de los derechos humanos y 

del Estado de derecho, que se aplican a los delincuen-

tes de drogas. Estas obligaciones se describen en el 

Convenio para la protección de los derechos humanos 

y de las libertades fundamentales del Consejo de 

Europa (CdE), que garantiza (8):

► El derecho a la vida

► El derecho a la protección de la salud

► El derecho a la no discriminación

► La prohibición de los tratos inhumanos o 

degradantes

Además, los derechos se recogen en:

El artículo 38.1 de la Convención Única de 

Estupefacientes de la ONU, que exige a los Estados 

que presten especial atención a la prevención del 

uso indebido de drogas y a la pronta identificación, 

tratamiento, educación, postratamiento, rehabilitación 

y reinserción social de los drogodependientes, y que 

adopten todas las medidas posibles al efecto;

El artículo 25 de la Declaración Universal de los 

Derechos Humanos (DUDH), que garantiza a todos 

el derecho a un nivel de vida adecuado para su salud 

y bienestar, incluida la atención médica y los servicios 

sociales necesarios;

El artículo 12 del Pacto Internacional de Derechos 

Económicos, Sociales y Culturales de la ONU (PIDESC), 

que reconoce el derecho de toda persona al disfrute 

del más alto nivel posible de salud física y mental; y 

exige a los Estados que aseguren asistencia médica y 

servicios médicos disponibles de manera equitativa 

para todos los que los necesiten.

El artículo 11 de la Carta Social Europea del CdE 

(revisada), que establece el derecho a la protección 

de la salud y establece el ejercicio efectivo del derecho 

a la protección de la salud.

Gasto público y evaluación de las 
políticas en materia de drogas

La evaluación de las políticas en materia de drogas 

es una parte integral del enfoque de la lucha contra 

las drogas ilícitas (9). La estimación del gasto público 

relacionado con las drogas puede verse como un 

primer paso en esta dirección. Las estimaciones del 

gasto público tienen como objetivo calcular la canti-

dad de recursos dedicados, o requeridos, para poner 

en práctica intervenciones específicas en un ámbito 

de la política en particular. Estas estimaciones pueden 

revelar en qué medida las intenciones políticas se 

reflejan en los presupuestos correspondientes y están 

condicionadas por el tamaño y las características del 

fenómeno de las drogas. La mayoría de los países 

europeos tienen una política nacional en materia de 

drogas que se presenta en un documento de estrate-

gia sobre drogas (5). Las estrategias nacionales sobre 

drogas intentan abordar la reducción tanto de la 

demanda de drogas como de la oferta, aunque estos 

dos sectores a menudo no reciben una cuota igual de 

los recursos y de la atención. En cambio, la asignación 

de los recursos depende de las prioridades y metas 

específicas de cada país para los diferentes sectores de 

la política en materia de drogas, así como del precio 

relativo de la implementación de cada actividad de 

una manera rentable.

Las estimaciones exactas del gasto público ayudarán a 

los responsables políticos a planificar las intervencio-

nes pertinentes y a asignar los fondos necesarios a las 

autoridades encargadas de la implementación de las 

políticas. Una evaluación exhaustiva de los gastos de 

la política en materia de drogas también contribuirá a 

mejorar la transparencia y la rendición de cuentas de 

las instituciones públicas. Las estimaciones pueden 

proporcionar información sobre factores tales como 

la importancia relativa de las partidas de oferta y 

demanda y permiten comparaciones entre países en 

cuanto al nivel y la composición del gasto (10). Una 
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buena planificación, un mejor conocimiento de los 

recursos asignados a este ámbito de la política y la 

asignación rentable de los recursos resultan particu-

larmente necesarios en tiempos de crisis económica, 

en los que se dispone de menos recursos.

Para optimizar la asignación de recursos a este ámbito 

de la política, sería idóneo que se llevara a cabo un 

análisis completo de coste-beneficio. El análisis coste-

beneficio compara sistemáticamente todos los costes y 

beneficios de un área política o proyecto en particular 

para determinar si hay un beneficio neto positivo (es 

decir, si los beneficios superan los costes). Este tipo de 

análisis también puede comparar opciones de políticas 

alternativas y evaluar la eficacia de las partes separa-

das de una política integral. Para el sector de control 

de drogas, un análisis coste-beneficio debe tener en 

cuenta explícitamente todos los costes, incluidos los 

efectos adversos indeseados de la política, a la hora 

de evaluar si la política proporciona un beneficio 

neto a la sociedad. Por desgracia, no es posible actu-

almente realizar un análisis coste-beneficio periódico, 

puesto que la cuantificación de los beneficios y los 

costes de las políticas de control de drogas está sub-

desarrollada. Aun así, una mejor comprensión de los 

diferentes elementos implicados es posible y útil. En 

este informe se da el primer paso hacia un análisis 

sistemático mediante el examen del gasto público y 

las consecuencias indeseadas de la política de control 

de drogas.

Definimos los costes de control de drogas de modo que 

incluyen todo tipo de gasto público en los esfuerzos 

encaminados a reducir el consumo y la disponibilidad 

de las drogas a través de la aplicación de la legislación 

en materia de drogas. Por lo tanto, los costes de control 

de drogas comprenden los gastos gubernamentales 

en orden público y seguridad, tales como los gastos 

presupuestarios consignados para la policía, las adua-

nas, el sistema judicial y las prisiones. La gran mayoría 

de estos recursos se gastan en la persecución policial 

de los productores y distribuidores, pero los gastos 

también incluyen las actuaciones legales contra los 

consumidores de drogas en algunos países. Cabe 

señalar que la expresión “costes de control de dro-

gas” se utilizará de forma intercambiable con “costes 

de reducción de la oferta” en este informe. Esto está 

en consonancia con la terminología utilizada por 

otras organizaciones internacionales tales como el 

Observatorio Europeo de las Drogas y las Toxicomanías 

(OEDT).

La escasa disponibilidad de datos supone a menudo 

un reto a la hora de realizar un análisis del gasto 

público relacionado con las drogas. Muchos países 

no tienen presupuestos separados para los gastos 

relacionados con las drogas, ya que están incorporados 

en categorías presupuestarias más amplias. A menudo, 

más de un sector está involucrado y los gastos figuran 

en diferentes niveles administrativos (central, regional, 

local). El capítulo 2 presenta ejemplos de análisis del 

gasto y ofrece sugerencias sobre cómo mejorar la 

recopilación de datos y las estimaciones.

Consecuencias indeseadas de las 
políticas de control de drogas

Para evaluar y mejorar la política en materia de drogas, 

resulta imperativo conocer y tomar nota de todos 

los posibles efectos de las distintas intervenciones y 

actuaciones. Todas las políticas, independientemente 

del propósito o intención, acarrean un riesgo de con-

secuencias indeseadas. Las consecuencias indeseadas 

pueden definirse como las consecuencias que no 

son deliberadas o intencionales; no son los efectos 

previstos de cualquier actuación determinada. No 

obstante, esto no supone necesariamente que estas 

consecuencias sean inesperadas; por el contrario, su 

aparición en algunos casos puede considerarse muy 

probable. Por ejemplo, la prohibición de la producción 

y venta de sustancias catalogadas conlleva un alto 

riesgo de aparición de un mercado de drogas ilegales.

Las consecuencias indeseadas variarán considerable-

mente de un país a otro dependiendo de la legislación 

nacional en materia de drogas y su aplicación de facto. 

Hay que tener en cuenta, sin embargo, que incluso los 

regímenes más liberales de control producirán efec-

tos indeseados. Aunque todas las drogas estuvieran 

libremente disponibles y no se implementasen medi-

das de control, también habría una carga sustancial 

imprevista sobre la sociedad y los no consumidores 

como consecuencia de la cantidad y el tipo de drogas 

consumidas y los métodos de consumo de drogas. 

Además, las drogas legales pero reguladas como 

el alcohol y el tabaco también dan lugar a costes 

de control y consecuencias, tanto deseados como 

indeseados.

Las consecuencias indeseadas pueden además variar 

en función del contexto social/económico, el tipo de 

sustancia, las características individuales y el período 

de tiempo. Algunas de estas consecuencias se refieren 

a los participantes en el mercado de la droga (consu-

midores y proveedores de drogas), mientras que otras 

se refieren a los no participantes y a la sociedad en 

general. Las consecuencias indeseadas, mencionadas 

a menudo, que afectan a los delincuentes por drogas 

incluyen la estigmatización, la exclusión social, los 

efectos negativos de la reclusión penitenciaria, la 

reducción de las oportunidades educativas y en el 

mercado laboral, la desconexión con la vida laboral 

y las restricciones de viajes (denegación de visados), 

mientras que los no participantes sufren consecuen-

cias como el acceso limitado a medicamentos esen-

ciales para fines médicos y científicos. Además, las 

consecuencias sociales indeseadas pueden incluir 

factores tales como la aparición de la delincuencia 

organizada y el tráfico de personas o un riesgo general 
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de reducción de la seguridad pública debido a los 

métodos ilegales de financiación del narcotráfico. 

Algunos países productores como México y Colombia 

han experimentado una violencia extrema y miles de 

muertes, mientras que la salud pública, la seguridad 

y la protección pública se han visto afectadas nega-

tivamente en muchos países europeos (11).

Aunque la mayoría de las consecuencias indeseadas 

de la política de control de drogas influyen negati-

vamente sobre los afectados, también puede haber 

algunas consecuencias indeseadas positivas. Por ejem-

plo, los delincuentes por drogas encarcelados redu-

cen previsiblemente su comportamiento de riesgo 

y el consumo de drogas mientras están recluidos, 

y pueden tener acceso a atención sanitaria, educa-

ción y tratamiento en prisión. La persecución local 

de las drogas también puede reducir otros tipos de 

delitos, aumentando la seguridad en ciertos barrios. 

Las consecuencias indeseadas tanto positivas como 

negativas deben tenerse en cuenta adecuadamente 

en la formulación de políticas.

Metas y esquema del informe

Este informe pretende definir e identificar los costes 

y los efectos negativos indeseados de las políticas 

de control de drogas, soportados por los individuos 

y la sociedad. Hacemos esto para mejorar la base de 

conocimientos y permitir que los responsables políti-

cos tomen decisiones informadas en este ámbito. El 

conocimiento mejorado con respecto a los recursos 

que se asignan a este ámbito de la política ayudará 

a la planificación y al pensamiento estratégico, par-

ticularmente adecuados en tiempos de austeridad. 

Como no hay manera de evitar por completo las 

consecuencias indeseadas, es importante tenerlas 

debidamente en cuenta a la hora de decidir sobre las 

metas y las medidas para el manejo del fenómeno de 

las drogas. Por otra parte, sugerimos posibles interven-

ciones para reducir el impacto de las consecuencias 

identificadas. Hay intervenciones disponibles que 

pueden reducir los efectos adversos e indeseados de 

la política de control de drogas, independientemente 

de qué régimen regulatorio se lleve a la práctica.

Algunos conceptos centrales de la política de control 

de drogas se definen y analizan en el Capítulo 1. El 

Capítulo 2 contiene directrices sobre cómo recopilar 

información de costes relevante y propone un con-

junto común de definiciones y métodos a utilizar para 

el análisis y la evaluación del gasto público. Por otra 

parte, presentamos información nacional compilada 

sobre los niveles y las composiciones del gasto público 

relacionado con las drogas, que muestran que la mayo-

ría de los países parecen gastar más en esfuerzos de 

reducción de la oferta que de la demanda. El Capítulo 

3 presenta nuestro análisis de las consecuencias inde-

seadas. Aunque, por supuesto, reconocemos que la 

definición y la medición de los efectos deseados es 

una tarea importante para cualquier evaluación de 

políticas, este informe se centra en los indeseados 

efectos negativos. Estas consecuencias indeseadas se 

dividen en efectos sanitarios y no sanitarios y están 

relacionados con los afectados por estas consecuen-

cias (consumidores y no consumidores de drogas). El 

capítulo también ofrece una lista de posibles inter-

venciones que pueden reducir las consecuencias 

indeseadas. El capítulo 4 expone nuestras conclusiones 

y sugiere una vía de actuación.

La Figura 1 ilustra el esquema del informe.

Costes = Gasto público

Política de control de drogas

Deseados

Efectos

Sanitarios

Indeseados

No sanitarios
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Capítulo 2

Gasto público en políticas 
de control de drogas

Introducción

La finalidad de este capítulo es triple: en primer lugar, 

aumentar la sensibilización internacional sobre la 

importancia de estimar el gasto público en inicia-

tivas de reducción de la oferta. En segundo lugar, 

aumentar la concienciación pública de la necesidad 

de ponerse de acuerdo sobre la armonización de las 

definiciones y el aumento de la disponibilidad, la 

comparabilidad y la fiabilidad de los datos, así como 

los métodos para producir estimaciones sólidas. En 

tercer lugar, contribuir al desarrollo de las prácticas 

nacionales e internacionales de estimación con el fin 

de obtener evaluaciones precisas, completas, fiables 

y comparables de las políticas en materia de drogas.

Como se mencionaba en el Capítulo 1, el objetivo 

general de la política de control de drogas es una 

reducción mensurable en la disponibilidad y accesibi-

lidad de las drogas ilícitas. Las iniciativas de control de 

drogas comprenden todo el sistema de leyes, medidas 

regulatorias, líneas de actuación y prioridades de 

financiación en relación con las drogas ilícitas puestas 

en marcha por un gobierno o sus representantes. 

La estimación del gasto público relacionado con las 

drogas puede verse como un paso fundamental en 

el proceso de evaluación de las políticas. Un paso 

posterior consistiría en comparar sistemáticamente el 

gasto público y los otros costes posibles con los out-

puts o resultados medidos de la política. Dependiendo 

de cómo se definan y midan los resultados de la 

política, podría llevarse a cabo un análisis de coste-

beneficio o coste-eficacia (véase el glosario). En este 

caso, los inputs de recursos (los costes de mano de 

obra, el capital y/o los equipos) están vinculados a 

los resultados intermedios (por ejemplo, el número 

de narcotraficantes detenidos), los outputs finales 

(por ejemplo, vidas salvadas, años de vida ganados, 

número de consumidores de drogas, reducción de 

daños relacionados con las drogas, porcentaje de 

reducción en los delitos cometidos), o los objetivos 

de las políticas. Sin embargo, con independencia de 

las medidas de output seleccionadas, el gasto público 

será un factor de coste central, ya que los gobiernos 

constituyen el principal proveedor de servicios de 

reducción de la oferta de drogas en Europa.

Una evaluación económica exhaustiva puede propor-

cionar a los responsables políticos la información nece-

saria para tomar decisiones bien fundadas. Aunque no 

se dispone actualmente de los datos y una cuantifi-

cación de todos los resultados y los elementos de coste 

requeridos para realizar los análisis más exhaustivos, 

un análisis un poco menos extenso y una mejor comp-

rensión de los elementos individuales implicados son 

todavía posibles, útiles y deseables. En este informe 

se da el primer paso hacia un análisis sistemático 

mediante el examen de una serie de intentos repre-

sentativos de estimar el gasto público en políticas de 

control de drogas. Se propone un conjunto común de 

definiciones que deben utilizarse para la valoración y 

la evaluación del gasto público. Además, se pretende 

establecer una base común para comprender este 

complejo asunto y para facilitar la comparabilidad 

en tres áreas principales: el tiempo, la política y los 

países afectados. Aunque el informe se centra prin-

cipalmente en los gastos de control de drogas, con 

el fin de contextualizarlos, también detalla el gasto 

total relacionado con las drogas como proporción 

del producto interior bruto. Muestra además cómo se 

reparte el gasto entre las iniciativas de reducción de 

la demanda y de la oferta en varios países europeos. 

Para facilitar y promover futuros estudios empíricos 

del gasto, se enumeran y analizan las fuentes de datos 

pertinentes y las metodologías aplicadas en la real-

ización de estimaciones empíricas. También se aportan 

ejemplos de modelos sectoriales de gasto público 

y ejemplos de estudios nacionales sobre gasto en 

reducción de la oferta. Por último, se ofrecen algunas 

conclusiones y recomendaciones.

En el Apéndice 1 se presentan las fuentes internacio-

nales que han publicado datos en este ámbito y se 

resumen sus datos. Mientras que los datos agregados 

para amplias clases de gasto público se han publicado 

durante dos décadas, no se dispone de tendencias 

de datos para el gasto relacionado con las drogas en 

políticas de control. Se dispone de datos específicos 

que reflejan la actividad de las políticas nacionales de 

control de drogas, tales como el número de delitos 

o la evolución de la población reclusa. Sin embargo, 

los datos de este tipo precisan de una modelización 

adecuada antes de estar listos para ser utilizados en 

estimaciones del gasto público en políticas de control.
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Conceptos clave

Gasto público

La expresión «gasto público» se refiere al valor de 

los bienes y servicios adquiridos por los gobiernos 

generales (a nivel central, regional y local) con el fin 

de desempeñar sus funciones. Por ejemplo, se refiere 

a los recursos dedicados a la salud, la justicia, el orden 

público y la seguridad, la educación, la protección 

social y así sucesivamente (12). El gasto público se 

cuantifica por medio de ejercicios de costes realizados 

por los gobiernos (10). El papel del gasto privado en la 

política en materia de drogas varía según los países, 

los cronogramas y los ámbitos de política. En muchos 

países, el tratamiento de la drogadicción lo financia 

en parte el sector privado (compañías de seguros, 

los consumidores de drogas o sus empleadores, los 

familiares, etc.). En otras áreas de la política en materia 

de drogas, tales como la reducción de la oferta, la 

financiación privada por lo general constituye una 

parte insignificante del gasto total (13).

El gasto público relacionado con las 
drogas 

El gasto público relacionado con las drogas es la suma 

invertida por los gobiernos en bienes y servicios con 

el objetivo de hacer frente al fenómeno de las drogas 

ilegales. Aunque las estimaciones del gasto en políticas 

en materia de drogas se consideran útiles, la mayoría 

de los países no elaboran presupuestos relacionados 

con las drogas por separado como parte de su ejercicio 

presupuestario ordinario. Los análisis y las estimacio-

nes pertinentes pueden ser complicados ya que varios 

sectores interministeriales e intergubernamentales 

participan en los programas de control de drogas, 

incluidos la justicia, la policía y el control de fronteras, 

los establecimientos penitenciarios, la protección 

social, la educación y la salud. Desglosar el gasto en 

política en materia de drogas de los departamentos 

gubernamentales y las políticas intersectoriales sigue 

suponiendo un reto importante. Los cambios en la 

legislación y la estructura de la Administración pública 

pueden dificultar aún más la comparabilidad a lo 

largo del tiempo.

Una dificultad adicional radica en el hecho de que 

los programas y las actividades relacionados con las 

drogas pueden encontrarse en muchos niveles dife-

rentes de la Administración pública. Por ejemplo, la 

financiación para encarcelar a los delincuentes por 

drogas la aporta normalmente el gobierno central, 

mientras que la prevención del menudeo callejero 

o los programas de reinserción social para los anti-

guos narcotraficantes frecuentemente los financian 

las autoridades locales. Esto hace que sea necesario 

compilar datos a diferentes niveles administrativos, 

lo cual puede resultar una tarea exigente.

Además, a menudo sólo una pequeña fracción del 

gasto público relacionado con las drogas se puede ras-

trear directamente hasta los documentos del gobierno 

o las partidas presupuestarias individuales y figura 

consignado como tal. Los datos requeridos respecto 

del gasto público relacionado con las drogas, en cam-

bio, están incorporados en los presupuestos para 

sectores o programas más grandes (gasto no consig-

nado), lo que significa que se requiere un proceso de 

modelización y cálculos para producir datos limpios. 

Por ejemplo, es habitual que las prisiones no tengan 

un presupuesto separado para los delincuentes por 

drogas, ya que normalmente tienen un presupuesto 

único para toda su actividad. Por lo tanto, los valores 

de este gasto incorporado sólo pueden estimarse a 

través de métodos de modelización (14). Esto requiere 

habilidades, técnicas y herramientas de modelización.

A pesar de varios factores que pueden poner en duda 

la solidez de los resultados de las estimaciones (escasa 

disponibilidad de datos, capas de hipótesis, cambios 

en las definiciones o en las regulaciones a lo largo del 

tiempo, etc.), la aplicación de los modelos existentes 

puede proporcionar información útil, como demues-

tran las experiencias de diversos países (véanse los 

ejemplos siguientes).

Gasto público en iniciativas de 
reducción de la oferta

En este informe, el gasto público en la reducción de 

la oferta de drogas comprende los fondos invertidos 

por la Administración pública con el objetivo general 

de reducir la disponibilidad de las drogas ilegales con 

el apoyo de la policía, los tribunales de justicia y los 

servicios penitenciarios, dirigidos a contrarrestar el fenó-

meno de las drogas ilegales, como lo define Eurostat 

(12). En general, los servicios policiales comprenden 

la aplicación de las leyes y reglamentos nacionales, 

incluyendo factores tales como la prevención e investig-

ación de los delitos, la vigilancia regular y auxiliar de los 

puertos y las fronteras, los guardacostas y las aduanas, 

así como la normativa y supervisión de la circulación 

vial. Los servicios prestados por los tribunales de justicia 

comprenden la gestión o apoyo a los tribunales de 

justicia civil y penal y los sistemas judiciales, la fiscalía, 

la recaudación de multas y los sistemas de libertad 

condicional. Los servicios penitenciarios comprenden 

las actividades de las administraciones penitenciarias 

y la gestión o el apoyo a las prisiones y otros lugares 

de detención o rehabilitación de delincuentes, como 

colonias penitenciarias, centros de trabajo, reformato-

rios, correccionales, asilos psiquiátricos, etc. (12).

En el caso del gasto público en iniciativas de reduc-

ción de la oferta de drogas, la gran mayoría de los 

recursos se dedican a la aplicación de la ley dirigida a 

los productores y distribuidores, pero también puede 

incluir actuaciones legales contra los consumidores 

por posesión de drogas cuando así lo requieren los 

sistemas judiciales nacionales.
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Estimaciones empíricas del gasto 
en políticas de oferta y demanda

Durante la última década, al menos 16 países europeos 

han proporcionado estimaciones exhaustivas del 

gasto público relacionado con las drogas (15). Las 

estimaciones de los países sugieren que el gasto 

relacionado con las drogas osciló entre el 0,01 % y 

el 0,5 % del producto interior bruto (PIB). Dado que 

los estudios pueden no haber aplicado las mismas 

clasificaciones de gasto o los mismos métodos de 

estimación, se requiere precaución al hacer compara-

ciones entre países (15).

Sin embargo, es interesante observar que la infor-

mación disponible sugiere que las actividades de 

reducción de la oferta representaron la mayor propor-

ción del gasto público relacionado con las drogas en 

la mayoría de los países. De los 16 países que elabo-

raron estimaciones completas en la última década, 

sólo cuatro países gastaron menos del 50 % de su 

presupuesto total en materia de drogas en reducción 

de la oferta, mientras que cinco países gastaron el 

70% o más. Los otros países dedicaron entre el 50% 

y el 70 % de su gasto relacionado con las drogas a la 

reducción de la oferta.

Figura 1 Desglose del gasto relacionado con las drogas entre la reducción de la demanda y de la oferta.

Fuente: OEDT, 2014b (15)

El análisis también ha demostrado que los fondos 

asignados a las iniciativas relacionadas con las drogas 

representan sólo una pequeña proporción del gasto 

público general en el sector del “orden público y la 

seguridad”. Por ejemplo, en 2008 (el único año en que 

se llevó a cabo este ejercicio de manera sistemática 

en los países de la Unión Europea), el gasto en reduc-

ción de la oferta representó entre el 2 % y el 12 % 

del gasto público total en este sector, mientras que la 

proporción del gasto relacionado con las drogas en 

estas partidas representó menos del 1 % del gasto 

público total en el sector de “salud y protección social” 

durante ese mismo período. Dado que la mayoría 

del gasto público en iniciativas de reducción de la 

demanda se clasifica en la partida de “salud y pro-

tección social”, estas cifras pueden sugerir que los 

países europeos dan una mayor prioridad política a 

las iniciativas de reducción de la oferta como parte de 

las actividades de orden público y seguridad que a las 

iniciativas de reducción de la demanda como parte 

de las actividades de salud pública general (10). Con 

periodicidad anual, el OEDT presenta las estimacio-

nes disponibles más recientes para el gasto público 

nacional relacionado con las drogas en los países de 

la Unión Europea, Noruega y Turquía como porcen-

taje del producto interior bruto (PIB). Cuando está 

disponible, el OEDT también presenta la proporción 

de los fondos invertidos en iniciativas de reducción de 

la oferta (http://www.emcdda.europa.eu/countries). 
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Pasos en la estimación y el 
análisis de los costes

La aclaración de definiciones, la mejora de los méto-

dos de estimación, la concertación de buenas prác-

ticas y la búsqueda de datos fiables y estandarizados 

reforzará la utilidad de las estimaciones del gasto 

público, puesto que se puede mejorar el análisis a lo 

largo del tiempo y en función de las áreas de política y 

de los países (16). Se necesitan datos de mejor calidad 

y más desarrollos metodológicos. Con este fin, reco-

mendamos algunos pasos metodológicos generales 

en la estimación y el análisis de costes. 

Definición del alcance y los objetos

En términos generales, un primer paso para una esti-

mación viable de costes consiste en definir el alcance 

y la naturaleza del gasto público tenido en cuenta. 

Además, es necesario indicar claramente qué área 

geográfica y qué función de la prestación de servicios 

públicos cubren las estimaciones.

Elaboración de un inventario de los 
proveedores de servicios

En segundo lugar, es necesario identificar la entidad o 

las instituciones públicas responsables de la prestación 

de servicios relacionados con las drogas —en el caso 

de este informe, medidas e intervenciones de reduc-

ción de la oferta—. Las autoridades gubernamentales 

y las instituciones y los servicios públicos responsables 

de la ejecución de iniciativas de política en materia 

de drogas en los diferentes niveles competenciales 

deben ser inventariados.

Cartografiado de entidades financieras

El tercer paso consiste en identificar las diferentes 

autoridades públicas e instituciones que financian los 

aspectos de la política en materia de drogas y los pro-

veedores de servicios financieros. Independientemente 

de la estructura gubernamental, el gasto de todas las 

instituciones gubernamentales nacionales, regionales 

o locales competentes, directa o indirectamente rela-

cionado con la política en materia de drogas, siempre 

debe incluirse en una estimación de costes.

Hacer que los grupos de interés responsables de 

prestar servicios de políticas en materia de drogas 

conecten con sus entidades financieras puede resul-

tar complicado, ya que las entidades encargadas de 

prestar servicios públicos no siempre son obvias y 

fáciles de identificar. Por ejemplo, cuando los ser-

vicios de tratamiento por drogas se prestan dentro 

de las prisiones, la entidad encargada tiene el orden 

público y la seguridad como su primera función, pero 

la salud como su objetivo en esta situación. Por lo 

tanto, los analistas deben considerar si se deben incluir 

los costes de estas actividades como iniciativas de 

reducción de la oferta o de reducción de la demanda. 

Eurostat, junto con la mayoría de las organizaciones 

internacionales que se ocupan de la evaluación de 

las políticas, incluye la prestación de servicios como 

el principal método para identificar en qué sector 

se utilizan los fondos, incluso cuando el proveedor 

es menos obvio. En este caso, el gasto público en 

el tratamiento por drogas realizado en las prisiones 

debe excluirse de las estimaciones de gasto para los 

servicios de reducción de la oferta y contabilizarse 

como gastos de salud relacionados con las drogas. 

A veces, la prestación será responsabilidad de las 

entidades privadas, mientras que la financiación es 

una responsabilidad del gobierno.

Cabe señalar, sin embargo, que el mismo servicio puede 

tener múltiples finalidades de política y debe evitarse la 

duplicación. Por ejemplo, en el caso de los programas 

de reinserción social en los barrios afectados, la finan-

ciación puede servir a la vez al propósito de prevenir 

la delincuencia por drogas (gasto para la reducción 

de la oferta) y al propósito de prevenir el consumo de 

drogas (inversión sanitaria en gasto para la reducción 

de la demanda). A efectos de contabilidad pública 

estos fondos no se deben contabilizar dos veces. Por lo 

tanto, los investigadores tendrán que incluir este gasto 

solo una vez, optando por consignarlo bajo la partida 

de salud preventiva o bien bajo la de prevención de 

la delincuencia. A veces, decidir en qué sector ha de 

incluirse el gasto es difícil y la mejor manera de lidiar 

con este tipo de situaciones es asegurarse de que los 

investigadores documenten las diferentes opciones y 

premisas que adopten.

Recopilación de datos

El cuarto paso consiste en determinar una estrategia 

para recopilar los datos necesarios sobre el gasto 

público. Con el fin de obtener información relevante, 

los analistas tendrán que examinar los documentos 

de las políticas y los datos contables. También se 

recomienda realizar entrevistas con los principales 

interesados sobre el terreno como una forma de obte-

ner una mejor información sobre los lugares donde 

se pueda disponer de datos financieros, y buscar 

conjuntos de datos internacionales.

Clasificación e identificación de los 
datos sobre el gasto relacionado con las 
drogas

Resulta esencial clasificar el gasto público en función 

de la finalidad para la que se destina el gasto (12; 17). 

El siguiente paso que debe considerarse es cómo 

agrupar el gasto relacionado con las drogas en función 

de estas sub-finalidades. Habitualmente se utilizan 

dos sistemas de clasificación:

► Teniendo en cuenta el hecho de que el gasto 

relacionado con las drogas en iniciativas de 

reducción de la oferta comprende los fon-

dos invertidos con el objetivo de abordar el 
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fenómeno de las drogas ilegales a través de la 

policía, los tribunales de justicia y el sistema 

penitenciario, la clasificación utilizada con fre-

cuencia en las comparaciones internaciona-

les es la Clasificación de las funciones de las 

Administraciones públicas (CFAP).1 Bajo la CFAP, 

la mayor parte del gasto en políticas de control 

de drogas se incluye en la clase de gasto “orden 

público y seguridad”. Las subclases más directa-

mente pertinentes son “servicios de policía”, 

“tribunales de justicia”, “prisiones” e “I+D del 

orden público y la seguridad” (12).

► Reuter (20) vincula el gasto público con las facetas 

de la oferta y la demanda del mercado, y subdi-

vide los costes públicos en función de cuatro 

programas gubernamentales; los programas de 

prevención, aplicación de la ley, tratamiento y 

reducción de daños. Contabiliza el gasto público 

en reducción de la oferta bajo los “programas de 

aplicación de la ley” y considera que éstos son 

“programas destinados a los traficantes y produc-

tores para empujar al alza la curva de la oferta para 

las drogas; en igualdad de condiciones, deben elevar 

el precio de las drogas y reducir la cantidad. Los pro-

gramas dirigidos a los consumidores y minoristas 

aumentan los costes de transacción de la compra de 

drogas”. En otras palabras, los programas de apli-

cación de la ley harán que la producción, el tráfico 

o el menudeo de drogas resulten más caros, 

porque provocarán un aumento en los costes 

unitarios de producción o bien introducirán un 

mayor riesgo en el negocio (21).

Estos dos sistemas de clasificación son sustancial-

mente diferentes. La CFAP fue diseñada conjunta-

mente por la oficina de estadística de la Unión Europea 

y la Comisión Europea, con conceptos y metodologías 

de recogida de datos bien definidos. La recopilación 

de datos obligatoria anual se ha implementado en 

todos los Estados miembros de la Unión Europea 

desde principios de 2000. El sistema cubre todas 

las funciones proporcionadas y financiadas por los 

gobiernos. Aunque las actividades relacionadas con 

las drogas se encuentran entre las tareas generales 

proporcionadas y financiadas por el sector público, no 

hay métodos concretos especificados ni datos recop-

ilados sobre el gasto relacionado con las drogas. El 

gasto relacionado con las drogas está incorporado en 

partidas más amplias, como el gasto público en orden 

público y seguridad, sanidad, educación o protección 

social. Por el contrario, la clasificación de Reuter fue 

diseñada para organizar el gasto público invertido con 

el objetivo principal de abordar el fenómeno de las 

drogas. A pesar del hecho de que ninguna recopilación 

sistemática de datos se basa en este sistema, se aplica 

1. Las estimaciones nacionales a veces utilizan definiciones 

alternativas. Véase Lievens et al., 2016 (18) o Kopp, 

2006 (19) para consultar más detalles.

con frecuencia en las estimaciones empíricas (véanse 

ejemplos en la sección 2.6 más adelante).

La comunidad investigadora no ha adoptado formal-

mente ninguno de estos sistemas de clasificación. 

Toda vez que Eurostat publica datos anualmente de 

conformidad con la clasificación CFAP, su sistema 

ofrece algunas ventajas, aunque los investigadores 

tienen que elegir los criterios y modelos de diseño 

para desglosar el gasto relacionado con las drogas 

dentro de las clases generales de gasto.

Como se ha mencionado, las iniciativas de reducción 

de la oferta a menudo están incorporadas en proyec-

tos de política que tienen objetivos y presupuestos 

más amplios. Por lo tanto, es importante primero ir 

más allá del gasto que se utiliza exclusivamente para 

la política en materia de drogas e incluir también el 

gasto destinado a ámbitos de política más amplios 

que, indirectamente, pero de manera significativa, 

contribuye a la política en materia de drogas o causa 

impacto sobre esta. Por ejemplo, la inversión en políti-

cas efectivas en ciertos barrios, con el fin de prevenir 

todo tipo de delitos, también puede contribuir a la 

prevención del menudeo de drogas. En consecuen-

cia, es importante tener en cuenta los presupuestos 

generales para las iniciativas que puedan generar 

sinergias directas con los objetivos de la política en 

materia de drogas. En segundo lugar, se requieren téc-

nicas de modelización con el fin de extraer los gastos 

relacionados con las drogas de los gastos generales. 

Por ejemplo, se precisan estimaciones específicas y 

metodologías bien definidas para desglosar el gasto en 

delitos relacionados con las drogas del gasto público 

total en tribunales de justicia (a continuación se reco-

gen más detalles sobre las metodologías).

En el caso de que no se disponga de todos los datos 

requeridos en los conjuntos de datos internacionales, 

es preciso cartografiar las bases de datos naciona-

les. Cada país tiene diferentes estructuras para los 

servicios, la prestación y la financiación del control 

de drogas. El cartografiado de los datos nacionales 

puede conseguirse de diferentes maneras, tales como 

la extracción de información de los sistemas de 

registro y los informes anuales o mediante entrevistas 

con expertos y/o contactos clave que trabajan en este 

ámbito (22). El cartografiado detallado de los datos 

disponibles puede resultar exigente y hace un uso 

intensivo de los recursos. Sin embargo, es un paso 

fundamental para cualquier estimación del gasto 

público en control de drogas.

La extracción de los datos sobre gasto: 
gasto consignado y no consignado

Algunos de los fondos asignados por los gobiernos 

al gasto relacionado con las drogas se identifican 

como tales en el presupuesto (gasto consignado). 

Sin embargo, la mayor parte del gasto relacionado 

con las drogas a menudo no se identifica (gasto no 
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consignado) y debe estimarse utilizando enfoques 

de modelización. El gasto total relacionado con las 

drogas es la suma de los gastos consignados y no 

consignados relacionados con las drogas (23).

Puesto que los gastos consignados figuran claramente 

identificados en los presupuestos, no se requieren 

métodos de cálculo. A menudo se dispone de series 

temporales de datos para el gasto consignado. El 

mayor reto al compilar los datos sobre este gasto 

consiste en asegurar un cartografiado completo de 

todas las entidades encargadas de la prestación de 

estos servicios, ya que pueden estar repartidos a lo 

largo de diferentes niveles de gobierno. Dependiendo 

de las estructuras nacionales, siempre deben incluirse 

los gastos de todas las instituciones gubernamen-

tales nacionales, regionales o locales competentes 

que estén asociados directa o indirectamente con la 

política en materia de drogas.

En cuanto al gasto no consignado, es necesario un 

procedimiento de modelización, y la modelización se 

basa en un enfoque de arriba hacia abajo o bien de 

abajo hacia arriba. Con frecuencia, estas estimaciones 

requieren el uso de los datos de actividad para desa-

rrollar estimaciones, tales como el número de delitos, 

de delincuentes, de causas penales o de reclusos.

Modelización del gasto no consignado

El enfoque de modelización de arriba hacia abajo se 

utiliza principalmente cuando los datos disponibles 

están incorporados en programas con objetivos más 

amplios y la fracción atribuible a las drogas puede 

identificarse como una proporción del presupuesto 

general. Con el fin de identificar esta proporción, los 

modelos identifican criterios objetivos y calculan las 

fracciones atribuibles.

Gasto relacionado con las drogas no consignado = Gasto general × 

Fracción atribuible

No hay ninguna metodología general para determinar 

las fracciones atribuibles, también conocidas como 

claves de reparto. En la práctica, la clave de reparto 

adecuada viene determinada por el objeto de la esti-

mación, la disponibilidad de los datos y los enfoques 

de modelización disponibles. Las claves de reparto 

se determinan de manera diferente en función de la 

información proveniente de los datos de actividad. 

Estos datos de actividad se extraen de los sistemas 

de registro, los informes anuales y/o los contactos 

que trabajan en este ámbito (22). Al determinar las 

fracciones atribuibles, los datos utilizados deben estar 

preferiblemente a disposición del público o, incluso 

mejor, estar almacenados dentro de bases de datos 

internacionales. Esto puede garantizar la posibilidad 

de producir estimaciones comparables en los años 

que siguen y en otros países.

El Apéndice 3 resume la información sobre los datos 

disponibles en las bases de datos internacionales 

más relevantes que se pueden utilizar para estimar 

el gasto público no consignado en reducción de la 

oferta. Describe los datos de actividad comunicados, 

los países comunicantes y los períodos temporales. 

Este apéndice recoge los datos disponibles relativos a 

las estadísticas anuales sobre gasto público nacional 

en policía, tribunales de justicia y prisiones comuni-

cados por Eurostat. Estos datos incluyen no sólo el 

gasto en iniciativas relacionadas con las drogas, sino 

también el total gastado en todos los delitos. Por lo 

tanto, para extraer el gasto relacionado con las drogas 

y construir fracciones atribuibles, se requieren los 

datos de actividad.

Por ejemplo, los datos sobre el número de delincuen-

tes por drogas en prisión en comparación con la pobla-

ción reclusa total permitirán que los investigadores 

estimen los gastos penitenciarios relacionados con las 

drogas como una proporción del gasto penitenciario 

total. Además, el número de casos relacionados con 

las drogas tramitados por la policía, los fiscales o los 

tribunales especializados en drogas en comparación 

con el número total de casos tramitados por estas ins-

tituciones puede también permitir que los investiga-

dores estimen sus costes relacionados con las drogas.

Para diseñar las fracciones atribuibles, los modelos 

pueden utilizar datos sobre delincuencia y la actividad 

policial, judicial o penitenciaria. El Apéndice 3 presenta 

la información y los datos por grupos de variables. 

Estos grupos abarcan el gasto público total, el gasto 

público relacionado con las drogas, el gasto público 

en reducción de la oferta; los delitos por drogas; los 

delitos denunciados por la policía, la criminalidad 

relacionada con las drogas, las estadísticas de conde-

nas y la población reclusa. Dentro de estos grupos, se 

enumeran las variables relevantes. Por cada variable, 

los datos disponibles se muestran por fuente, país y 

período temporal. Por último, este apéndice expone 

el número de observaciones disponibles para cada 

variable. Las fuentes pertinentes incluyen datos del 

Consejo de Europa, el OEDT, Eurostat, el Institut de 

Criminologie et Droit Penal de l’Université de Lausanne 

y la UNODC.

A pesar del hecho de que algunos de los datos sólo 

están disponibles para un corto período de tiempo 

y de que faltan aún datos en muchos países/años, la 

recopilación de la información que está disponible 

permitirá que los investigadores desarrollen unos 

métodos mejores y unas estimaciones más precisas 

en el futuro.

Cuando no se dispone de fuentes internacionales, se 

deben utilizar las estadísticas nacionales públicamente 

disponibles y los datos de los organismos públicos 

competentes.

Ventajas del enfoque de arriba hacia abajo

► Disponibilidad de los datos: los datos presu-

puestarios agregados son a menudo de fácil 
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acceso, lo que significa que se pueden aplicar 

fácilmente los enfoques de arriba hacia abajo.

► Bajo coste: la disponibilidad de los datos agrega-

dos significa que se puede reducir el tiempo 

y los costes necesarios para estimar un coste 

unitario de arriba hacia abajo.

► Versatilidad: la metodología permite a los analis-

tas predecir cómo los costes pueden variar 

como resultado de una reducción/un aumento 

en la utilización de un servicio (por ejemplo, 

cuando se cometen más/menos delitos rela-

cionados con las drogas que lo previsto en un 

año determinado) y cómo estos costes cambian 

con el tiempo.

Hay, sin embargo, algunas limitaciones asociadas 

con un enfoque de arriba hacia abajo. Este tipo de 

enfoque podría no identificar claramente los dife-

rentes factores que impulsan los costes y, por tanto, 

a menudo enmascara los factores subyacentes que 

determinan por qué los costes unitarios varían dentro 

de un grupo de servicios único pero heterogéneo. 

Los criterios establecidos para estimar las fracciones 

atribuibles no siempre toman en cuenta todas las 

características que pueden impactar sobre los costes 

totales, lo que significa que las funciones de coste a 

menudo se simplifican. A menudo estas estimacio-

nes pueden, por tanto, no resultar muy precisas. Sin 

embargo, se utilizan con frecuencia y proporcionan 

valiosos indicadores indirectos de los costes medios.

Un método alternativo para estimar el gasto relacio-

nado con las drogas consiste en basar las estimaciones 

sobre el coste de proporcionar una unidad de servicio 

público, conocido como el enfoque de modelización 

de abajo hacia arriba. Por ejemplo, ¿cuánto cuesta 

mantener a un delincuente por drogas en prisión? 

Teniendo en cuenta los diferentes costes soportados 

por el gobierno para gestionar un centro peniten-

ciario, tales como los costes reales del patrimonio 

estatal, los funcionarios de prisiones, la electricidad, 

el agua y el gas, la maquinaria, etc., es posible estimar 

cuánto cuesta cada recluso al día. Esta suma puede, a 

continuación, multiplicarse por el número de reclusos 

relacionados con las drogas, teniendo en cuenta los 

diferentes costes asociados a cada tipo de recluso, en 

función de las diferentes duraciones de las condenas 

de prisión, los diferentes niveles de seguridad, etc. 

Para obtener el gasto total en política de control 

de drogas, todos los elementos de coste deben ser 

identificados y totalizados.

El enfoque de abajo hacia arriba resulta particular-

mente atractivo cuando es fácil conocer los costes 

unitarios pertinentes. Si, por el contrario, cada tipo y 

elemento de la política en materia de drogas ha de ser 

estimado por separado, este enfoque puede resultar 

exigente y dificultoso.

Ventajas de utilizar un enfoque de abajo hacia arriba

► Transparencia: los datos detallados de costes 

permiten que se investiguen los errores poten-

ciales y que se pruebe su impacto, lo que facilita 

un proceso de control de la calidad.

► Simplicidad: el cálculo requerido para estimar 

los costes unitarios es directo y fácil de entender, 

y ofrece una manera sencilla de cuantificar los 

costes administrativos y generales asociados 

con una gama de servicios públicos.

► Detalle: los datos detallados de costes pueden 

destacar las variaciones, permiten que los 

analistas exploren los factores que subyacen 

a las variaciones y determinen si, por ejemplo, 

algunos usuarios de los servicios suponen una 

parte desproporcionada de los costes.

► Versatilidad: la metodología permite que un 

analista pronostique cómo los costes pueden 

cambiar como resultado de una reducción en 

la utilización o la demanda de los servicios.

La desventaja principal asociada con el enfoque de 

abajo hacia arriba es que requiere información detal-

lada concerniente tanto al tipo de costes asociados 

con la prestación de cada servicio (pleno conocimiento 

de la función de producción de cada servicio público) 

como al coste unitario de cada uno de los factores 

de producción.

Una combinación de los dos enfoques puede ser 

preferible. La ventaja de un método dual es que hace 

posible la verificación cruzada; los datos recogidos 

en un enfoque de arriba hacia abajo pueden ser veri-

ficados por duplicado y suplementarse con los datos 

obtenidos de los actores sobre el terreno.

Comunicar el valor de las estimaciones

El formato básico utilizado para comunicar el valor 

de las estimaciones es el valor monetario en términos 

nominales. Sin embargo, para permitir la comparabi-

lidad a lo largo del tiempo, las estimaciones deben 

ajustarse según la inflación si se comunican en uni-

dades monetarias.

Algunos autores, sin embargo, comunican el valor de 

las estimaciones como porcentaje del PIB. Esta forma 

de presentar los resultados considera la dimensión 

económica de un país. Es probable que el gasto rela-

cionado con las drogas sea mayor en un país con 85 

millones de habitantes que en un país con 10 millones 

de habitantes. Lo mismo vale para un país con una 

renta superior (10). Por estas razones, la comunicación 

del valor de las estimaciones como porcentaje del PIB 

es una opción válida, ya que tiene en cuenta tanto la 

inflación como el tamaño y el nivel de renta de un país.

Otro enfoque utilizado con frecuencia consiste en 

comunicar el valor del gasto por número de con-

sumidores de drogas problemáticos. En este caso, los 
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autores tienen en cuenta el contexto del problema de 

las drogas. Comunicar todas las mediciones comple-

mentarias del gasto público relacionado con las drogas 

facilita la validación de los datos mediante la verifi-

cación cruzada y aumenta la importancia económica 

y la utilidad de las estimaciones.

Ejemplos de modelos sectoriales

Además de recoger datos sobre el gasto público con-

signado, se han aplicado varios modelos para identi-

ficar el gasto no consignado en el control de drogas 

en los contextos nacionales. Diferentes autores han 

aplicado diferentes definiciones, conjuntos de datos 

y modelos para estimar las partidas de gasto relacio-

nado con las drogas. Esta sección presenta ejemplos 

de los modelos utilizados para estimar el gasto no 

consignado relacionado con las drogas en varios tipos 

de iniciativas de control de la oferta.

Policía

El gasto público en servicios policiales relacionados 

con las drogas probablemente se identifica mejor 

utilizando un enfoque de arriba hacia abajo.2 Con el 

fin de desglosar este gasto respecto del gasto público 

total en orden público y seguridad, según lo publicado 

por Eurostat, se han calculado las fracciones atribuibles 

con la ayuda de los datos de actividad, como los 

delitos relacionados con las drogas en proporción 

con el número total de delitos. Los siguientes son 

ejemplos concretos de las variables disponibles en 

los conjuntos de datos nacionales e internacionales, 

que se han utilizado por separado para estimar las 

fracciones atribuibles:

(1) El número de delitos relacionados con las drogas 

por cada 100 000 habitantes.

(2) El número de casos relacionados con las dro-

gas denunciados por la policía con respecto al 

número total de casos policiales.

(3) El tiempo que las fuerzas policiales dedican a 

la lucha contra el fenómeno de las drogas en 

proporción con su tiempo total de trabajo.

Para estimar la cuota de los costes imputable al gasto 

en la acción policial contra las drogas ilícitas, la ratio 

se multiplica por el gasto total de los organismos 

policiales y se le restan todos los datos disponibles 

sobre el gasto consignado para el control de drogas.

2. Aunque también es posible utilizar un enfoque de abajo 

hacia arriba, ya que la actividad policial viene normal-

mente financiada por el presupuesto del gobierno central, 

un enfoque pragmático utilizado con frecuencia consiste 

en elaborar estimaciones basadas en estos presupuestos 

agregados. En este caso, las estimaciones del gasto 

público son relativamente completas, puesto que tienen 

en cuenta todos los costes pertinentes. Además, este 

método facilita la comparabilidad internacional de los 

resultados, ya que se dispone de datos comparables 

para la mayoría de los países europeos.

Un ejemplo concreto viene dado por las estimaciones 

de Italia. Genetti (24) estimó el gasto público rela-

cionado con las drogas para las fuerzas policiales en 

base a la cantidad de tiempo que el personal dedicó 

al control de drogas en 2011: posesión de drogas 

ilícitas para consumo personal; producción, tráfico 

y menudeo de drogas ilícitas; y la conducción bajo 

la influencia de drogas y alcohol. La proporción que 

este tiempo representó del tiempo total de trabajo 

de las fuerzas policiales se utilizó como una «fracción 

atribuible» para desglosar la cantidad de dinero que 

se gastó en actividades policiales relacionadas con las 

drogas del gasto total en la actividad policial. Dentro 

de los fondos asignados al control de drogas, el 14 % 

se destinó a la actividad policial antidroga, mientras 

que los tribunales de justicia y las prisiones gastaron 

el restante 21 % y 65 % respectivamente.

Moolenaar (25) desarrolló un modelo y aportó un 

ejemplo de cómo estimar el gasto público en las ini-

ciativas de reducción de la oferta en los Países Bajos. El 

autor aplicó un modelo de arriba hacia abajo basado 

en el coste promedio del tiempo policial dedicado a 

este trabajo. Moolenaar calculó la duración media de 

cada tipo de investigación penal en primer lugar por 

tipo de actividad delictiva (suponiendo que las dife-

rentes actividades delictivas tengan diferentes costes 

de investigación sobre la base de una evaluación de la 

gravedad del delito) y en segundo lugar por el número 

de casos registrados para cada actividad delictiva.

Aduanas

Con respecto a los servicios aduaneros, el porcentaje 

de los funcionarios aduaneros que se ocupan de las 

actividades de control de drogas y/o la proporción de su 

tiempo de trabajo en comparación con el número total 

de funcionarios aduaneros y/o el tiempo total de trabajo 

se ha utilizado como una fracción atribuible. Como 

datos de input, el número de funcionarios aduaneros 

que están involucrados en actividades de control de 

drogas constituye la base para el cálculo. Estas estima-

ciones se aplican a continuación a los gastos totales de 

la administración aduanera (menos el gasto consignado 

específicamente dirigido a esta actividad). No obstante, 

cabe señalar que la mayoría de los funcionarios aduane-

ros no dedican exclusivamente su tiempo de trabajo a 

actividades de control de drogas, por lo que lo idóneo 

sería estimar el porcentaje o el promedio de tiempo 

de trabajo dedicado al control de drogas.

Kopp y Fenoglio (26) estimaron el gasto relacionado 

con las drogas de los servicios aduaneros sobre la base 

de la proporción de funcionarios aduaneros asignados 

a abordar el tráfico ilícito de drogas dentro del número 

total de funcionarios aduaneros. Esta proporción con-

stituía la fracción atribuible aplicada al presupuesto 

aduanero total. Los autores concluyeron que, en 2000, 

el gasto relacionado con las drogas en los servicios 

aduaneros representó aproximadamente el 10 % del 
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total del gasto relacionado con las drogas en Francia. 

Como señalaban estos autores, omitir costes tales 

como los de equipos detectores o los perros detectores 

puede considerarse una limitación relevante, ya que 

estos costes pueden tener un fuerte impacto sobre 

unos presupuestos relativamente pequeños, como 

los de los servicios aduaneros.

Lievens et al. (18) estimaron el gasto relacionado 

con las drogas incurrido por aduanas basándose en 

la proporción que las infracciones de la legislación 

de drogas representaron sobre el número total de 

infracciones registradas por los servicios aduaneros 

ordinarios, los servicios de investigación y las brigadas 

motorizadas. Utilizaron un enfoque de arriba hacia 

abajo basado en el número de delitos de drogas 

como una proporción del número total de delitos. En 

2012, el gasto aduanero representó el 3,6 % del gasto 

público total relacionado con las drogas dedicado a 

la reducción de la oferta en Bélgica.

Sistemas judiciales

El gasto en servicios judiciales relacionados con las 

drogas se ha extraído del gasto nacional total en los 

tribunales de justicia en base a los siguientes datos 

de actividad:

(1) La proporción de delitos relacionados con las 

drogas con respecto al número total de delitos.

(2) La proporción de condenas relacionadas con 

las drogas con respecto al número total de 

condenas;

(3) La proporción de personas encarceladas por 

delitos relacionados con las drogas con respecto 

al número total de presos.

Kopp y Fenoglio (26) estimaron el gasto que repre-

senta la delincuencia relacionada con las drogas en 

el sistema judicial francés. Adoptaron un enfoque 

de abajo hacia arriba, tomando las estimaciones del 

tiempo dedicado por los diversos tipos de jueces 

franceses y otros tipos de personal administrativo en 

los casos relativos a las drogas y luego multiplicando 

estas estimaciones por sus salarios promedio. Sobre 

la base de este método, los autores concluyeron que 

los tribunales de justicia representaron en torno al 

24,4 % del gasto público total relacionado con las 

drogas en Francia en 2000.

En Croacia, el gasto relacionado con las drogas en 

los tribunales abarcó las causas relacionadas con las 

drogas tramitadas tanto por el Estado como por los 

tribunales (27). Se utilizó un enfoque de arriba hacia 

abajo sobre la base de las estimaciones del número 

de delitos relacionados con las drogas como una pro-

porción del número total de delitos registrados por 

la policía. Los investigadores reconocieron que estas 

estimaciones eran toscas, pero no pudieron obtener 

una mejor aproximación para este componente en 

particular de las estimaciones.

En Suecia, se estimó el gasto en los procesos relacio-

nados con las drogas y los casos judiciales (tribunal 

de distrito, tribunal de apelación y tribunal supremo) 

sobre la base de un enfoque de abajo hacia arriba, que 

combinó el número de casos y el coste promedio por 

caso (28). Los datos se obtuvieron de un funcionario 

del sistema judicial. Cabe señalar que no se registró 

el coste promedio de los casos por tipo de delito; en 

cambio, se utilizó el promedio para todos los tipos de 

delitos como un indicador de delitos relacionados con 

las drogas. Por otra parte, para el tribunal de apelación 

y el tribunal supremo, sólo se disponía del número 

total de causas penales y la proporción de las causas 

relacionadas con las drogas se estimó en función del 

número de causas en los tribunales de distrito (9 %). 

En cuanto al rango de estimaciones, cabe señalar que 

el autor incluyó, como un límite superior, un determi-

nado porcentaje (30 %) de los costes de instrucción 

de otros delitos, que pueden haberse cometido bajo 

la influencia de las drogas.

Prisiones

Los costes no consignados de los delincuentes por 

drogas en el sistema penitenciario pueden estimarse 

utilizando el número de presos condenados por delitos 

relacionados con las drogas expresado como una pro-

porción del número global de condenas. Por ejemplo, 

para estimar el gasto relacionado con los delitos por 

drogas en prisiones, deben tenerse en cuenta dos 

elementos: el gasto global en prisiones para un deter-

minado ejercicio fiscal y la fracción atribuible de los 

presos condenados por delitos en materia de drogas.

El OEDT (14) proporciona un ejemplo de cómo se 

puede estimar el gasto público en delincuentes por 

drogas en las prisiones. Sobre la base de los datos 

de gasto público en prisiones proporcionados por 

Eurostat y los datos sobre el número de delincuentes 

proporcionados por el Consejo de Europa, la propor-

ción de presos condenados por un delito relativo a 

las drogas como su principal delito se comparó con el 

gasto público total en prisiones. Se calculó un rango 

de estimaciones, de modo que las estimaciones bajas 

tuvieron en cuenta únicamente los presos condena-

dos por un delito de drogas y las estimaciones altas 

incluyeron también los presos preventivos. Entre 2000 

y 2010, se estimó que este gasto osciló, de media, entre 

el 0,03 % y el 0,05 % del PIB en 22 países europeos. 

Al aplicar estos porcentajes a toda la UE para el año 

2010, el gasto estimado se situó dentro del rango de 

entre 3700 y 5900 millones de euros.

Ejemplos de estudio nacionales

Se han aplicado varios modelos y fuentes de datos 

en diferentes contextos nacionales para identificar 

el gasto consignado y no consignado asignado a 

las iniciativas de control de drogas. Debido a las 



Página 20 ► Costes y consecuencias indeseadas de las políticas de control de drogas

particularidades nacionales, ni su validez externa 

ni la comparabilidad de los métodos utilizados han 

sido objeto de prueba. El grado y la especificidad del 

gasto consignado relacionado con las drogas varían 

sustancialmente entre los países, al igual que los 

datos y los métodos aplicados para estimar el gasto 

no consignado. Por ello, las estimaciones nacionales 

que se presentan a continuación no son directamente 

comparables; sin embargo, aportan ejemplos de mod-

elos y estimaciones útiles e ilustran algunos de los 

enfoques aplicados.

Croacia

Budak et al. (27) se propusieron identificar el gasto 

público total relacionado con las drogas del gobi-

erno central y desarrollar un método de estimación y 

asignación del gasto no consignado por tipo de pro-

grama de política en materia de drogas (prevención, 

tratamiento, reinserción social, reducción de daños y 

aplicación de la ley). Para el gasto consignado, se pidió 

a las instituciones gubernamentales que clasificasen el 

gasto presupuestario por función pública y por tipo de 

programa. Los gastos no consignados se identificaron 

indirectamente con un sistema de claves de reparto, 

que se aplicó al presupuesto unitario estatal total 

(menos los costes consignados). Las claves de reparto 

se estimaron utilizando datos sobre las actividades 

de reducción de la oferta. Los gastos públicos no 

consignados se estimaron partiendo de la premisa de 

que constituyen la parte del gasto público restante 

una vez que los gastos públicos consignados para la 

lucha contra el abuso de drogas se hayan deducido 

del gasto total de un organismo público.

Para el período de 2009-2012, el estudio sugiere que el 

gasto público en aplicación de la ley constituye alred-

edor del 73 % del total del gasto público relacionado 

con las drogas por parte del gobierno central, mientras 

que la prevención, el tratamiento, la reinserción social 

y la reducción de daños representaron el 12 %, 13 %, 

0,3 % y 2 %, respectivamente. Al comparar el gasto 

no consignado para diferentes programas en un solo 

año (2011), el gasto no consignado en aplicación de la 

ley representó el 82 % del gasto total no consignado 

relacionado con las drogas. Por otra parte, la aplicación 

de la ley supuso el 4 % del gasto consignado total. 

En general, las estimaciones indican que el gasto 

relacionado con las drogas supuso el 0,2 % del PIB.

Bélgica

El estudio Drugs in Figures III midió cuánto gastó el 

Gobierno belga en la política en materia de drogas 

en 2008 (29). Consistió en una ampliación de dos 

estudios anteriores (30; 31) mediante la realización 

de una estimación nueva y más ajustada del gasto 

público para contrarrestar las drogas ilegales. El estu-

dio combinó un enfoque de arriba hacia abajo y otro 

de abajo hacia arriba para estimar el gasto público. La 

gran mayoría (98,45 %) de los gastos se identificaron 

como resultado del enfoque de arriba hacia abajo. Los 

gastos públicos identificados mediante el enfoque de 

abajo hacia arriba (1,55 %) estaban relacionados con 

organizaciones que dependían del gobierno para la 

mayor parte de su financiación.

El gasto total relacionado con las drogas se desglosó 

por programas: aplicación de la ley, tratamiento, pre-

vención, reducción de daños y otras partidas. Para 

2008, el gasto público en aplicación de la ley con-

stituyó el 45 % del gasto total. Este fue ligeramente 

menor que el total gastado en tratamiento (49 %) y 

sustancialmente superior al gastado en prevención 

(4 %), reducción de daños (0.8 %) y otras partidas 

(1,2 %). Al ser estimado de la misma manera para 

2004, el gasto público en aplicación de la ley mostró 

un aumento sustancial entre 2004 y 2008, tanto nomi-

nalmente (de 186 038 337 euros a 243 000 490 euros) 

como en relación a otros programas (aumentó en 6 

puntos porcentuales).

Italia

Con objeto de estimar el gasto público relacionado 

con las drogas en Italia (32), se desarrolló un modelo 

para analizar el flujo de información sobre los costes 

proveniente de diversas fuentes. El modelo constaba 

de cuatro componentes: los costes privados o indirec-

tos (costes individuales y costes debidos a la pérdida 

de la capacidad productiva) y el gasto público o los 

costes directos (costes de aplicación de la ley, costes 

sociales y sanitarios). Para determinar los costes de la 

aplicación de la ley, se utilizaron las siguientes fuentes 

de información: datos relativos al control del tráfico y los 

accidentes de tráfico, datos policiales sobre las personas 

sorprendidas con drogas para consumo personal, datos 

sobre el número de condenas por narcotráfico, y datos 

sobre delitos conexos al narcotráfico.

Para 2011, el coste de la aplicación de la ley en mate-

ria de drogas se estimó en 1 600 435 296,60 euros, o 

aproximadamente 40 euros por habitante con edad 

comprendida entre 15 y 64 años. El mayor componente 

de coste fueron las prisiones y las medidas alternativas 

(65 %), mientras que los juicios y los gastos legales, las 

actividades de aplicación de la ley y la administración 

representaron el 21,3 %, 13 % y 0,7 %, respectivamente.

Francia

En un estudio francés, el método se basó en analizar los 

registros de actividad cuando se disponía de ellos en 

los organismos competentes (33). A continuación, se 

agregó el gasto total para las actividades relacionadas 

con las drogas en estos organismos. El enfoque de 

arriba hacia abajo aplicado en este caso aportó una 

indicación de la proporción del gasto por actividades 

relacionadas con el control de drogas en comparación 

con el gasto global de todas las instituciones y organ-

ismos competentes. Para obtener una estimación, se 
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aplicó una fracción a los costes totales de personal 

y a los costes operativos rutinarios del organismo 

en cuestión. En el año 2010, por ejemplo, el 10 % 

de las actividades policiales fueron atribuibles a las 

actividades de control de drogas, que involucraron a 

60 unidades policiales. En este ejemplo, se calcularon 

los gastos policiales atribuibles a actividades relacio-

nadas con las drogas multiplicando el gasto total de 

los servicios policiales por esta fracción del 10 %.

También se adoptó un enfoque de abajo hacia arriba, 

basado en el tiempo de trabajo del personal que 

desempeña funciones de apoyo en relación con las 

actividades relacionadas con las drogas o los equipos 

utilizados, tal y como los registran los organismos 

competentes. Por ejemplo, el tiempo dedicado a dar 

charlas de prevención en los centros escolares y el 

tiempo empleado por las fuerzas policiales en los 

controles de alcoholemia se incluyeron en los cálculos.

Según Kopp (33), el gobierno francés dedicó 913 mil-

lones de euros en 2010 a «prevención y represión», 

lo que supuso cerca del 40 % del gasto público total 

relacionado con las drogas (el gasto total relacionado 

con las drogas se estimó en un 1 % del PIB).

Luxemburgo

Desde 1999, los costes sociales de las drogas se han 

estimado en Luxemburgo anualmente. Estas esti-

maciones tienen en cuenta los costes totales de las 

consecuencias del consumo de drogas y el narcotrá-

fico para los organismos públicos y privados. El gasto 

público se analiza en cinco sectores: prevención, 

tratamiento, reducción de daños, aplicación de la ley 

e investigación. En el ámbito de la aplicación de la 

ley, como en otros ámbitos, los analistas se enfrentan 

al doble reto de contabilizar los gastos relacionados 

con las drogas, financiados por los diferentes niveles 

gubernamentales, y desarrollar modelos para extraer 

el gasto no consignado relacionado con las drogas de 

los presupuestos más amplios (34).

Se estimó que la aplicación de la ley representó el 

39 % del gasto público total relacionado con las 

drogas en 1999; el gasto en prevención, tratamiento 

y reducción de daños ascendió al 59 %, mientras 

que la investigación y otras partidas representaron 

el 2 %. En general, el gasto público relacionado con 

las drogas representó un 0,013 % del PIB.

Rusia

En Rusia, se estimó el gasto público en los cuerpos 

de seguridad y en el sistema judicial como parte de 

un estudio social (35). El modelo integral abarcó los 

costes privados e indirectos (el coste para el individuo 

y los costes debidos a la pérdida de la capacidad de 

producción) y el gasto público, incluyendo el gasto 

directo en los servicios de reducción de la oferta. Estos 

se desglosaron como gasto en aplicación de la ley 

y gasto en justicia penal, que incluyó factores tales 

como los cuerpos de seguridad y el servicio federal 

de control de drogas.

El gasto público en servicios de reducción de la oferta 

se estimó utilizando un enfoque de arriba hacia abajo y 

diversas fuentes de información: datos policiales sobre 

las personas sorprendidas con drogas para consumo 

personal, datos sobre el número de condenas por 

narcotráfico y datos sobre los delitos relacionados 

con el narcotráfico. Puesto que no había información 

publicada sobre la fracción atribuible a la delincuencia 

relacionada con las drogas en Rusia, se utilizó la frac-

ción estimada en un estudio realizado por la Office of 

National Drug Control estadounidense (22 %) con el 

fin de estimar los gastos de la aplicación de la ley y 

del sistema judicial.

Portugal

Hay pocos ejemplos de intentos de estimar el impacto 

de los cambios en el sistema jurídico sobre el gasto 

público relacionado con las drogas y los presupuestos 

relacionados con estas. Gonçalves et al. (36) son una 

excepción, ya que realizaron un análisis integral de los 

costes sociales de la situación antes y después de la 

despenalización en Portugal. Los autores detectaron 

una reducción significativa en los costes no relacionados 

con la salud de la política en materia de drogas entre 

2000 y 2004, sobre todo en el sistema jurídico (costes 

directos). Aunque estas observaciones ponen de mani-

fiesto cambios significativos, la prudencia sigue siendo 

necesaria al concluir que existe una relación causal entre 

la reducción en los costes de la política en materia de 

drogas y la nueva estrategia nacional de lucha contra 

las drogas (NSFAD) portuguesa.

Otros estudios nacionales

Existen otros ejemplos de estudios de gasto público 

además de los mencionados anteriormente. Por ejem-

plo, Mostardt et al. (37) estimaron el gasto público 

en 2006 para Alemania a partir de datos de Eurostat 

y del sistema de la CFAP, concluyendo que la reduc-

ción de la oferta representó cerca del 65 % del total 

del gasto público relacionado con las drogas; Rigter 

(38) estimó que el 75 % del gasto público se destinó 

a la aplicación de la ley en los Países Bajos; Ramstedt 

(28) presentó estimaciones del gasto público para 

Suecia, concluyendo que el gasto público en reduc-

ción de oferta representó entre el 70 a 76 % del total; 

y Lievens et al. (18) publicaron un estudio de costes 

sociales, incluyendo estimaciones de gasto público en 

drogas legales e ilegales en Bélgica. También existen 

estimaciones estadounidenses (39) y australianas 

(40). A pesar de las diferencias sustanciales, todos los 

estudios pueden verse como los cimientos necesarios 

en las evaluaciones nacionales de las políticas en 

materia de drogas.
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Estimaciones y bases de datos

internacionales utilizadas

para modelar el gasto público

relacionado con las drogas 

La única compilación internacional disponible de las 

estimaciones actualizadas del gasto público relacio-

nado con las drogas en la reducción de la oferta la pub-

licó el OEDT para los Estados miembros de la UE (41). 

Esta presenta las estimaciones nacionales disponibles 

del gasto total relacionado con las drogas, dividido en 

iniciativas de reducción de la oferta y de la demanda. 

Sin embargo, el alcance de las comparaciones entre 

países es limitado porque las estimaciones de los 

países a menudo no utilizan definiciones, conjuntos 

de datos o metodologías comparables.

Otra base de datos de especial relevancia es Eurostat, 

porque se basa en un sistema de categorización 

homogéneo y en definiciones pactadas a nivel inter-

nacional, que son características necesarias para la 

comparación internacional. La Clasificación de las 

funciones de las Administraciones públicas (CFAP) es 

un sistema de clasificación detallado de las funciones 

u objetivos socioeconómicos que los órganos de la 

Administración pública intentan lograr a través de 

una serie de desembolsos (para más detalles, véase 

el Apéndice 2). Eurostat ha publicado datos anuales, 

según la clasificación CFAP para los países europeos 

desde principios de 1990. Esta fuente de datos ha 

demostrado ser relevante y susceptible de una amplia 

variedad de aplicaciones analíticas. Sin embargo, el 

conjunto de datos no comprende datos relativos a los 

gastos específicos en iniciativas públicas relacionadas 

con las drogas. Con el fin de extraer los gastos rela-

cionados con las drogas de amplias clases de gasto 

público, se adoptan métodos de modelización en 

función del sector de la intervención.

El Apéndice 1 proporciona una lista de fuentes de 

datos relevantes. Además de las dos fuentes de datos 

ya mencionadas, hay información sobre los informes 

internacionales concernientes a los factores de reduc-

ción de la oferta, como la delincuencia relacionada 

con las drogas (el OEDT y el Instituto Europeo de 

Prevención del Delito y Lucha contra la Delincuencia), 

la actividad y los costes penitenciarios (el Consejo de 

Europa), y la delincuencia y los sistemas de justicia 

penal (Eurostat y el Instituto Europeo de Prevención 

del Delito y Lucha contra la Delincuencia). El apén-

dice 3 y la página web http://www.emcdda.europa.

eu/topics/drug-related-public-expenditure recogen 

una amplia descripción de los datos publicados por 

las instituciones internacionales.

Conclusiones

► Cada país europeo destina importantes recursos 

públicos al ámbito de la política en materia de 

drogas. Los estudios sobre el gasto público 

pueden revelar cuánto están gastando las 

autoridades públicas en la política en materia 

de drogas y para qué fines se incurre en estos 

gastos.

► Las estimaciones del gasto público se pueden 

utilizar como una herramienta para evaluar si 

las intenciones de la política se ven realmente 

reflejadas en la actuación, y constituyen una 

herramienta necesaria para implementar evalu-

aciones exhaustivas de las políticas. Los estudios 

sobre el gasto público deben reflejar todas las 

actividades y los enfoques políticos pertinentes 

y pueden resultar especialmente adecuados en 

tiempos de austeridad.

► Existen estimaciones para 16 países de la UE de 

los 30 potenciales países informantes (42). Las 

estimaciones sugieren que el gasto relacionado 

con las drogas se sitúa en un rango del 0,01 % 

al 0,5 % del PIB. 12 de los 16 países informan-

tes asignan la mayor parte del gasto público 

relacionado con las drogas a actividades de 

reducción de la oferta.

► La disponibilidad de los datos es una de las 

principales limitaciones en este ámbito. Se 

recomienda el uso de bases de datos inter-

nacionales, siempre que sea posible, porque 

estos conjuntos de datos emplean concep-

tos y definiciones ampliamente aceptados y 

proporcionan mejores datos comparables. A 

veces, sin embargo, los conjuntos de datos 

nacionales pueden contener información más 

detallada o fiable.

► El presupuesto total para los servicios de 

reducción de la oferta es la suma de los gas-

tos consignados y no consignados. Los gastos 

consignados están claramente identificados 

en los presupuestos públicos, mientras que se 

requiere un procedimiento de modelización 

para estimar los no consignados. El modelo se 

basa en un enfoque de arriba hacia abajo o bien 

de abajo hacia arriba. Utilizar ambos enfoques 

por ser complementarios resulta ventajoso, 

pero caro. Se aporta una lista de las ventajas y 

limitaciones de ambos métodos, además de 

estudios empíricos del gasto para las activi-

dades de reducción de la oferta en algunos 

países europeos.

► Sin dejar de reconocer las limitaciones que 

presentan los conjuntos de datos disponibles en 

la actualidad, este informe aporta ejemplos de 

la práctica actual y, al hacerlo, sugiere áreas de 

interés futuro para el desarrollo metodológico 

deseado. Se espera que la estimación del gasto 

público relacionado con las drogas en iniciativas 

de reducción de la oferta y la evaluación de las 

políticas avancen en Europa. Para conseguir 
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mejoras continuas, sin embargo, es esencial que 

se desarrolle y mantenga una red de expertos. 

Deben ampliarse y mantenerse las alianzas 

con el objetivo de desarrollar buenas prácticas, 

normas y directrices en este ámbito.

Recomendaciones

1. Mejorar los métodos de estimación con los 

nuevos avances metodológicos, pactar buenas 

prácticas y buscar datos estandarizados fiables 

reforzará la utilidad de las estimaciones del 

gasto público, ya que estas acciones permitirán 

el análisis a lo largo del tiempo y en las distintas 

políticas y países.

2. Es necesario mejorar la calidad de los datos y 

desarrollar fuentes de datos relevantes para 

realizar estimaciones más precisas del gasto 

en medidas de control de drogas y para medir 

el impacto de las políticas de control de dro-

gas. Una opción es desarrollar directrices para 

la recopilación de datos y la modelización 

económica de las evaluaciones.

3. Resulta esencial clasificar el gasto público 

en función de la finalidad para la que se des-

tina el gasto. Por tanto, resulta útil utilizar 

un sistema de categorización homogéneo, 

como la Clasificación de las funciones de las 

Administraciones públicas (CFAP) internacional.

4. Las comparaciones entre países son importantes, 

pero sólo son posibles con una metodología 

común de estimaciones de gasto público. Se 

han de ampliar y mejorar los conjuntos de datos 

internacionales y las técnicas de modelización 

con el fin de aumentar la capacidad de extraer 

pruebas basadas en evaluaciones de las políticas 

en materia de drogas en el ámbito de las drogas.

5. Una metodología que utilice un conjunto de 

claves de reparto según las categorías de la 

CFAP puede ser un punto de partida con el fin 

de estimar los gastos no consignados relacio-

nados con las drogas. Un acuerdo general entre 

todos los países participantes en cuanto a las 

definiciones y métodos ayudará a mejorar la 

comparabilidad de los resultados entre países.

6. Los estudios del gasto público conllevan un 

trabajo analítico, el cual requiere capacidades 

humanas y técnicas adecuadas en todos los 

ámbitos de las partes interesadas pertinentes. 

Este trabajo es importante para obtener la cali-

dad de los datos necesaria para la agregación 

y la comparación. Para lograrlo, podría establ-

ecerse una red de expertos y desarrollarse un 

grupo de trabajo de expertos.

7. El desarrollo de métodos para estimar el gasto 

público en reducción de la oferta requiere unas 

alianzas de trabajo eficaces entre los respon-

sables políticos en materia de drogas y los espe-

cialistas en la policía, los tribunales y los centros 

penitenciarios. Se requiere la colaboración de 

los expertos en contabilidad pública y de los 

responsables de la elaboración de modelos 

económicos para garantizar unas estimaciones 

significativas.
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Capítulo 3

Consecuencias indeseadas de las 
políticas de control de drogas

A
unque las políticas en materia de drogas tienen 
como objetivo reducir el consumo de drogas y 
sus consecuencias nocivas, las intervenciones de 

la política pueden tener consecuencias indeseadas. 

Algunas de estas consecuencias están relacionadas 

con la salud y pueden tener efectos directos sobre 

la morbilidad y la mortalidad, o pueden afectar indi-

rectamente a factores tales como la disponibilidad, la 

accesibilidad y la utilización de los servicios de aten-

ción sanitaria. Otras consecuencias indeseadas no 

están relacionadas con la salud, sino más bien con una 

serie de consecuencias sociales y económicas para el 

delincuente por drogas, sus familias y la sociedad en 

su conjunto. Las consecuencias indeseadas tienen 

valor político por dos razones: en primer lugar, deben 

tenerse en cuenta cuando se tomen decisiones polí-

ticas, y, en segundo lugar, estos efectos indeseados 

pero predecibles deben ser mitigados cuando sea 

posible (20). Este capítulo tiene por objeto identificar 

y analizar las consecuencias indeseadas de las políticas 

de control de drogas e identificar a aquellos que las 

sufren. Además, por cada consecuencia indeseada 

identificada, sugerimos posibles intervenciones que 

se pueden llevar a la práctica para reducir su magnitud 

y sus efectos negativos.

La aplicación de la ley en materia de drogas está 

destinada a detectar y responder a la infracción de las 

leyes y los reglamentos existentes sobre drogas. La 

aplicación incluye actuaciones tales como la vigilancia, 

la aprehensión, la imposición de multas y la prisión. 

Una infracción de las leyes de drogas está asociada 

con una probabilidad de detección y un riesgo de 

castigo para el delincuente. El castigo tiene como 

objetivo tanto penalizar a la persona como disuadir 

a otros de cometer un delito similar. Una sentencia de 

prisión, por ejemplo, penaliza al restringir la libertad 

de movimiento del delincuente durante un período 

de tiempo. No está, sin embargo, destinada a generar 

estigmatización, reducir oportunidades de empleo 

ni restringir el acceso a los servicios sanitarios. Del 

mismo modo, una multa está destinada a reducir los 

recursos financieros del delincuente, no a limitar sus 

oportunidades educativas, los logros en materia de 

empleo o las posibilidades de viajar, lo cual puede 

suceder si la multa va acompañada de antecedentes 

penales. Aun teniendo en cuenta los efectos deseados 

de las políticas de control de drogas, este capítulo 

hace hincapié en estas consecuencias indeseadas que 
a menudo acompañan a las deseadas.

Los criterios políticos sobre las respuestas óptimas al 
consumo de drogas y a los problemas asociados a las 
drogas varían sustancialmente en las distintas jurisdic-
ciones en Europa y otros lugares. Estos criterios también 
pueden cambiar con el tiempo, como lo ilustran los 
recientes cambios observados en las respuestas lega-
les al consumo de cannabis. Este informe no aboga 
por una opción política o método en particular de 
manejar la situación de las drogas, sino que tiene como 
objetivo presentar las posibles intervenciones que 
pueden llevarse a la práctica independientemente de 
qué reglamentación en materia de drogas y prácticas de 
aplicación de la ley estén actualmente en vigor. Dadas 
las actuales leyes en materia de drogas, el objetivo es 
sugerir intervenciones que puedan reducir la cantidad, 
los efectos y la gravedad de las consecuencias inde-
seadas. Algunas sugerencias incluyen intervenciones 
dirigidas a la reducción de riesgos sanitarios para los 
consumidores de drogas y sus familiares, algunas se 
refieren a la cooperación internacional en la lucha 
contra el blanqueo de capitales y el terrorismo, mien-
tras que otras incluyen sugerencias para aumentar la 
disponibilidad de la medicación de alivio del dolor. En 
total, se enumeran y exponen casi 40 intervenciones.

Cabe suponer que los afectados por las consecuencias 
tanto deseadas como indeseadas son sólo los partici-
pantes en el mercado de la droga, pero esto no es así. 
Las consecuencias indeseadas afectan, en gran medida, 
a otras personas, como los familiares de los delincuentes 
por drogas, los pacientes con necesidad de alivio del 
dolor y cuidados paliativos, y la sociedad en general. Los 
ejemplos que se recogen a continuación de afectados 
y consecuencias incluyen las numerosas personas que 
sufren de un acceso reducido, o la falta de acceso, a 
medicación para el dolor; los hijos, cónyuges, padres 
y amigos de los consumidores de drogas que se ven 
afectados por la estigmatización y por los mayores 
riesgos para la salud de los consumidores de drogas. 
Como ejemplos de consecuencias también cabe citar 
la amenaza para la sociedad inducida por las enormes 
ganancias económicas de la producción y la venta de 
drogas ilegales, lo que lleva a la corrupción, el aumento 
del riesgo de conflictos armados y actividades terroristas, 
y la inestabilidad económica, entre otros. Al centrarse 
en quienes sufren las consecuencias, además de los 
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participantes del mercado de la droga, este informe 

hace hincapié en que las leyes en materia de drogas 

y la aplicación de la ley tienen amplias consecuencias 

e implicaciones, muchas de las cuales son indeseadas, 

que deben tenerse en cuenta al determinar la política 

y las intervenciones en materia de drogas.

En este capítulo, las consecuencias indeseadas de las 

políticas de control de drogas se subdividen en dos 

categorías principales: efectos sanitarios y no sanitarios. 

El análisis de ambas categorías se divide en tres sec-

ciones, cada una con tres cuadros que presentan i) el 

mecanismo, ii) una lista de consecuencias indeseadas, 

iii) los afectados por estos efectos (los participantes y 

los no participantes en el mercado de la droga) y iv) una 

lista de posibles intervenciones para reducir y hacer 

frente a estos efectos. Los cuadros están inspirados en 

la taxonomía de los daños relacionados con las drogas 

recogida en MacCoun y Reuter (43), pero se desvían de 

aquella al centrarse únicamente en las consecuencias 
indeseadas de las políticas de control y al sugerir posibles 

intervenciones. El texto acompañante explica con detalle 

el contenido de los cuadros.

A pesar de considerables esfuerzos, es imposible enu-

merar todas las posibles consecuencias indeseadas. Los 

afectados podrían haber sido descritos y agrupados de 

una manera más detallada y con toda probabilidad hay 

más intervenciones posibles que las que se sugieren 

aquí. Aun así, este informe puede ser un punto de par-

tida útil para examinar la cuestión de las consecuencias 

indeseadas y cómo reducir su alcance e impacto. Además 

de disminuir los impactos negativos sobre los afecta-

dos, una reducción exitosa también puede aumentar 

el apoyo público a las políticas y reglamentaciones del  

control de drogas.

Efectos sobre la salud de la

disponibilidad restringida de los

medicamentos fiscalizados

La finalidad de los Convenios de la ONU sobre estu-

pefacientes es doble: en primer lugar, evitar cualquier 

mal uso de sustancias fiscalizadas y, en segundo lugar, 

garantizar su disponibilidad para fines médicos y 

científicos. Esto implica que los gobiernos también 

tienen una doble obligación de desarrollar políticas 

y reglamentaciones para evitar un posible abuso y los 

daños, garantizando al mismo tiempo la adecuada 

disponibilidad para fines científicos y la adecuada 

disponibilidad, accesibilidad y asequibilidad para 

los necesitados. En la práctica, sin embargo, muchos 

estados se han centrado principalmente en el control 

y restricción de las sustancias enumeradas, dificul-

tando gravemente la disponibilidad de los medica-

mentos fiscalizados para fines médicos y científicos. 

Por consiguiente, la aplicación de los convenios en 

la legislación y las políticas nacionales es a menudo 

mucho más estricta que lo exigido por los convenios 

en perjuicio de los pacientes que necesitan estas 

terapias, particularmente los pacientes con necesidad 

de alivio del dolor y cuidados paliativos y los drogode-

pendientes de opiáceos que piden tratamiento (44).

Cuadro 1 – Efectos sobre la salud de la disponibilidad restringida de los medicamentos fiscalizados

Mecanismos Consecuencias indeseadas Consumidores No 

consumidores

Posibles intervenciones (PI)

Regulaciones 

estrictas 

y acceso 

limitado a 

los fármacos 

con receta, 

en particular 

la morfina 

y otros 

analgésicos 

opiáceos.

Posibilidades reducidas 

de mejoras médicas 

relacionados con el dolor 

evitable y otros síntomas 

para los pacientes 

que  lo necesitan.

Disponibilidad limitada 

de tratamiento de 

sustitución de opiáceos.

Posibilidades 

restringidas de llevar a 

cabo investigaciones 

sobre la marihuana 

medicinal.

X

X

X

X

X

PI 1: Asegurar el acceso, la dispo-

nibilidad y la asequibilidad de los 

medicamentos fiscalizados para 

los pacientes que los necesiten.

PI 2: Asegurar la colaboración 

interinstitucional entre todos los 

grupos de interés, el gobierno 

y la sociedad civil, para promo-

ver respuestas coherentes de la 

política en materia de drogas. 

PI 3: Asegurar el acceso a un 

tratamiento pertinente respaldado 

por una atención psicosocial y 

una rehabilitación adecuadas.

PI 4: Fomentar la sensibilización 

e impartir formación para el 

tratamiento con opiáceos entre 

los profesionales sanitarios.

PI 5: Reclasificar el cannabis.
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Regulaciones estrictas y acceso limitado 
a los fármacos con receta

Un estudio realizado por el grupo Acceso a la 

Medicación Opioide en Europa (ATOME, Access to 

Opioid Medications in Europe) en 12 países europeos 

que han adoptado la Lista de Evaluación Nacional de 

la Organización Mundial de la Salud (OMS) exponía 

que existe una serie de barreras legales y regulatorias 

(45). Los resultados indican que existe una serie de 

barreras regulatorias en las legislaciones nacionales 

en materia de prescripción, dispensación y uso de 

medicamentos opiáceos, así como del comercio y la 

distribución, la fabricación, la asequibilidad, las sancio-

nes y el lenguaje. Además, más allá de las barreras de 

la legislación nacional, también hay dificultades en lo 

relativo a las estrategias nacionales de política, como 

la falta de conocimientos y formación adecuada de 

los profesionales sanitarios y unos sistemas sanitarios 

poco desarrollados (46). Se detectó que las regulaciones 

estrictas y las políticas inadecuadas tienen un impacto 

negativo sobre el acceso adecuado a los medicamentos 

opiáceos y graves consecuencias indeseadas sobre la 

vida de las personas que necesitan estos fármacos.

La morfina se considera como el estándar de oro 

para el tratamiento del dolor moderado y grave (47-

49). Desde 1977, la morfina ha sido designada por la 

OMS como un medicamento esencial, indicando que 

debe estar disponible en todo momento y a un precio 

que los ciudadanos individuales y las comunidades 

puedan permitirse (50). Aun así, el dolor no aliviado 

sigue siendo una carga en todo el mundo. La OMS 

estima que más de 5500 millones de personas viven 

en países con escaso o ningún acceso a los medica-

mentos fiscalizados y no tienen o tienen un acceso 

insuficiente al tratamiento del dolor de moderado 

a grave.3 Además, existen profundas desigualdades 

en el consumo de morfina entre los países de rentas 

elevadas y los países de rentas bajas y medias (51; 

52). Según la Junta Internacional de Fiscalización de 

Estupefacientes (JIFE), un pequeño número de países 

con rentas elevadas consumen la mayor parte de la 

morfina del mundo, mientras que los países habitados 

por el 80 % de la población mundial consumen una 

pequeña fracción (53). La OMS afirma que una de las 

razones para este acceso limitado a los medicamentos 

con receta se debe a una aplicación demasiado estricta 

de los Convenios de la ONU (44).

Por otra parte, se estima que 16 millones de personas se 

inyectan drogas en todo el mundo y que 5,8 millones 

de ellas viven en Europa. Las personas que se inyectan 

drogas (inyectores) tienen un riesgo 20 veces mayor 

de mortalidad prematura y un riesgo sustancialmente 

elevado de morbilidad severa (5; 54). El tratamiento 

3. Los países con acceso escaso o nulo se definen como países 

donde el consumo de analgésicos opiáceos es inferior al 30 % 

del consumo adecuado per cápita. El consumo adecuado 

se define como el promedio de consumo per cápita en los 

20 primeros países del Índice de Desarrollo Humano.

de mantenimiento con agonistas opiáceos (también 

denominado tratamiento de sustitución de opiáceos, 

OST, por sus siglas en inglés), combinado con asistencia 

psicosocial, se considera la opción de tratamiento más 

eficaz (5; 55-57). Sin embargo, sólo una minoría de los 

inyectores tiene acceso a este tipo de tratamiento. Más 

allá de los beneficios de ayudar a la persona a superar 

la abstinencia, reducir el consumo de drogas y evitar 

las recaídas, el tratamiento de mantenimiento con 

opiáceos contribuye a un menor riesgo de mortalidad 

relacionada con sobredosis, la transmutación de las 

infecciones tales como el VIH y la hepatitis (véase para 

su revisión Gowing, Farrell, Bornemann, et al. (58)), y 

una reducción de la alteración del orden público y la 

criminalidad (véase Mattick, Breen, Kimber, et al. (59)). 

A pesar de los indicios fehacientes de la eficacia del 

tratamiento de la dependencia de opiáceos con ago-

nistas opiáceos de actuación prolongada tales como la 

metadona oral y la buprenorfina, se estima que sólo el 

8 % de los consumidores de drogas intravenosas tiene 

acceso al tratamiento para la dependencia de opiáceos 

(44). En Europa, la OMS indicó que en 15 de los 25 

Estados miembros de la Unión Europea, el tratamiento 

médico con opiáceos era prácticamente inexistente. 

Esta ausencia de tratamiento de la drogadicción y las 

conductas adictivas conduce a la pérdida de vidas y 

socava el bienestar social (60).

Otros efectos de la legislación vigente y las prácticas 

de aplicación de la ley son las restricciones formales 

e informales sobre la investigación relativa al valor 

terapéutico y la eficacia de las propiedades medici-

nales del cannabis. Diversas barreras burocráticas, 

económicas y culturales en Europa y otros países 

desarrollados obstaculizan la investigación médica 

sobre la droga (61). El cannabis se define actualmente 

como una droga de la Lista I, con un “alto potencial 

de abuso y sin ningún valor médico aceptado.” Para 

llevar a cabo la investigación con drogas de la Lista 

I, los científicos normalmente tienen que obtener 

una autorización especial y reforzar los protocolos 

de seguridad en sus laboratorios, los cuales son 

obstáculos caros y consumen mucho tiempo. Por 

consiguiente, las pruebas disponibles actualmente 

se derivan de estudios de eficacia a pequeña escala 

que no han seguido metodologías del estándar de 

oro para evaluar la práctica médica. Por lo tanto, los 

efectos de las intervenciones terapéuticas del cannabis 

y el conocimiento esencial de la droga, tales como la 

dosificación, las interacciones con otros medicamen-

tos, la composición, los efectos secundarios, y para 

qué patologías pueden utilizarse, siguen estando 

empíricamente no testados. Esto implica que el uso 

médico actual de la marihuana se basa en pruebas y 

estándares clínicos muy poco satisfactorios. La eviden-

cia anecdótica que respalda el uso de la marihuana 

medicinal debe ser confirmada por metanálisis y estu-

dios de eficacia a largo plazo que sigan metodologías 

y protocolos estandarizados para evaluar la eficacia 

clínica, como también se señala en “The Health effects 
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of cannabis and cannabinoids: The current State of 

Evidence and Recommendations for research”, de la 

National Academy of Sciences de 2017 (62).

En resumen, una interpretación y aplicación demasi-

ado estricta de los convenios sobre drogas afecta a los 

no usuarios de drogas ilegales en gran medida, a través 

de un acceso insuficiente a la medicación para el dolor 

y una escasa investigación sobre los posibles efectos 

beneficiosos de la marihuana medicinal. También 

afecta gravemente a los consumidores a través de 

la reducción del acceso a la opción de tratamiento 

más prometedora para la dependencia de opiáceos.

Posibles intervenciones (PI)

PI 1: Asegurar el acceso, la disponibilidad y la asequibili-

dad de los medicamentos fiscalizados para los pacientes 

que los necesiten

La OMS ha instado a todos los gobiernos a “garanti-

zar que los pacientes tengan un alivio del dolor de 

conformidad con las directrices de tratamiento nacio-

nales e internacionales” (63). Las posibles respuestas 

pueden incluir:

► Llevar a la práctica las recomendaciones recogi-

das en la directriz de política de la OMS4 titulada 

“Garantizando el equilibrio en las políticas nacio-

nales sobre sustancias fiscalizadas, Orientación 

para la disponibilidad y accesibilidad de los 

medicamentos fiscalizados” (44).

► Asegurarse de no usar un lenguaje estigmati-

zante en los documentos legales y oficiales (por 

ejemplo, mediante el uso del término «estupe-

faciente» sólo para referirse a las sustancias 

fiscalizadas en virtud de la Convención Única);

► Establecer oportunidades periódicas de inter-

cambio (redes de comunicación) entre las auto-

ridades legales y gubernamentales, los profe-

sionales de la atención sanitaria y los pacientes/

familias con el fin de aumentar la sensibilización 

en cuanto al impacto y los requisitos de las 

4. La Organización Mundial de la Salud (OMS) estableció en 

2007 el “Programa sobre el Acceso a los Medicamentos 

Fiscalizados” (PAMF) en consulta con la Junta Internacional 

de Fiscalización de Estupefacientes (JIFE) y en respuesta a las 

resoluciones de la Asamblea Mundial de la Salud (AMS) y del 

Consejo Económico y Social de las Naciones Unidas (ECOSOC) 

(WHA58.22 y ECOSOC 2005/25)). El programa tiene como 

objetivo promover la disponibilidad, la asequibilidad, la acce-

sibilidad y el uso racional de los medicamentos fiscalizados; 

aborda todos los aspectos que actúan como barreras para la 

obtención de medicamentos fiscalizados para el tratamiento 

médico y proporciona orientación normativa, desarrollo y 

difusión de estándares internacionalmente reconocidos para 

el tratamiento, el análisis de políticas, así como la formación 

y el apoyo en la elaboración de planes de acción nacionales 

para mejorar el acceso a los medicamentos opiáceos. El 

PAMF, entre otros, colabora con la European Association for 

Palliative Care (EAPC), la International Association for Hospice 

and Palliative Care (IAHPC), el International Observatory 

on End of Life Care (IOELC), Human Rights Watch y Harm 

Reduction International (HRI).

decisiones legales y políticas (comparación 

objetivo-rendimiento) respecto de la disponibi-

lidad y accesibilidad de los opiáceos;

► Proporcionar y apoyar la implementación y el 

desarrollo de bases de datos nacionales para 

la investigación científica, la evaluación del 

tratamiento y el seguimiento de la demanda 

nacional de medicamentos esenciales;

► Aumentar la sensibilización en la población en 

general, por ejemplo, a través de campañas en 

medios de comunicación o información y fol-

letos para los pacientes y familiares

PI 2: Asegurar la colaboración interinstitucional entre 

todos los grupos de interés, el gobierno y la sociedad 

civil, para promover respuestas coherentes de la política 

en materia de drogas 

Con el fin de formular y aplicar políticas de control de 

drogas coherentes que garanticen la disponibilidad y 

accesibilidad de las sustancias fiscalizadas para fines 

médicos y científicos, se recomienda un aumento de 

la cooperación entre los grupos de interés relevantes. 

Esta cooperación podría adoptar la forma de una 

Junta Asesora Nacional que incluya representantes 

de autoridades gubernamentales, juntas médicas, 

profesionales sanitarios, pacientes y seguros de salud. 

La junta podría proporcionar sugerencias sobre cómo 

lograr un equilibrio adecuado entre la disponibilidad 

y la prevención, ayudar a realizar la evaluación de 

necesidades para los medicamentos fiscalizados e 

informar sobre el grado de acceso. También podría 

asesorar sobre la promoción del uso racional de los 

medicamentos fiscalizados, la implementación de 

las buenas prácticas, y el desarrollo de directrices 

nacionales de tratamiento.

PI 3: Asegurar el acceso a un tratamiento pertinente 

respaldado por una atención psicosocial y una reha-

bilitación adecuadas

Dado el efecto sobradamente documentado del 

tratamiento de sustitución de opiáceos (OST) en la 

reducción de los riesgos de mortalidad, morbilidad, 

delincuencia y alteración del orden público, se anima 

a todos los países a que destinen programas de OST a 

los dependientes de opiáceos que buscan tratamiento. 

Se ha determinado que el OST mejora la retención 

del tratamiento (64; 65), reduce el consumo de dro-

gas ilegales (59; 66; 67), reduce la actividad delictiva 

(68-70) y reduce el riesgo de mortalidad entre sus 

pacientes (56; 71- 77). No obstante, también deben 

ofrecerse opciones de tratamiento sin drogas basadas 

en pruebas.

PI 4: Fomentar la sensibilización e impartir formación 

para el tratamiento con opiáceos entre los profesionales 

sanitarios

Todos los grupos de interés y organismos involucrados 

en el control de drogas (los funcionarios aduaneros, 

los de policía y los de tribunales) y los proveedores de 



Consecuencias indeseadas de las políticas de control de drogas ► Página 29

atención sanitaria (médicos, enfermeros, profesionales 

sanitarios) deben tener un conocimiento suficiente de 

la política sanitaria del gobierno con respecto al trata-

miento que hace uso de medicamentos fiscalizados. 

Los funcionarios encargados del control de drogas 

deben reconocer cuándo es lícito que los pacientes y 

los profesionales sanitarios estén en posesión de medi-

camentos y no ejercer medidas de control excesivas. 

Los médicos deben estar suficientemente formados 

para tratar el dolor y tener permitido recetar analgési-

cos opiáceos si es necesario. Debe desarrollarse una 

formación especializada para el tratamiento y uso de 

medicamentos fiscalizados de conformidad con las 

directrices internacionales. El tratamiento con opiáceos 

(conocimientos, habilidades, actitudes) se debe incluir 

en la educación de grado y postgrado para todos los 

profesionales sanitarios pertinentes.

PI 5: Mejorar las posibilidades para la investigación del 

cannabis

El medio más eficaz para mejorar la farmacología y la 

investigación terapéutica del cannabis consistiría en 

reclasificar la droga desde una sustancia fiscalizada de 

la Lista I a la Lista II, ya que este es uno de los factores 

predominantes que impide que muchas institucio-

nes y organizaciones de investigación emprendan 

investigaciones sobre este tema. Esto ya se ha imple-

mentado en algunos países, como Israel y el Reino 

Unido. Independientemente de una reclasificación, 

sin embargo, un aumento en el acceso legal a la droga 

(más productores legales) y una reducción de las restric-

ciones formales e informales resultarían beneficiosos 

para la investigación.

Efectos sanitarios debidos a la prohibición de las 

drogas

La creación de un “mercado negro” para las sustancias 

ilegales es un ejemplo de un efecto indeseado, aunque 

no imprevisto, de la prohibición de las drogas. Es 

probable que esta ilegalidad tenga consecuencias en 

los tipos, los precios y las calidades de los productos 

ofrecidos en el mercado ilegal y también puede causar 

estigmatización y efectos sociales negativos, todo lo 

cual puede dar lugar a efectos adversos sobre la salud 

de los consumidores.

Cuadro 2 – Efectos sanitarios debidos a la aplicación de la prohibición de las drogas

Mecanismos Consecuencias indeseadas Consumi- 

dores

No 

consumidores

Posibles intervenciones (PI)

Desplazamiento 

de sustancias 

a drogas más 

peligrosas pero 

“legales”.

Aumento del 

riesgo para la salud 

debido a sustancias 

desconocidas, a 

menudo peligrosas y 

potencialmente letales.

X PI 6: Desarrollar estrategias de 

prevención: fomentar la sensibili-

zación, facilitar información, edu-

cación y comunicación relevante 

dirigidas a grupos relevantes.

PI 7: Desarrollar regulaciones 

para NSP que tengan en cuenta 

las consecuencias indeseadas.

PI 8: Fortalecer los vínculos entre 

los organismos gubernamentales 

y los actores de la sociedad civil.

PI 9: Establecer un sistema 

para el intercambio de infor-

mación entre los países sobre 

los últimos acontecimientos y 

las respuestas practicadas.

Precio elevado 

de las drogas.

Aumento de los 

riesgos del consumo 

inseguro de drogas 

(por ejemplo, 

mediante inyección).

Menos renta disponible 

para alimentación, 

atención sanitaria, 

ropa, vivienda, etc.

X

X

PI 6: (véase arriba)

PI 10: Aumentar las capacidades 

y mejorar las prácticas actuales 

de los servicios de umbral bajo5

PI 11: Fomentar la formación 

entre pares y el trabajo de 

acercamiento (outreach work).

5. Incluyendo, sin ánimo exhaustivo, la ampliación de los Programas de Intercambio de Jeringuillas (PIJ); los centros de consumo 

supervisado de drogas (SDCF, por sus siglas en inglés); los programas comunitarios de acercamiento (Community-based outreach 

programmes (COP)); el tratamiento de sustitución de opiáceos (OST, por sus siglas en inglés) y otros tratamientos para la droga-

dicción; la terapia antirretroviral (TAR); vacunación, diagnóstico y tratamiento de la hepatitis viral.
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Mecanismos Consecuencias indeseadas Consumi- 

dores

No 

consumidores

Posibles intervenciones (PI)

Variación en 

la pureza.

Mayores riesgos 

de mortalidad y 

morbilidad.

X PI 6, PI 10, PI 11

PI 12: Asegurar la distribución 

eficaz de naloxona para los ser-

vicios médicos y de emergencia 

para evitar sobredosis letales.

Estigmatización. Desanima a los con-

sumidores a la hora de 

buscar ayuda y apoyo.

Puede conducir a 

actitudes negativas 

de los proveedores de 

atención sanitaria.

Pérdida de la autoes-

tima, problemas 

de bienestar de los 

consumidores y sus 

personas cercanas.

X

X

X

X

PI 13: Garantizar la partici-

pación de los consumidores 

de drogas en la vida comuni-

taria y social y garantizar que 

sus opiniones se tengan en 

cuenta en la toma de decisio-

nes sobre temas relevantes.

PI 14: Llevar a cabo campa-

ñas contra la discriminación y 

proporcionar una formación 

especializada a los traba-

jadores sanitarios y sociales.

Desplazamiento de sustancias a drogas 
más peligrosas pero “legales”

Una consecuencia indeseada de la condición ilegal 

y las prácticas de aplicación de la ley contra ciertas 

drogas es el desplazamiento de sustancias, en el que el 

control de una sustancia provoca que los proveedores 

y los consumidores se pasen a otra droga con efectos 

similares, pero con menos regulaciones aparejadas 

(el llamado “efecto globo”). Los abastecedores de 

drogas, en un esfuerzo para evitar el control de drogas 

y mitigar los daños y las pérdidas relacionados con 

la aplicación de la ley, diseñan compuestos químicos 

(“euforizantes legales”) que imitan sustancias prohi-

bidas como el cannabis o la cocaína; una pequeña 

variación en la estructura química de una sustancia 

prohibida puede hacer que recaiga fuera de la nor-

mativa internacional de fiscalización de drogas.

En 2015, se comunicaron 100 nuevas sustancias psi-

coactivas (NSP) por primera vez al Sistema de Alerta 

Temprana (SAT) de la UE, lo que llevó el número total 

de sustancias monitorizadas a 560; más de 380 (70 %) 

de estas se detectaron solamente en los cinco últimos 

años (5). La aparición sin precedentes de estas sustan-

cias con compuestos ignotos y potencia y toxicidad 

desconocidas se ha relacionado con una amplia lista 

de efectos nocivos, incluyendo ingresos por urgencias 

y víctimas mortales, aumento de las sobredosis, alta 

tolerancia y síntomas de abstinencia y propiedades 

generadoras de dependencia (78).

Posibles intervenciones (PI)

PI 6: Desarrollar estrategias de prevención: fomentar 

la sensibilización, facilitar información, educación y 

comunicación relevante dirigidas a grupos relevantes

Las intervenciones pueden incluir información, edu-

cación y comunicación (IEC) dirigidas a los consumi-

dores de NSP. Las actividades de IEC pueden pasar 

por promover la reducción de la toma de riesgos y 

la autoprotección reforzada; mejorar la atención y 

la gestión de crisis médicas tales como sobredosis; 

influir en las normas y actitudes subculturales en una 

dirección que reduzca más los riesgos; e informar a 

los consumidores acerca de los servicios sanitarios y 

sociales disponibles y animarles a buscar tratamiento. 

Las campañas de sensibilización deben llevarse a 

cabo de forma sistemática. Estas campañas deben 

estar enfocadas, contar con recursos adecuados, y 

ampliarse y promoverse si se quiere que cumplan 

con su potencial y protejan adecuadamente a los 

niños y jóvenes frente a los perjuicios asociados con 

el consumo de NSP.

Actualmente hay un conocimiento limitado acerca 

del consumo de NSP y los perfiles del consumidor. 

Las estrategias de detección temprana, control y val-

oración dirigidas al consumo de NSP son inexistentes 

en muchos países (79). Debido a esto, la identificación 

de subgrupos específicos de jóvenes que son espe-

cialmente vulnerables al consumo de drogas se está 

convirtiendo en una herramienta importante para 

dirigir o canalizar las respuestas de la política y facilitar 

el desarrollo de intervenciones eficaces.
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PI 7: Desarrollo de regulaciones para NSP que tengan 

en cuenta las consecuencias indeseadas

Muchos gobiernos han desarrollado una legislación 

prohibitiva para fiscalizar las NSP, apuntando a los 

proveedores y distribuidores de estas sustancias. 

Siguiendo el modelo de los convenios internacionales 

de fiscalización de drogas, las sustancias individuales 

se fiscalizan una vez que se ha evaluado su perjuicio. 

A menudo se dividen en cuadros/listas que las cla-

sifican individualmente en función de su uso médico, 

su potencial relativo de abuso, y su probabilidad 

de causar dependencia cuando se abusa de ellas. 

Sin embargo, el proceso legislativo asociado con la 

colocación de nuevas sustancias bajo la legislación 

de fiscalización de drogas es a menudo largo y puede 

producir un lapso de tiempo prolongado entre la iden-

tificación de las NSP y la aplicación de las medidas de 

control. Por otra parte, hay escasa evidencia científica 

acerca de la toxicidad de las NSP, la responsabilidad 

por abuso y los riesgos asociados con el consumo a 

largo plazo. Además, estas sustancias son a menudo 

difíciles de identificar debido a sus diversas marcas y 

una heterogénea composición del producto, lo cual 

crea grandes dificultades a la hora de desarrollar 

respuestas de política eficaces.

Un enfoque ha consistido en incluir las nuevas sustan-

cias en las leyes de fiscalización de drogas existentes o 

en otras formas de legislación, como la legislación de 

protección del consumidor o de la salud y la de normas 

comerciales. Sin embargo, puesto que la legislación en 

muchos países requiere de una identificación estricta 

y precisa de cada droga fiscalizada, los productores 

ilegales intentan evitar el control introduciendo con-

tinuamente productos “nuevos”, pero muy similares. 

En algunos casos, esto se ha traducido en un juego 

del “gato y el ratón” entre los productores y los organ-

ismos policiales (80). Como respuesta, los legisladores 

en algunas jurisdicciones han introducido la llamada 

legislación genérica, en la que se prohíben conjuntos 

de psicofármacos de forma preventiva. Sin embargo, 

la legislación genérica también puede ocasionar con-

secuencias indeseadas y debe darse prioridad a la 

búsqueda de una respuesta óptima para las NSP.

PI 8: Fortalecer los vínculos entre los organismos guber-

namentales y los actores de la sociedad civil para inter-

cambiar conocimientos, las prácticas existentes y la 

cooperación en acciones conjuntas

Un sistema integrador comunitario es el que desar-

rolla sinergias con las organizaciones de la sociedad 

civil (OSC) locales, médicos, hospitales y los servicios 

de reducción de la demanda y promoción de la salud 

del gobierno. La integración de estos actores puede 

aumentar la probabilidad de una implementación 

exitosa, aumentar la eficiencia de los servicios y reducir 

el gasto público, ya que puede proporcionar una 

gama más amplia de respuestas de servicio que estén 

armonizadas con las necesidades individuales y hacer 

uso de los recursos e infraestructuras comunitarios 

ya disponibles (81).

PI 9: Mejorar los sistemas para el intercambio de infor-

mación entre los países sobre los últimos acontecimien-

tos y las respuestas practicadas 

La creciente prevalencia de nuevas sustancias psico-

activas en todo el mundo plantea graves amenazas 

transfronterizas para la salud, lo que hace necesario 

reforzar la vigilancia, la alerta temprana y la respuesta. 

Los sistemas y las redes de alerta temprana son her-

ramientas destinadas a identificar las amenazas poten-

ciales, revisar la legislación existente y la nueva, y servir 

de base para la toma de decisiones sobre medidas de 

restricción temporal. Sería útil una mejora en el inter-

cambio de información y en los foros internacionales 

para el análisis de las iniciativas de aplicación propues-

tas, medidas de prevención y estrategias de tratamiento 

basadas en las necesidades contextualizadas.

Ya existen Algunos sistemas de alerta temprana, como 

el Sistema de Alerta Temprana (EWA por sus siglas en 

inglés) de la UNODC y el Sistema de Alerta Temprana 

(SAT) de la UE. Aun así, se necesitan sistemas reforza-

dos, que consigan reducir el lapso de tiempo desde la 

aparición de una nueva sustancia hasta una respuesta 

social. Estos sistemas podrían potenciar aún más el 

intercambio de información entre los Estados para 

ayudarles a anticiparse a una potencial amenaza para 

la salud pública, con un claro valor añadido al alertar 

a otros Estados en cuanto a las sustancias potencial-

mente dañinas que hayan aparecido.

Precio elevado de las drogas 

Los productores y vendedores de drogas quieren una 

compensación económica por sus costes y por los 

riesgos que asumen (riesgos de decomiso, violencia, 

encarcelamiento, etc.) al poner una mercancía ilegal 

a disposición de los consumidores de aquellas. Esto 

conduce a un nivel de precio elevado de las drogas 

ilegales. El aumento de los precios por lo general se 

traduce en un consumo reducido y es, como tal, un 

efecto deseado de la política en materia de drogas. 

El alto nivel de los precios, sin embargo, también 

puede inducir a algunos consumidores de drogas a 

cambiar su modo de administración de las drogas. Por 

ejemplo, los consumidores pueden cambiar de fumar 

o esnifar heroína a inyectarse drogas, puesto que la 

inyección es un modo más económico de consumo. 

La inyección de drogas, sin embargo, está altamente 

asociada con un mayor riesgo de mortalidad prema-

tura, enfermedades transmisibles y una serie de otros 

problemas relacionados con la salud.

Unos precios más altos también pueden cambiar los 

tipos de drogas que se consumen. Como se mencionó 

anteriormente, los productores de drogas han dis-

eñado drogas sintéticas baratas que imitan los efectos 
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deseables de sustancias sobradamente conocidas. Esto 

significa que el alto nivel de precios puede provocar 

un aumento de los riesgos sanitarios debidos al con-

sumo de drogas sintéticas desconocidas, a menudo 

peligrosas y potencialmente mortales.

Por último, el alto nivel de precios a menudo supone 

que los consumidores de drogas, y especialmente 

los consumidores de drogas problemáticos, dedican 

una gran parte de sus ingresos a financiar su hábito. 

Más allá de la asociación con mayores índices de 

criminalidad generadora de ingresos que se analizará 

más adelante con más detalle, el alto nivel de precios 

reducirá el dinero disponible para los productos bási-

cos importantes, tales como los artículos de higiene, 

los alimentos, la ropa, el alojamiento y la atención 

sanitaria, impactando negativamente en la salud y 

la calidad de vida de los consumidores de drogas.

Posibles intervenciones (PI)

PI 6: Introducir, o ampliar, la información, educación 

y comunicación (IEC) dirigida a los consumidores de 

drogas

Como se ha mencionado anteriormente, las actividades 

de IEC dirigidas a los consumidores de drogas pueden 

pasar por promover la reducción de la asunción de ries-

gos y fomentar la autoprotección; mejorar la atención 

y la gestión de crisis médicas tales como la sobredosis; 

conformar normas subculturales; e informar a los con-

sumidores acerca de los servicios sanitarios y sociales 

disponibles y animarles a buscar tratamiento.

PI 10: Aumentar las capacidades y mejorar las prácticas 

actuales de los servicios de umbral bajo para responder 

más eficazmente a las necesidades sanitarias y sociales 

de los consumidores de drogas, incluyendo las inter-

venciones adaptadas a las personas que se inyectan 

drogas (inyectores)

► Los programas de tratamiento, ya sea la susti-

tución de opiáceos o el tratamiento sin drogas, 

contribuirán a reducir las consecuencias nega-

tivas de los precios elevados de las drogas y las 

drogas inyectables.

► Los programas de intercambio de jeringuillas 

(PIJ) tienen por objeto reducir la propagación 

de enfermedades infecciosas tales como el VIH 

y la hepatitis C entre los inyectores. A menudo 

ofrecen diversos servicios, además de ofrecer 

material de inyección estéril, incluyendo la pro-

visión de información sanitaria, educación sobre 

reducción del consumo de drogas, derivaciones 

para tratamiento por drogas, asistencia médica 

y servicios jurídicos y sociales. Una revisión de 

200 estudios realizados por la OMS sugiere que 

el aumento de la disponibilidad y utilización de 

materiales de inyección estéril por los inyecto-

res podría reducir sustancialmente la infección 

por VIH y que estos programas son rentables y 

presentan beneficios adicionales y provechosos, 

además de reducir la infección por VIH (82). 

Estos programas también pueden ser benefi-

ciosos para los no consumidores gracias a la 

reducción del riesgo de transmisión del VIH por 

vía sexual, ya que proporcionan gratuitamente 

preservativos y educación sobre sexo seguro.

► Los programas comunitarios de acerca-

miento (community-based outreach pro-

grammes (COP)) tienen por objeto establecer 

un contacto cara a cara con los consumidores 

de drogas, proporcionar educación sobre la 

reducción del riesgo de contraer el VIH, dis-

tribuir preservativos y desinfectantes para las 

agujas y las jeringuillas, promover derivaciones 

a otros servicios sanitarios, mejorar el acceso a 

la evaluación de riesgos y las pruebas del VIH, 

y proporcionar asesoramiento y apoyo a las 

organizaciones comunitarias. Existen pruebas 

de que los programas de acercamiento están 

asociados a la reducción de la frecuencia de 

inyecciones y al cese de las inyecciones, a la 

reducción de la reutilización de las agujas y 

jeringuillas, a la desinfección de las agujas, a 

un mayor uso del preservativo y a la reducción 

de las relaciones sexuales sin protección y el 

aumento de la incorporación a tratamientos 

por drogas (83).

► Las Instalaciones Supervisadas de Consumo 

de Drogas (SDCF, por sus siglas en inglés) pro-

porcionan entornos seguros e higiénicos para 

el consumo de drogas. Están asociadas con una 

reducción de los problemas de orden público y 

las molestias y una mejora de la salud para los 

inyectores gracias a la reducción de los compor-

tamientos de riesgo y su función como puerta 

de acceso a otros servicios sanitarios (84). Aun 

así, no hay suficientes SDCF, o son inexistentes, 

en muchos países de la UE.

► Vacunación, diagnóstico y tratamiento del 

VIH, la hepatitis viral y la tuberculosis (TB). El 

VIH, la hepatitis viral y la tuberculosis entre los 

consumidores de drogas suponen un gravísimo 

problema de salud. El acceso a la prevención, 

el tratamiento, la atención y el apoyo respecto 

del VIH, la hepatitis y la TB resulta fundamental 

para materializar el derecho universal a la salud. 

Los programas tales como la terapia antirretro-

viral (TAR) tienen el potencial de reducir las tasas 

de mortalidad y morbilidad entre las personas 

infectadas, mejorar su calidad de vida, actuar 

como profilaxis posexposición (85) y prevenir una 

ulterior transmisión de la infección por VIH (86; 87).

PI 11: Fomentar la formación entre pares y el trabajo de 

acercamiento (outreach work)

Se debe fomentar y apoyar la formación entre pares 

centrada en la implicación temprana de los servicios de 
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emergencia, en las medidas de acceso y el uso de los 

primeros auxilios, y en los medios para reducir el riesgo 

de muertes relacionadas con las drogas. La implicación 

de los consumidores de drogas puede ser un compo-

nente importante de la educación entre pares para 

intervenciones de acercamiento eficaces, porque los 

pares pueden ayudar a cambiar las normas sociales 

a través de la educación y demostrando los cambios 

en su propio comportamiento (88). Las personas que 

consumen drogas tienen un valioso conocimiento 

sobre las prácticas y patrones de consumo de drogas 

y a menudo son capaces de ayudar a identificar las 

maneras más eficaces de reducir la propagación de 

enfermedades de transmisión sanguínea y ayudar a 

sus pares de otras maneras (89).

Puesto que en la mayoría de los casos de sobredosis 

otros consumidores son los únicos testigos (90), se 

debe diseñar y promover un conjunto de prácticas 

de primeros auxilios practicados por los pares. Estas 

pueden incluir formación en técnicas de prevención y 

respuesta a sobredosis para pares que pueden servir 

para mejorar los primeros auxilios practicados por 

pares (91), campañas para animar a los consumidores 

de drogas a llamar a los servicios de emergencia, 

formación e información en materia de prevención 

de sobredosis y su gestión (formación en posición 

de recuperación y reanimación cardiopulmonar). Un 

área particular en la que es probable que la formación 

entre pares resulte de importancia es la distribución de 

naloxona, como se destaca en una revisión sistemática 

realizada por el OEDT (92). Los programas de naloxona 

para pares deben incluir la identificación y la respuesta 

a las sobredosis de opiáceos y la formación básica en 

primeros auxilios. La mayoría de los programas de 

formación entre pares incluían componentes didác-

ticos e interactivos, reconocimiento de los síntomas 

de los opiáceos, formación sobre respuesta y contacto 

con el servicio médico de urgencias. Véase PI 12 más 

adelante para más detalles con respecto a los pro-

gramas de naloxona.

Variación en la pureza

Dada la producción ilegal y el tráfico de sustancias 

fiscalizadas y la falta de estandarización y control de 

calidad, hay una variación sustancial en la pureza de 

las drogas y las muestras a veces están contaminadas 

por ingredientes tóxicos. Esto conlleva un mayor riesgo 

de morbilidad y mortalidad prematura, y las víctimas 

mortales en relación con la heroína contaminada, 

el envenenamiento por escopolamina, PMA dentro 

de comprimidos de «éxtasis» y las infecciones por 

Clostridium como el botulismo (Bargagli et al (93);. 

Degenhardt et al. (54); OEDT (94; 95)) han aumentado.

Posibles intervenciones (PI)

PI 6: Introducir, o ampliar, la información, educación 

y comunicación (IEC) dirigida a los consumidores de 

drogas

PI 10: Aumentar las capacidades y mejorar las prácticas 

actuales de los servicios de umbral bajo para responder 

más eficazmente a las necesidades sanitarias y sociales 

de los consumidores de drogas, incluyendo las interven-

ciones adaptadas a los inyectores

PI 11: Fomentar el trabajo preventivo entre pares

PI 12: Asegurar la distribución eficaz de naloxona a los 

servicios médicos y de urgencias para evitar sobredosis 

letales

La mayoría de las muertes inducidas por drogas son 

causadas por el consumo de opiáceos como la heroína 

y la metadona (96); el consumo de estas drogas medi-

ante inyección aumenta el riesgo de mortalidad pre-

matura. La naloxona es un antagonista opiáceo que 

bloquea las acciones de los medicamentos opiáceos y 

se ha utilizado desde hace mucho tiempo en el trata-

miento de emergencia por sobredosis de opiáceos 

(97). Contrarresta los efectos respiratorios depresivos 

de los opiáceos y puede hacer que un paciente con 

sobredosis recupere la consciencia en cuestión de 

minutos tras su administración. A pesar de las direc-

trices de la OMS (98) y sus recomendaciones de que 

haya naloxona disponible para reducir las tasas de 

mortalidad, actualmente se dispone del antídoto en 

menos de un tercio de los 28 Estados miembros de 

la UE (5). Se precisan urgentemente medidas para 

mejorar la disponibilidad de la naloxona para llevar.

Es necesaria la educación y formación de los profe-

sionales sanitarios, los consumidores de drogas y los 

legos en materia de administración de naloxona. Los 

trabajadores en el ámbito de las drogas deben recibir 

información y formación actualizadas en materia de 

sobredosis como parte de su desarrollo profesional 

continuo. La entrega de kits de naloxona a legos 

reduce las muertes por sobredosis (99) y es segura 

(100) y rentable (101). Las organizaciones sanitarias 

estadounidenses e internacionales recomiendan la 

entrega de kits de naloxona a legos que pudieran 

presenciar una sobredosis de opiáceos, a los pacientes 

en programas de tratamiento por abuso de sustancias, 

a personas que salgan de cárceles y prisiones, y como 

un componente de la prescripción responsable de 

opiáceos (98; 102).

Efectos sanitarios de la estigmatización

Las personas a las que se discrimina debido a juicios 

preconcebidos basados en su aspecto, discapacidades 

o estilo de vida son víctimas de estigmatización. Los 

consumidores de drogas a menudo experimentan 

estigmatización en términos de marginación y exclu-

sión social. La estigmatización deteriora la autoestima 
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y el bienestar de las personas. Los consumidores de 

drogas pueden experimentar un menor acceso a los 

servicios sanitarios y sociales debido a la estigma-

tización relacionada con su consumo de drogas y la 

discriminación puede obstaculizar la búsqueda de 

tratamiento y la utilización de los servicios.

Según la OMS muchas personas con trastornos por 

consumo de drogas no reciben un tratamiento y una 

atención (103) eficaces. Hasta hace poco, la drogode-

pendencia no se reconocía como un problema de 

salud en la sociedad en general, y el estigma y la dis-

criminación asociados a la drogodependencia se han 

convertido en importantes barreras para el tratamiento 

adecuado. Los gobiernos deberían, como cuestión de 

prioridad política, identificar y proporcionar una aten-

ción médica y una asistencia social equitativa a todos 

los que la necesiten, particularmente a los individuos 

y grupos vulnerables en situación de exclusión. Esto 

se puede lograr mediante el ajuste o el desarrollo de 

directrices de tratamiento claramente formuladas.

Además, también pueden existir actitudes de estigma-

tización hacia las personas que consumen drogas entre 

el personal de los servicios de atención sanitaria. Esto 

puede ser una barrera para el acceso a, y la entrega 

de, un tratamiento eficaz para los consumidores de 

drogas y estigmatizar aún más a las personas con 

problemas de consumo de drogas o con problemas 

de salud tales como la hepatitis y la infección por VIH 

(104; 105). Los estudios han identificado que algunos 

profesionales sanitarios tienen creencias negativas 

sobre los consumidores de drogas, por ejemplo, que 

hacen un uso excesivo de los recursos de atención 

sanitaria, no invierten en su propia salud, abusan del 

sistema sanitario mediante la búsqueda y el desvío 

de drogas, y no respetan el tratamiento y cuidado 

recomendados (106).

La estigmatización puede afectar también a la salud 

de los no consumidores en términos de marginación y 

exclusión social de los familiares de los consumidores 

de drogas. Los hijos, padres, parejas y amigos de los 

consumidores de drogas pueden experimentar prob-

lemas de salud como resultado de ello y puede que 

no se atrevan a buscar ayuda adecuada por parte de 

los servicios y proveedores sanitarios.

Posibles intervenciones (PI)

PI 13: Garantizar la participación de los consumidores 

de drogas en la vida comunitaria y social y garantizar 

que sus opiniones sean tenidas en cuenta en la toma de 

decisiones sobre temas relevantes

En el desarrollo y la implementación de políticas en 

materia de drogas a nivel nacional e internacional, se 

debe recabar la participación activa y significativa de 

la sociedad civil, las organizaciones no gubernamen-

tales y las personas que consumen drogas. Se anima 

a los gobiernos a que apoyen las iniciativas de las 

personas que consumen drogas ilegales y propor-

cionen mecanismos de apoyo para la participación 

activa de los consumidores de drogas en el proceso 

de toma de decisiones, el desarrollo de programas, y la 

implementación y la evaluación de las intervenciones 

relacionadas con las drogas.

PI 14: Llevar a cabo campañas contra la discriminación 

y proporcionar una formación especializada a los tra-

bajadores sanitarios, de la justicia y de los cuerpos de 

seguridad

Para promover las políticas de diversidad y contra la 

discriminación, aumentar el conocimiento, la com-

prensión y el respeto de los derechos humanos, y 

fomentar la inclusión social de las personas con prob-

lemas de consumo de drogas, se anima a las auto-

ridades a que desarrollen campañas públicas. Esto 

tiene por objetivo aumentar la sensibilización pública 

y ampliar la base de conocimientos sobre las 

consecuencias perjudiciales de la estigmatización 

y la discriminación, fortalecer los derechos humanos 

de los grupos vulnerables, y alentar la participación 

activa de los ciudadanos. Además, esto promovería 

un diálogo sobre los efectos de las políticas actuales 

sobre la salud, los derechos y la seguridad de las per-

sonas (107). También se exhorta a las autoridades a 

que desarrollen cursos de formación especializados y 

específicos y planes de estudio para quienes trabajan 

en primera línea. Esto puede incluir los profesionales 

del mundo sanitario (médicos, enfermeros, traba-

jadores sociales), del sector de la justicia (jueces, 

fiscales, personal administrativo) y de los cuerpos 

de seguridad.

Efectos sanitarios resultantes de las 
actuaciones de aplicación de la ley 

Algunos efectos indeseados vienen causados por la 

prohibición legal de sustancias, mientras que otros 

vienen causados por el método en el que se hacen 

cumplir las leyes en materia de drogas. Las actuacio-

nes de control de drogas, tales como detenciones, 

controles fronterizos y verificaciones de identidad 

de los presuntos delincuentes por drogas, conllevan 

un contacto directo y cara a cara entre los agentes 

encargados de hacer cumplir la ley, la población en 

general y las personas involucradas con las drogas. 

Mantener el equilibrio entre la aplicación de las leyes 

y la protección de los derechos y la salud de las per-

sonas, incluidos los consumidores de drogas, resulta 

exigente y complicado. Los funcionarios policiales se 

enfrentan constantemente a estos retos en su práctica 

diaria. Aunque son una parte importante y necesaria 

del control de las drogas, estas actuaciones también 

pueden conducir a algunas consecuencias sanitarias 

graves e indeseadas.
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Cuadro 3 – Efectos sanitarios resultantes de las actuaciones de aplicación de la ley 

Mecanismos Consecuencias indeseadas
Consu-

midores

No consu-

midores
Posibles intervenciones (PI)

Efectos 

contraproducentes 

sobre la salud y la 

utilización de la 

atención sanitaria 

y los servicios 

de reducción 

de daños.

Aumento del 

riesgo de:

- Deterioro del 

estado de salud.

- Propagación del 

VIH/sida y otras 

enfermedades 

infecciosas para 

los consumidores 

de drogas y sus 

parejas sexuales.

- Los consumidores 

abandonan a otros 

consumidores que 

necesitan ayuda 

de emergencia 

por miedo a ser 

detenidos.

X

X

X

X

X

PI 6, PI 10, PI 11, PI 12

PI 15: Incluir apoyo psicosocial y 

prácticas preventivas de reducción 

de daños en los programas 

de formación para el personal 

penitenciario y los servicios policiales.

PI 16: Implementar programas de 

vigilancia y prevención comunitarios. 

PI 17: Desarrollar e implementar 

indicadores de rendimiento 

del servicio policial en función 

de objetivos de seguridad 

y de salud pública.

PI 18: Introducir programas de 

derivación para el tratamiento 

disponible y servicios de umbral bajo.

PI 19: Fomentar que los testigos 

llamen a los servicios sanitarios para 

los consumidores que lo necesiten.

PI 20: Crear una base de datos 

centralizada para la monitorización 

sistemática de las necesidades 

específicas de los diferentes grupos 

de consumidores de drogas.

Contacto físico 

entre agentes 

policiales y presun-

tos delincuentes 

por drogas.

Riesgo de uso 

inadecuado de la 

fuerza, vulneración 

de derechos, 

lesiones físicas y 

mentales y angustia.

X

X

PI 15, PI 16, PI 17

PI 21: Implementar mecanismos 

para la rendición de cuentas 

de los agentes policiales.

PI 22: Desarrollar mecanismos 

de denuncia independientes 

y transparentes. 

Barreras para la 

implementación 

del tratamiento 

adecuado y 

servicios de bajo 

umbral durante la 

detención (prisión, 

detención pre-

ventiva, custodia 

policial, etc.).

Aumento del riesgo 

de problemas de 

salud tales como el 

VIH/sida, la Hepatitis 

C, la tuberculosis y 

otras enfermedades 

infecciosas.

X X PI 23: Prestar servicios de 

tratamiento y rehabilitación 

pertinentes en las prisiones, centros 

de detención e instalaciones 

para refugiados e inmigrantes.

PI 24: Facilitar programas 

de vacunación adecuados y 

medidas profilácticas a los 

consumidores de drogas y las 

personas vinculadas a éstos.
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Contrarrestar los efectos sobre la salud 
y utilización de los servicios

En años recientes, algunos estudios han examinado 

el impacto potencial de la presencia policial sobre el 

acceso de los consumidores de drogas a los servicios 

sanitarios. Sugieren que los períodos de actividad 

policial intensa están asociados con la reticencia 

de los inyectores y otros consumidores de drogas 

a buscar ayuda médica por miedo a ser detenidos, 

así como a una disminución de la asistencia a los 

programas de tratamiento voluntario y los servicios 

de intercambio de jeringuillas (108-111). Esto puede 

afectar gravemente a la salud y el bienestar social de 

los consumidores de drogas.

La actividad policial también se ha asociado con un 

mayor intercambio de jeringuillas entre inyectores. A 

pesar de las conclusiones de los estudios que indican 

que el acceso a jeringuillas estériles es un factor clave 

a la hora de prevenir la propagación del VIH (112), las 

detenciones y los decomisos policiales pueden en 

algunos países impedir que los inyectores se acer-

quen a estos servicios o se lleven kits de inyección y 

desinfección segura (110; 111; 113- 116). Además, en 

algunos casos, la policía ha destruido el material de 

inyección o ha forzado a los consumidores de drogas 

a tirarlos a la basura (117). También hay estudios que 

sugieren que los consumidores de drogas que se 

inyectan se ven obligados a modificar sus prácticas de 

inyección en un esfuerzo para consumir la droga antes 

de que la policía la decomise. Los estudios indican 

que los inyectores son más propensos a compartir 

material de inyección debido al apresuramiento y 

al miedo a ser detenidos por la policía y son menos 

propensos a limpiar los lugares de inyección antes de 

la inyección o a curar las heridas después. Este apre-

suramiento durante el proceso de administración a 

menudo significa saltarse importantes pasos de la fase 

de preparación (118); las drogas se pueden mezclar 

sin ser calentadas primero para matar las bacterias 

ni ser filtradas para eliminar las impurezas (119). El 

apresuramiento también puede aumentar el riesgo 

de daño vascular (120) y de sobredosis dado que las 

drogas se inyectan rápidamente y no se comprueba 

su pureza primero.

Además, el desplazamiento de los consumidores de 

drogas a nuevos barrios a veces es consecuencia de 

las intervenciones policiales. Esto puede conducir a un 

aumento de la inyección en público, a la eliminación 

insegura de jeringuillas (121-124) y a un mayor riesgo 

de enfermedades infecciosas, lo cual puede a su vez 

poner en peligro tanto la cohesión comunitaria como 

la salud pública. En los EE. UU. y Europa, el desplaza-

miento a menudo genera la denominada “sala de 

inyecciones” (125). Sin acceso suficiente a los servicios 

de promoción de la salud que proporcionan material 

de inyección estéril y otros artículos necesarios, el 

desplazamiento aumenta el riesgo de enfermedades 

infecciosas y de mortalidad prematura (126-131). La 

propagación del VIH y otras enfermedades de trans-

misión sanguínea es también una amenaza para los no 

consumidores. Los familiares, las parejas, los amigos, 

los clientes de prostitución, el personal sanitario y 

otras personas en contacto habitual con inyectores 

corren el riesgo de infectarse.

Posibles intervenciones (PI)

PI 6: Desarrollar estrategias de prevención: fomentar 

la sensibilización, facilitar información, educación y 

comunicación relevantes dirigidas a grupos relevantes

PI 10: Aumentar las capacidades y mejorar las prácticas 

actuales de los servicios de bajo umbral para responder 

mejor a las necesidades sociales y de salud de los con-

sumidores de drogas 5, incluyendo las intervenciones 

adaptadas a los consumidores de NSP

PI 11: Fomentar el trabajo entre pares y promover la 

formación entre pares en el trabajo de acercamiento 

(outreach work), incluyendo medidas para reducir las 

muertes relacionadas con las drogas, la participación 

temprana de los servicios de urgencias y medidas de 

acceso y uso de primeros auxilios

PI 12: Asegurar la distribución eficaz de naloxona a los 

servicios médicos y de urgencias para evitar las sobre-

dosis letales

PI 15: Incluir el apoyo psicosocial y las prácticas pre-

ventivas de reducción de daños en los programas de 

formación para el personal penitenciario y los servicios 

policiales

Aunque el trabajo policial tradicionalmente ha des-

empeñado un papel fundamental en la reducción 

de la oferta, hay una concienciación creciente de 

que la policía puede desempeñar también un papel 

importante y participar activamente en la imple-

mentación efectiva de las estrategias de promoción 

de la salud. Como intermediarios entre el sistema 

de justicia penal y la comunidad en su conjunto, la 

policía puede actuar como un mecanismo regulador 

y coordinar programas que tengan como objetivo 

reducir los daños relacionados con las drogas para las 

personas y las comunidades. La policía puede derivar 

a las personas a los organismos de tratamiento por 

drogas u otros tipos de asistencia, actuar como un 

recurso útil para los programas de educación sobre 

drogas y proporcionar un entorno de apoyo para los 

programas de intercambio de jeringuillas, siempre 

5. Incluyendo, sin ánimo exhaustivo, la ampliación de los 

Programas de Intercambio de Jeringuillas (PIJ); los 

centros de consumo supervisado de drogas (SDCF, por 

sus siglas en inglés); los programas comunitarios de 

acercamiento (Community-based outreach programmes 

(COP)); el tratamiento de sustitución de opiáceos (OST, 

por sus siglas en inglés) y otros tratamientos para la 

drogadicción; la terapia antirretroviral (TAR); vacunación, 

diagnóstico y tratamiento de la hepatitis viral.
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que no se centre en detener a los consumidores en 

las proximidades de estos programas.

Con el fin de dotar mejor a los funcionarios de policía 

para su importante papel en la salud pública y aumen-

tar su concienciación sobre las implicaciones de sus 

actuaciones para la salud y el bienestar, se requieren 

diferentes niveles de formación especializada en 

reducción de daños. La formación puede incorporarse 

a la academia con un plan de estudios estandarizado 

para diferentes ámbitos de la actividad policial. Se 

deben preparar mejores manuales de formación y 

directrices en buenas prácticas que se basen en las 

pruebas disponibles en cuanto a las intervenciones de 

promoción de la salud para los funcionarios de policía. 

Estos pueden incluir temas tales como el impacto y la 

contribución de la aplicación de la actividad policial 

sobre la salud pública y los derechos humanos, los 

itinerarios de derivación y la atención integral con la 

colaboración entre organismos y las sinergias con los 

servicios sanitarios y las OSC, y actualizaciones sobre 

aseguramiento de la calidad e información periódica.

PI 16: Implementar programas de vigilancia policial y 

prevención comunitarios

La vigilancia policial comunitaria (CBP, por sus siglas en 

inglés) es una iniciativa estratégica que se centra en la 

construcción de lazos y sinergias entre la policía y los 

miembros de la comunidad. Está diseñada para apoyar 

la colaboración activa entre las autoridades policiales 

y las comunidades locales mediante el refuerzo de su 

capacidad y competencia para responder eficazmente 

a los retos contemporáneos de manera colaborativa. 

La CBP representa un modelo colaborativo para la 

reducción de las consecuencias adversas relaciona-

das con la salud mental, las drogas y la delincuencia, 

mediante el uso de activos comunitarios que hacen 

un uso eficaz de los recursos disponibles para atender 

las necesidades identificadas dentro de un marco que 

promueva intervenciones sostenibles y específicas 

en función del lugar (132). El personal de CBP adopta 

una doble función, ejercen como agentes de policía y 

como como agentes sociales. Como agentes de policía, 

mantienen la tranquilidad pública y el orden público; 

protegen los derechos y las libertades fundamentales 

de las personas; previenen y detectan los delitos y 

reducen el miedo. Como agentes sociales, pueden 

prestar asistencia y servicios a la población; reducirlos 

daños y derivar para tratamiento; entregar naloxona 

en un caso de sobredosis o participar en campañas 

sanitarias locales y promover estilos de vida saludables.

Esta colaboración mutuamente beneficiosa con los 

recursos comunitarios de base (asociaciones multi-

disciplinares con organizaciones comunitarias, otros 

organismos gubernamentales, entidades sin fines de 

lucro y organizaciones activistas, empresas, medios de 

comunicación y organizaciones individuales), poten-

cia la capacidad para responder adecuadamente 

a los retos actuales y fortalecer la resiliencia de las 

comunidades.

PI 17: Desarrollar e implementar indicadores de ren-

dimiento del servicio policial basados en objetivos de 

seguridad pública y salud

El desarrollo y la implementación de indicadores de 

rendimiento para los servicios policiales basados en 

objetivos más allá del trabajo policial tradicional, tales 

como la tasa de resolución de delitos, podrían facilitar 

y complementar las metas de salud pública, toda vez 

que los agentes de policía serían un componente 

suplementario al hacer frente a las necesidades socia-

les y sanitarias de las poblaciones vulnerables. Esto 

pasa por alejarse de las métricas simplistas como el 

número de detenciones relacionadas con las drogas, 

las incautaciones de drogas y las hectáreas de cultivos 

de drogas erradicadas, y movernos hacia indicadores 

de salud y bienestar comunitario, como las reduccio-

nes en la violencia relacionada con el mercado y la cor-

rupción, las mejoras en la salud pública y el desarrollo 

económico y el fortalecimiento de las instituciones 

comunitarias. Los indicadores de rendimiento del 

servicio policial deben, cuando sea posible, respaldar 

la agenda más amplia de la salud pública.

PI 18: Introducir sistemas de derivación al tratamiento 

disponible y servicios de umbral bajo 

Los sistemas de derivación en materia de drogas (DRS, 

por sus siglas en inglés) son alianzas entre la policía y 

los servicios locales en materia de drogas que utilizan 

una detención como una oportunidad para que los 

trabajadores independientes en materia de drogas 

ofrezcan ayuda a los detenidos y les deriven a los servi-

cios de tratamiento adecuados, principalmente como 

un medio para reducir sus delitos relacionados con las 

drogas. Además, también pueden proporcionar una 

vía hacia los servicios de pruebas y orientación sobre 

VIH, la terapia antirretroviral (TAR), la prevención y el 

tratamiento de las infecciones de transmisión sexual 

(ETS), la vacunación, el diagnóstico y el tratamiento 

de la hepatitis viral, y la prevención, el diagnóstico y 

el tratamiento de la tuberculosis (TB). Los DRS per-

miten que los trabajadores en materia de drogas con 

formación especial (trabajadores de derivación de 

detención por drogas) se pongan en contacto con los 

detenidos mientras se encuentran bajo custodia de 

la policía y tengan tiempo suficiente para entrevistar 

al detenido y cumplimentar un formulario de «evalu-

ación de necesidades», que servirá de base para un 

plan de tratamiento y atención.

PI 19: Fomentar que los testigos llamen a los servicios 

sanitarios para los consumidores que lo necesiten

La policía puede evitar las detenciones en la escena de 

una sobredosis de drogas y al hacerlo, fomentar que 

la gente pida ayuda médica sin demora y sin temor a 

ser procesados. Los consumidores de drogas también 
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deben poder llamar a los servicios de ambulancias y 

de salud de forma anónima.

PI 20: Crear una base de datos centralizada para la 

monitorización sistemática de las necesidades sanitarias 

específicas de los diferentes grupos de consumidores 

de drogas

Los riesgos de consecuencias perjudiciales del uso 

de sustancias varían sustancialmente dependiendo 

del tipo de sustancia y el patrón de uso, incluyendo 

la frecuencia, la cantidad y el consumo concurrente 

de varias drogas. El conocimiento de los patrones 

cuantitativos y cualitativos del consumo de drogas es 

un elemento clave para el desarrollo de las políticas 

en materia de drogas adaptadas a subgrupos de alto 

riesgo, sus necesidades individuales y las demandas 

contextuales. A nivel europeo, el seguimiento del 

consumo de sustancias se basa en procedimientos 

organizados por el Observatorio Europeo de las Drogas 

y las Toxicomanías (OEDT) para las drogas ilegales 

y por la Agencia Europea de Medicamentos (EMA) 

para los fármacos con receta, en el contexto de la 

farmacovigilancia. Además de la información sobre 

los grupos de consumidores y sus patrones de uso, se 

precisa un sistema integrador para evaluar el poten-

cial de abuso de diversas sustancias psicoactivas, así 

como las consecuencias de ese uso en lo tocante a la 

morbilidad y la mortalidad.

Un sistema de vigilancia centralizado sería de gran 

ayuda para desarrollar políticas adaptadas a las nece-

sidades individuales y las demandas contextuales y 

para evaluar el impacto de las medidas para minimizar 

el riesgo de abuso.

El contacto físico entre los agentes 
policiales y los presuntos delincuentes 
por drogas

La vigilancia policial práctica y el contacto físico entre 

los agentes policiales y los presuntos delincuentes 

por drogas presentan un riesgo de uso inadecuado 

de la fuerza, de violación de los derechos humanos, 

así como de daño físico y mental y angustia. Cada uno 

de estos elementos tiene previsiblemente efectos 

adversos para la salud de las víctimas (133). Se ha 

denunciado la violencia y el uso excesivo de la fuerza 

contra los consumidores de drogas en diversas zonas 

geográficas (134-138), así como violaciones de los 

derechos humanos, incluyendo extorsión a presuntos 

consumidores de drogas, desintoxicación forzada y 

pruebas obligatorias del VIH (139; 140).

Posibles intervenciones (PI)

 PI 15: Incluir apoyo psicosocial y prácticas preventivas 

de reducción de daños en los programas de formación 

para el personal penitenciario y los servicios policiales

PI 16: Implementar programas de vigilancia y prevención 

comunitarios 

PI 17: Desarrollar e implementar indicadores de rendi-

miento del servicio policial en función de objetivos de 

seguridad y de salud pública

PI 21: Implementar mecanismos para la rendición de 

cuentas de los agentes policiales y visibilizarlos

La policía y las fuerzas del orden son la manifesta-

ción más visible de la autoridad gubernamental. Las 

Naciones Unidas han articulado un conjunto de prin-

cipios para los organismos policiales que incluyen la 

aplicación de la ley por igual a todos los ciudadanos, 

orientación sobre el uso de la fuerza, garantías de 

seguridad y trato justo a las personas detenidas o 

arrestadas, permitir que la comunidad responsabilice a 

los funcionarios de policía por sus acciones, y proteger 

los derechos de mujeres, jóvenes y refugiados (141). 

La práctica policial democrática exige que la policía 

rinda cuentas ante los ciudadanos, sus representantes, 

el Estado y la ley.

Las facultades de los servicios de policía deben ser 

verificadas y fiscalizadas por la población a través 

de procesos de rendición de cuentas, y es preciso 

desarrollar “medidas eficaces propias para garantizar 

la integridad del personal de policía y su adecuado 

comportamiento”. Los informes de evaluación del 

rendimiento y de rendición de cuentas serán previ-

siblemente importantes herramientas para los altos 

mandos policiales a la hora de evaluar y responder 

a las denuncias por prejuicios raciales, patrones de 

comportamiento abusivo, o falta de protección.

PI 22: Desarrollar mecanismos independientes y trans-

parentes de denuncia civil 

La existencia de un órgano de supervisión ciudadana 

con responsabilidades sobre la tramitación de quejas 

contra la policía es un requisito esencial de rendición 

de cuentas y transparencia y un requisito previo en un 

entorno democrático. Una finalidad estatutaria están-

dar, en las jurisdicciones en las que se han codificado 

los sistemas de queja policial, consiste en responsa-

bilizar a los funcionarios de policía en los procesos 

penales y disciplinarios sobre la base de las pruebas 

obtenidas en la investigación de una denuncia (142).

Un sistema eficaz de denuncias policiales puede 

reducir el riesgo de desarrollo de una cultura de la 

impunidad. Un sistema de denuncias sirve como un 

medio por el cual la policía, los fiscales y los tribunales 

identifican los actos y omisiones de comportamiento 

delictivo, mala conducta y rendimiento insuficiente 

por parte de los agentes de policía. Las culturas de 

la impunidad son susceptibles de desarrollarse como 

resultado de la falta de adopción, por parte de los 

mandos policiales, los fiscales y los tribunales, de las 

medidas adecuadas contra un funcionario, por un lado, 

o la reticencia de los ciudadanos a denunciar debido 

a su falta de confianza en el sistema de denuncias, por 

otra parte. Las instituciones de supervisión pueden 

incluir el ejecutivo (control político, control financiero 
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y supervisión horizontal por los organismos guberna-

mentales), el legislativo (parlamentarios, comisiones 

parlamentarias de investigación), el poder judicial, así 

como las comisiones de derechos humanos, las juntas 

de revisión de denuncias civiles o los defensores del 

pueblo independientes. Asimismo, los medios de 

comunicación pueden desempeñar un papel impor-

tante al facilitar información a la población sobre las 

actividades de la policía.

Barreras para la implementación de 
programas de reducción de daños en los 
centros penitenciarios

En muchos países, los delitos relacionados con las 

drogas representan uno de los principales motivos 

de encarcelamiento y los consumidores de drogas 

constituyen una gran parte de la población reclusa 

(13). Aunque algunos presos ponen fin o reducen su 

consumo de drogas tras la entrada en prisión, otros 

se inician en el consumo de drogas o desarrollan 

comportamientos más perjudiciales durante el encar-

celamiento (143). El consumo y la inyección de dro-

gas a menudo continúan mientras se encuentran en 

prisión. Además, las intervenciones que han reducido 

las inyecciones y los riesgos sanitarios relacionados 

con estas en entornos comunitarios a menudo siguen 

sin estar disponibles en prisión (144; 145). El acceso a 

jeringuillas estériles es, con frecuencia, muy escaso. 

La investigación sugiere que el 50 % o más de los 

consumidores de drogas declaran haberse inyectado 

mientras se encontraban en prisión (146-148), y una 

proporción sustancial de los internos que se inyectan 

drogas participan en intercambios de agujas y jerin-

guillas durante el encarcelamiento. El intercambio 

de agujas y jeringuillas aumenta el riesgo de infec-

ciones contagiosas y de problemas relacionados con 

la salud como las lesiones en las venas, cicatrices y e 

infecciones bacterianas y virales. A nivel mundial, los 

niveles de prevalencia del VIH dentro de las poblacio-

nes reclusas tienden a ser mucho mayores que en la 

población general (149).

Además, la interrupción del tratamiento debido al 

encarcelamiento o después del encarcelamiento 

puede conducir a graves consecuencias sanitarias 

para los delincuentes condenados. Estas consecuen-

cias se derivan de la indisponibilidad de opciones 

de tratamiento en los centros penitenciarios para 

los internos que han estado en tratamiento antes 

de su encarcelamiento, o bien son resultado de no 

poder continuar el tratamiento tras la excarcelación. 

La interrupción del tratamiento tras la excarcelación 

puede conducir al consumo de drogas callejeras de 

nuevo, ocasionando un alto riesgo de sobredosis y 

muerte. Los mismos riesgos existen al revés, cuando 

los presos no pueden continuar el tratamiento en 

prisión. Se pueden bocasionar riesgos adicionales 

en el encarcelamiento de corta duración, incluida la 

detención policial y la detención preventiva, donde a 

menudo no se proporcionan opciones de tratamiento 

adecuadas (150).

Un problema principal en este sentido es la coordi-

nación y cooperación inadecuadas, o ausencia de 

estas, entre los sistemas sanitarios penitenciarios y 

los sistemas de salud pública fuera de los centros 

penitenciarios. A menudo, la asistencia sanitaria en los 

centros penitenciarios opera en aislamiento completo 

del sistema general de salud, menoscabando la calidad 

y la continuidad de la atención médica tras la excarcel-

ación. Esto puede ocasionar retrasos en la derivación 

al tratamiento y, por consiguiente, no está asegurada 

la necesaria continuación de la atención. Además, la 

falta de servicios sanitarios adecuados en las prisiones 

dificulta significativamente la reinserción social de los 

reclusos y conduce al mismo tiempo a la propagación 

de enfermedades transmisibles y potencialmente 

mortales en las prisiones y en la comunidad (151).

Los principios básicos de las Naciones Unidas para 

el tratamiento de los reclusos reconocen que “los 

reclusos tendrán acceso a los servicios de salud de que 

disponga el país, sin discriminación por su condición 

jurídica” (Asamblea General de las Naciones Unidas, 

1990).6 Sin embargo, en muchos países de la UE, las 

autoridades se resisten a implementar programas de 

reducción de daños en entornos como las prisiones 

o los centros de detención. Esto predispone a los 

grupos marginados a un mayor riesgo de contraer 

el VIH/sida y otras enfermedades infecciosas, ya que 

quedan excluidos entonces de las intervenciones y 

servicios de salud pública. La falta de acceso y de dis-

ponibilidad de la asistencia sanitaria y los servicios de 

reducción de daños en las prisiones plantean graves 

preocupaciones éticas y morales.

Además, la introducción de medidas de reducción 

de daños y promoción de la salud en las prisiones 

también protege al resto de la población, puesto que 

la mayoría de los reclusos están en prisión sólo por 

períodos temporales relativamente cortos y luego 

son excarcelados en sus comunidades. Las medidas 

6. Las Reglas mínimas de las Naciones Unidas para el trata-

miento de los reclusos (152) y las reglas de las Naciones 

Unidas para el tratamiento de las reclusas y medidas no 

privativas de libertad para las mujeres delincuentes (las 

Reglas de Bangkok) (153). La Directriz revisada 6 de las 

directrices de las Naciones Unidas sobre el VIH/SIDA y los 

derechos humanos (154) establece que los Estados deben 

“tomar también las medidas necesarias para asegurar a 

todas las personas, sobre una base sostenida e igualitaria, el 

suministro de y la accesibilidad a bienes de calidad, servicios 

e información para la prevención, tratamiento, atención 

y apoyo del VIH/SIDA”. Las Directrices de la OMS de 1993 

sobre la infección por el VIH y el sida en las cárceles (155) 

establecen lo siguiente: “En los países en que se facilitan 

jeringas y agujas hipodérmicas limpias a los usuarios de 

drogas inyectables en la comunidad, debe tomarse en 

consideración la posibilidad de proporcionar instrumental 

hipodérmico limpio, durante la detención y en el momento 

de la liberación, a los presos que lo soliciten”.
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de prevención del VIH/sida y de reducción de daños 

también protegerán a la población general, mientras 

que la denegación del acceso situará a los no consumi-

dores en riesgo respecto de estos daños.

Posibles intervenciones (PI)

PI 23: Prestar servicios de tratamiento y rehabilitación 

pertinentes en las prisiones, centros de detención e insta-

laciones para refugiados e inmigrantes

Tal y como recomiendan la OMS, UNODC y ONUSIDA, 

los gobiernos pueden introducir, o ampliar, los pro-

gramas de intercambio de jeringuillas (PIJ) con el fin 

de evitar y prevenir la amenaza de epidemia del VIH 

entre los reclusos que se inyectan drogas. Los presos 

deben tener acceso fácil y confidencial a los PIJ, y los 

reclusos y el personal deben recibir información y 

educación acerca de los programas y participar en su 

diseño e implementación. Esto no debe debilitar ni 

impedir la prestación de programas de tratamiento 

de drogodependencia, incluyendo OST, sino actuar 

como una intervención complementaria que proteja 

el estado de salud de los consumidores de drogas. 

Los gobiernos podrían introducir OST en la estrategia 

sanitaria penitenciaria, ya que ofrece la oportunidad 

de que los presos eviten el uso de agujas y el inter-

cambio de jeringuillas.

PI 24: Facilitar programas de vacunación adecuados y 

medidas profilácticas a los consumidores de drogas y 

las personas vinculadas a éstos

Se recomienda la vacunación para las personas cuando 

pueda producirse una exposición a los fluidos cor-

porales o dispositivos contaminados, incluidos los 

trabajadores sanitarios, las personas que se inyectan 

drogas, los hombres que tienen relaciones sexuales 

con hombres, los reclusos, las personas con un historial 

de infecciones de transmisión sexual, y las personas 

que tienen relaciones sexuales sin protección (156). 

Las vacunas contra el VHB pueden reducir signifi-

cativamente el riesgo de infección (157) y ofrecer 

protección contra la infección para más del 90 % 

de los individuos sanos (158). De conformidad con 

las Normas Internacionales para el tratamiento de 

los trastornos por el uso de drogas de la UNODC y la 

OMS (159), los servicios de tratamiento deben ofrecer 

vacunas contra la hepatitis B a todos los pacientes 

dependientes de opiáceos. Sin embargo, en muchos 

países, sólo se han realizado escasos esfuerzos para 

la implementación práctica de las vacunas contra la 

hepatitis B. Actualmente no existen vacunas contra 

el VIH o el VHC.

Efectos de los elevados márgenes de beneficio y 

niveles de precios de las drogas ilegales

La UNODC estima que las drogas ilegales representan 

aproximadamente el 20 % del producto de los delitos 

globales y equivalen a aproximadamente el 0,6-0,9 % 

del producto interior bruto global (160). En 2013, se 

estima que el mercado minorista de drogas ilícitas en 

la UE ascendió, por lo menos, a 24 000 millones de 

euros (11). El mercado de las drogas está constante-

mente desarrollándose y adaptándose a las nuevas 

tendencias e innovaciones técnicas. En los últimos 

años, también se han detectado mercados de drogas 

ilegales en plataformas basadas en Internet. Algunas 

ventas por Internet se realizan a través de sitios web 

de superficie abierta, mientras que otras operaciones 

se realizan a través de la “red oscura”, una parte cifrada 

de Internet (11). Cuando se combina con el uso de 

criptomonedas, los distribuidores y los compradores 

son difíciles de identificar y localizar para las autori-

dades legales.

Los beneficios ilegales fluyen por fuera de los sistemas 

financieros y por lo tanto están exentos de control 

financiero, contabilidad y tributación. El desarrollo 

de los mercados ilegales por lo tanto tiene conse-

cuencias de amplio alcance para la sociedad y para 

las personas, ya que afecta a la economía legal, a la 

seguridad nacional e internacional, a las instituciones 

gubernamentales y a la sociedad en su conjunto. 

Además, el alto nivel de precios de las drogas ilegales 

tiene consecuencias para los consumidores de drogas, 

ya que hace que les sea más difícil mantener su hábito 

a través de medios legales.
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Cuadro 4 – Efectos no sanitarios del comercio de drogas ilegales

Mecanismos Consecuencias indeseadas
Consumi-

dores

No 

consu-

midores

Posibles intervenciones (PI)

Elevados 

márgenes 

de beneficio.

Atraer y financiar grupos 

de delincuencia orga-

nizada, incluidas las 

actividades terroristas.

Aumento del riesgo de 

narcotráfico y corrupción.

Actividades de blan-

queo de capitales.

Alto nivel de violencia, 

motivación criminal y 

asunción de riesgos.

X

X

X

X

X

X

X

X

PI 25: Obtener el compromiso 

político para las respuestas basa-

das en las pruebas para enfren-

tarse al narcotráfico, las ventas 

y la delincuencia organizada.

PI 26: Fortalecer la cooperación 

internacional, incluidas las orga-

nizaciones de la sociedad civil.

PI 27: Concentrar las interven-

ciones de aplicación de la ley 

en la producción, el tráfico y la 

delincuencia organizada.

PI 28: Introducir instrumentos 

legales contra el blanqueo de capi-

tales y la incautación de activos.

Altos niveles 

de precios

Los consumidores 

de drogas cometen 

delitos patrimoniales 

para financiar su con-

sumo de drogas.

X X PI 6, PI 10, PI 11, PI 12

PI 29: Mejora de los medios para la 

rehabilitación de los consumidores 

de drogas que cometen delitos.

El comercio ilegal de drogas conduce 
a altos márgenes de beneficio

Los mercados de drogas ilegales resultan atractivos 

para los delincuentes y los grupos de delincuencia 

organizada, debido a los altos márgenes de beneficio 

y porque el dinero se desvía fuera de los flujos finan-

cieros legales. Ambos factores contribuyen a explicar 

los vínculos observados con otras operaciones de la 

delincuencia organizada. El volumen sustancial de 

dinero relacionado con la droga que viaja por flujos 

no detectados por todo el mundo hace que este mer-

cado negro resulte de gran interés para otras redes de 

delincuencia organizada, en particular las dedicadas 

al blanqueo de capitales, el tráfico de personas, el 

contrabando de armas y el terrorismo. Los delitos 

relacionados con las drogas y los no relacionados con 

estas están conectados de diferentes maneras. Los 

grupos terroristas ven en el mercado de las drogas 

ilegales la oportunidad de obtener financiación para 

sus actividades, provocando, como un ejemplo de 

los daños directos, tensas relaciones internacionales 

(161). Otro ejemplo sucede cuando los beneficios 

generados en los mercados de drogas ilegales fomen-

tan la diversificación en otras actividades ilícitas, y las 

redes y la infraestructura logística establecidos para 

este fin se utilizan también para traficar con otras 

mercancías (11).

El desvío de importantes sumas de dinero causa 

daños económicos a los sistemas financieros y a los 

presupuestos estatales por igual. La corrupción de 

los funcionarios públicos, desde los agentes policia-

les de bajo nivel en un extremo del espectro hasta 

los miembros de alto nivel del poder judicial y los 

políticos en el otro extremo, es una característica 

sistemática de todos los mercados ilícitos. Los mer-

cados de drogas han sido identificados como una 

de las dos influencias más corruptoras en Europa, y 

los grupos de delincuencia organizada abordan más 

comúnmente a policías de bajo rango y empleados 

de la Administración pública (11). El objetivo al 

corromper a los agentes policiales es normalmente 

obtener información sobre las investigaciones u opera-

ciones, o proteger actividades ilegales en curso. La 

presión ejercida por magistrados o fiscales corruptos 

puede, por ejemplo, obstruir investigaciones policiales 

de personas influyentes que son miembros de redes 

delictivas. La corrupción de funcionarios públicos en 

todos los niveles, y muy especialmente en el ámbito 

de las fuerzas del orden, las instituciones judiciales y 

los sistemas penitenciarios, es un factor importante 

para asegurar el funcionamiento ágil de los mercados 

ilegales. Esto, por consiguiente, produce un efecto 

corrosivo sobre las instituciones públicas, socavando 

la autoridad gubernamental (11).
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Una proporción significativa de la actividad de 

blanqueo de capitales se basa en el efectivo, es de 

baja tecnología e intensivo en mano de obra. Los 

sectores empresariales más afectados incluyen la 

gastronomía, la industria del juego y los casinos, el 

comercio minorista, y en especial los sectores de 

alimentación, ropa, y transporte (162). Este tipo de 

blanqueo de capitales de «bajo nivel» representa 

aproximadamente el 20 % de todos los fondos blan-

queados (163). El narcotráfico genera grandes sumas 

de dinero que a la postre han de ser transferidas a los 

mercados financieros legales. Aunque es difícil estimar 

la magnitud de los flujos financieros ilícitos, se pre-

sume que el narcotráfico es una parte importante de 

todos los fondos ilícitos de Europa. Se calcula que el 

tráfico ilícito de drogas representa aproximadamente 

el 20 % de todos los ingresos delictivos y alrededor 

del 50 % de todos los ingresos de la delincuencia 

organizada transnacional en 2009 (160). Se estima 

que los mercados de drogas ilícitas en la UE (heroína, 

cocaína, marihuana, anfetaminas y éxtasis) repre-

sentan una cuarta parte de los ingresos de todos los 

mercados minoristas ilícitos (162). El OEDT presupone 

que alrededor del 44 % de los beneficios minoristas se 

blanquean desde los mercados europeos de drogas 

y estima que, basándose en esa suposición, podría 

blanquearse una cifra de hasta 11 000 millones de 

euros derivada del comercio minorista de drogas en 

la UE al año (11).

La violencia puede verse como un componente inher-

ente y sistémico del mercado de drogas ilícitas y puede 

ser el resultado de diferentes factores. En primer lugar, 

puede ser el resultado de los efectos que tienen las 

drogas sobre los consumidores individuales, tales 

como la violencia derivada de la psicosis inducida por 

drogas, o como parte de un delito patrimonial, como 

el robo. Además, la producción y el tráfico de drogas 

ilícitas están vinculados a delitos violentos, incluyendo 

los homicidios (guerras de bandas, etc.). La violencia 

puede utilizarse para obtener o mantener cuotas de 

mercado o para resolver disputas (164; 165). Esto está 

relacionado con la falta de mecanismos legítimos de 

resolución de problemas en los mercados ilegales. Los 

conflictos que afectan a partes que están involucradas 

en actos delictivos están destinados a resolverse fuera 

del ordenamiento jurídico, y de ahí el aumento de la 

probabilidad de las soluciones violentas.

La influencia del comercio ilegal de drogas sobre la 

delincuencia organizada, el terrorismo, la corrupción, 

el blanqueo de capitales y la violencia relacionada 

con los mercados tiene sustanciales efectos negati-

vos sobre la sociedad y los miembros individuales, 

incluidos los consumidores de drogas. Los consumi-

dores de drogas pueden verse afectados por la delin-

cuencia organizada, el terrorismo y otras actividades 

ilícitas tanto como otros miembros de la sociedad, 

pero además pueden verse afectados de manera 

más directa a través de sus actividades relacionadas 

con las drogas. En un entorno de corrupción, por 

ejemplo, los funcionarios policiales corruptos pueden 

animar a los consumidores de drogas a comprar su 

escapatoria de una investigación penal mediante el 

pago de sobornos.

Posibles intervenciones (PI)

PI 25: Obtener el compromiso político para enfrentarse 

al narcotráfico, las ventas, y la delincuencia organizada

Para obtener los recursos humanos y económicos 

necesarios para enfrentarse a y reducir el tráfico, la 

venta y la delincuencia organizada, se necesita un 

compromiso político. Las diferentes formas y modali-

dades de los mercados de drogas ilegales requieren 

un enfoque coordinado de reducción de la oferta por 

parte de múltiples organismos. Las medidas aplicadas 

y las intervenciones deben basarse en las pruebas. Si 

bien la reducción de la oferta es un área clave de la 

política en materia de drogas, hay grandes lagunas en 

la base de conocimientos existente (166). El trabajo 

en curso realizado por el OEDT en el desarrollo de 

indicadores de reducción de la oferta constituye un 

paso importante hacia unas políticas más basadas en 

pruebas y más eficaces en este ámbito (167).

PI 26: Fortalecer la cooperación internacional, incluidas 

las organizaciones de la sociedad civil

La actuación colaborativa entre la sociedad civil y 

las autoridades públicas conduce a un desarrollo 

y a una implementación más dinámicos, eficientes 

y eficaces de las políticas y planes de actuación en 

materia de drogas. En particular en la política en 

materia de drogas, que influye en una amplia gama 

de ámbitos de actuación y aspectos de interés, los 

actores transversales o de la sociedad civil organiza-

dos en red a menudo pueden superar las barreras 

sectoriales mucho más fácilmente que los actores de 

la Administración pública. Además, la cooperación 

con la sociedad civil asegura que los ciudadanos no 

sean ajenos al proceso político, una preocupación 

de las democracias modernas. Las aportaciones de 

la sociedad civil generan un valor añadido a la plani-

ficación de políticas y al proceso de implementación, 

reforzando la legitimidad, la calidad, la comprensión y 

la aplicabilidad a largo plazo de las iniciativas políticas. 

Las organizaciones de la sociedad civil proporcionan 

una amplia gama de aportaciones al desarrollo y a la 

implementación de políticas (168).

La creación de redes internacionales entre los dife-

rentes grupos de interés y organismos a nivel profe-

sional, tales como el Grupo de Aeropuertos del Grupo 

Pompidou, la Red Internacional para el Control de 

Precursores, y Cooperación de Europa Sudoriental, 

establece ejemplos de modelos prácticos, reforzados 

y flexibles de cooperación.



Consecuencias indeseadas de las políticas de control de drogas ► Página 43

PI 27: Concentrar las intervenciones de aplicación de 

la ley contra la producción, el tráfico y la delincuencia 

organizada

Con el fin de aumentar la eficacia y la eficiencia de la 

aplicación de la ley, se anima a muchos gobiernos a 

que concentren sus actividades de aplicación de la ley 

en la producción de drogas, el tráfico y las estructuras 

de la delincuencia organizada (1). Se debe facilitar 

una mayor cooperación, información e intercambio 

de inteligencia entre los equipos de seguridad espe-

cializados, que se centre en los grupos delictivos que 

trafican con estos diferentes tipos de drogas, para 

garantizar la ausencia de lagunas en el análisis estra-

tégico y las consecuentes respuestas policiales (11).

PI 28: Introducir instrumentos legales contra el blanqueo 

de capitales y la incautación de activos 

La identificación, la interrupción, y el desmantela-

miento de los grupos de delincuencia organizada 

involucrados en el narcotráfico, el blanqueo de capi-

tales y la corrupción son elementos clave de las acti-

vidades de aplicación de la ley en Europa. Existen 

diferentes instrumentos legales, como el seguimiento, 

el embargo, la incautación y la confiscación de activos 

tanto a nivel nacional como internacional (169). La coo-

peración judicial en casos de blanqueo transfronterizo 

de capitales es de suma importancia para conseguir 

que estos instrumentos funcionen con eficacia. Por 

otra parte, hay que tener en cuenta que para que el 

blanqueo de capitales sea eficaz, se necesitan faci-

litadores que trabajen en los sectores financiero y 

legal. Uno de los factores facilitadores clave en estos 

sectores es la negligencia o incompetencia al aplicar 

las medidas contra el blanqueo de capitales (170). 

Las autoridades deben estar atentas a esto y deben 

garantizar procedimientos y mecanismos adecuados 

de supervisión.

El comercio ilegal de drogas conduce a 
nivel elevado de precios

Como se ha mencionado en el punto 3.2.2, las com-

pensaciones económicas por el riesgo de respuestas 

legales graves al que se enfrentan los implicados en la 

fabricación y el tráfico de drogas han llevado a un nivel 

elevado de precios para las drogas ilegales. Además 

de las consecuencias para la salud ya expuestas, el alto 

nivel de precios también hace que sea difícil que los 

consumidores de drogas y, en particular, los consumi-

dores de drogas problemáticos, satisfagan su hábito 

únicamente por medios legales. Los fondos necesarios 

se obtienen a menudo a través de diversas formas de 

delincuencia adquisitiva, la prostitución y el narco-

tráfico, tales como el narcotráfico a pequeña escala 

como un medio para obtener drogas como pago en 

especie. El fraude, los delitos contra la propiedad y el 

robo son comúnmente mencionados como fuentes 

de ingresos de los consumidores de drogas (80) y 

algunos estudios sugieren que los robos aumentan 

como consecuencia de los aumentos de precios en 

los mercados de drogas ilegales (171). Estas activi-

dades ilegales de generación de ingresos ocasionan 

perjuicios y costes sustanciales para la sociedad en 

su conjunto (172) y tienen repercusiones negativas 

sobre la conducta y el comportamiento económico 

de muchos consumidores de drogas. También pueden 

arrastrar a muchos consumidores a circunstancias en 

las que están más expuestos al riesgo de ser coac-

cionados a la explotación y el tráfico sexual (173).

Tal como se pretende, la disponibilidad reducida y los 

altos niveles de precios se suman a la complejidad de 

la obtención de drogas y es probable que reduzcan 

el consumo. Los consumidores de drogas como la 

heroína y las anfetaminas responden a los aumen-

tos de precios reduciendo su consumo (174), pero 

la propiedad adictiva de muchas sustancias puede 

disminuir esta respuesta en cierta medida. Uno de los 

resultados del elevado nivel de precios, sin embargo, 

es que los consumidores dedican una gran parte de 

su renta disponible y de su tiempo a tratar de obtener 

drogas y fondos, gastando menos en las necesidades 

diarias tales como alimentos, ropa, vivienda y otras 

necesidades vitales.

Posibles intervenciones (PI)

PI 6: Desarrollar estrategias de prevención: fomentar 

la sensibilización, facilitar información, educación y 

comunicación relevante dirigidas a grupos relevantes

PI 10: Aumentar las capacidades y mejorar las prácticas 

actuales de los servicios de umbral bajo para responder 

con mayor eficacia a las necesidades sanitarias y sociales 

de los consumidores de drogas7, incluyendo las inter-

venciones adaptadas a las personas que se inyectan 

drogas (inyectores)

PI 11: Fomentar el trabajo entre pares, y promover la 

formación entre pares en el trabajo de acercamiento 

(outreach work), incluyendo medidas para reducir las 

muertes relacionadas con las drogas, la participación 

temprana de los servicios de urgencias y medidas de 

acceso y uso de primeros auxilios

PI 12: Asegurar la distribución eficaz de naloxona a los 

servicios médicos y de urgencias para evitar las sobre-

dosis letales

PI 29: Mejora de los medios para la rehabilitación de los 

consumidores de drogas que cometen delitos 

7. Incluyendo, sin ánimo exhaustivo, la ampliación de los 

Programas de Intercambio de Jeringuillas (PIJ); los 

centros de consumo supervisado de drogas (SDCF, por 

sus siglas en inglés); los programas comunitarios de 

acercamiento (Community-based outreach programmes 

(COP)); el tratamiento de sustitución de opiáceos (OST, 

por sus siglas en inglés) y otros tratamientos para la 

drogadicción; la terapia antirretroviral (TAR); vacunación, 

diagnóstico y tratamiento de la hepatitis viral.
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Además de las diversas PI antes mencionadas, la adopción de medidas tales como el tratamiento, la educación 

y la formación, que se pueden utilizar como alternativas a, o además de, la condena o el castigo por delitos 

relacionados con las drogas, constituye un medio importante para la rehabilitación de los consumidores de 

drogas que están en conflicto con la ley. También es importante para la prevención de las consecuencias adversas 

y, a menudo, a largo plazo que pueden derivarse de una condena penal (véase el apartado 3.5 más adelante).

Efectos resultantes de la estigmatización

► La estigmatización, y las respuestas posteriores, como la discriminación y la marginación, pueden ser 

el resultado de:

► Consumir drogas ilegales/comportamiento delictivo

► Tener antecedentes penales

► Haber estado preso

► Haber sido detenido públicamente

La percepción de que los consumidores de drogas son «delincuentes» a menudo puede conducir a un com-

portamiento discriminatorio hacia ellos. Existe una preocupación creciente entre los responsables políticos 

y la gente en general acerca de la estigmatización de la drogodependencia y la posterior discriminación de 

los drogodependientes. La estigmatización de los drogodependientes ha ido en aumento en los países que 

han implementado medidas de austeridad (175). La aceptación política y social de la dependencia como una 

patología sanitaria, poco diferente de otras enfermedades crónicas, parece verse gravemente debilitada por 

la falta de conocimiento y la existencia de prejuicios y estigmatización en todos los niveles de la sociedad. La 

estigmatización también puede afectar a los consumidores recreativos de drogas ilegales.

Cuadro 5 – Efectos resultantes de la estigmatización

Mecanismos Consecuencias 

indeseadas

Consumi- 

dores

No con-

sumi-

dores

Posibles intervenciones (PI)

Estigmatización

debida a la percep-

ción de los consum-

idores de drogas 

como delincuentes. 

Baja autoestima y escasa 

motivación para que los 

consumidores de drogas 

participen en la actividad 

económica y la vida social. 

Acceso limitado o redu-

cido a la vida comuni-

taria y los servicios. 

Potencial exacerbación 

de formas ya existentes 

de discriminación.

Aumento de la dis-

posición a participar 

en actividades de esta-

tus bajo o ilegales. 

Aumento del riesgo 

de arresto y deten-

ción preventiva.

X

X

X

X

X

X

X

X

X

X

PI 16

PI 30: Reconocer e implemen-

tar las obligaciones diman-

antes de los instrumentos 

jurídicos internacionales y 

nacionales. 

PI 31: Generar sensibilización 

sobre las consecuencias de no 

respetar los derechos de los 

consumidores de drogas.

PI 32: Desarrollar manuales 

de buenas prácticas y for-

mación antidiscriminación 

para profesionwales.

PI 33: Establecer indicado-

res de rendimiento para 

evitar la discriminación y la 

estigmatización.

PI 34: Ofrecer oportunidades 

de empleo y formación profe-

sional para los consumidores 

de drogas.
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Efectos de la estigmatización

Una etiqueta delictiva puede llevar a los consumidores 

de drogas a identificarse a sí mismos como delincuen-

tes (baja autoestima), y también puede conducir a 

otros, como los empleadores, a identificar a los con-

sumidores como delincuentes. La estigmatización 

se deriva de un proceso de identificación interna y 

externa, y puede reducir tanto la oportunidad como 

la motivación para la participación en la vida social. 

Por ejemplo, la exposición socialmente visible a la 

actuación represiva, como una detención, tiene el 

potencial de perjudicar la reputación y la autoestima 

de un consumidor, lo que conduce a una menor moti-

vación para el éxito y la participación en la vida social.

Existe una relación de interdependencia entre la 

drogodependencia y el desempleo y la pobreza. El 

estigma del consumo de drogas y su criminalización 

puede reducir las perspectivas de empleo de una 

persona al reducir la productividad y las posibilidades 

de encontrar trabajo. A su vez, el desempleo puede 

causar estrés y ansiedad, dificultades financieras, insat-

isfacción y desafección, todos los cuales son factores 

de riesgo para la iniciación, perpetuación, intensifi-

cación o reanudación del consumo de drogas (176). 

Esto se ha descrito como un proceso de “desventaja 

acumulativa” (177). Además, las prácticas discrimi-

natorias aplicadas por los empleadores, que pueden 

estar relacionadas con los antecedentes penales o 

el estigma social como consumidores de drogas, a 

menudo reducen las posibilidades de encontrar un 

empleo estable o, en algunos casos hacen que sea 

imposible, sobre todo en tiempos de elevado des-

empleo general. Muchos consumidores de drogas 

son muy conscientes de esta estigmatización puesto 

que sus habilidades limitadas, su titulación escasa o 

inexistente y sus lagunas en su trayectoria laboral 

pueden hacer que la búsqueda de empleo resulte 

extremadamente difícil. Esto a menudo conduce a la 

conclusión de que la búsqueda de empleo no tiene 

ningún sentido (178) y, como consecuencia, hay un 

alto riesgo de que se asuma deliberadamente el papel 

de marginado social. Esto puede llevar a los consumi-

dores a vincularse a sí mismos con el mundo de los 

delincuentes y la actividad delictiva como fuente de 

identificación y de pertenencia, y como una manera 

de encontrar oportunidades para ganarse la vida.

La estigmatización y la posterior marginación de las 

personas que consumen habitualmente drogas tam-

bién tienen un impacto negativo sobre las relaciones 

sociales. El estigma y la exclusión social pueden llevar 

a la pérdida de capital humano, ya que las personas 

que consumen drogas son incapaces de contribuir o 

participar en la sociedad y la comunidad (179). El con-

sumo de drogas y su criminalización pueden arrastrar 

a los consumidores a los márgenes de la sociedad y 

crear distancia entre ellos y sus comunidades y familias. 

Los consumidores de drogas que son criminalizados 

pueden experimentar un debilitamiento de los lazos 

sociales con la sociedad convencional (180). Este 

desajuste social puede, a su vez, conducir a la reinci-

dencia y a un mayor consumo de drogas. Además, la 

marginación puede contribuir al consumo de drogas, 

al igual que el consumo de drogas puede contribuir a 

la marginación de algunos consumidores. De hecho, 

el consumo de drogas puede causar un deterioro de 

las condiciones de vida, mientras que los procesos 

de marginación social pueden ser una razón para 

iniciarse en el consumo de drogas (181). Varios fac-

tores de riesgo de marginación pueden atribuirse al 

consumo de drogas, incluyendo el desempleo, la falta 

de vivienda, la reducción del acceso a los servicios asis-

tenciales, el encarcelamiento, y la prostitución (181).

Se reconoce generalmente que los consumidores de 

drogas de ciertos grupos étnicos o minorías pueden 

experimentar un doble estigma. Esto se debe a la 

prevalencia de imágenes populares que caracterizan 

a las minorías visibles como consumidores de drogas 

habituales, sobre todo porque muchas drogas ilegales 

provienen de fuera de Europa. Como señala la UNODC, 

en el caso del abuso de sustancias, la gente a menudo 

culpa convenientemente a los “extranjeros”, “foraste-

ros” o unos genéricos “otros” de la propagación de 

las drogas y los problemas sociales asociados (182). 

Los datos existentes muestran, sin embargo, que hay 

pocas pruebas para que tales percepciones resulten 

ciertas. La información sobre el consumo de drogas, 

los patrones y las consecuencias dentro de las minorías 

sigue siendo escasa. El miedo a la estigmatización 

hace que la recopilación y difusión de datos resulte 

difícil. Por lo tanto, rara vez son posibles las compara-

ciones con la población en general sobre los niveles 

de consumo de drogas.

Las prácticas existentes en las investigaciones penales, 

la aplicación de la ley y los procedimientos penales 

varían en toda Europa, dependiendo de las leyes y los 

reglamentos existentes, así como de su interpretación. 

Existen diferencias notables en lo que se refiere al 

riesgo de detención y prisión preventiva de los pre-

suntos consumidores, distribuidores y traficantes de 

drogas. Aun así, parece que hay una tendencia general 

según la cual las personas de las se sospeche el con-

sumo de drogas o que sean consumidores conocidos 

se enfrentan a un mayor riesgo de detención o prisión 

preventiva. Esto a su vez conduce a un mayor riesgo 

de exposición a las consecuencias adversas de la 

detención y la prisión preventiva, incluidas la estig-

matización, la posible pérdida de empleo o vivienda 

y la tensión sobre las relaciones sociales. Estas conse-

cuencias afectan por igual tanto a los consumidores 

de drogas como a sus círculos familiares y sociales 

de manera adversa.
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Posibles intervenciones (PI)

PI 30: Reconocer las obligaciones dimanantes de los 

instrumentos jurídicos internacionales y nacionales 

En este contexto, es importante recordar que los 

gobiernos tienen la obligación dimanante de los 

instrumentos jurídicos internacionales y nacionales 

de salvaguardar los principios fundamentales de los 

derechos humanos y el Estado de derecho, que tam-

bién se aplican a los consumidores de drogas. Como 

se mencionaba en el capítulo 1, estas obligaciones 

se describen en el Convenio para la Protección de los 

Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales 

del Consejo de Europa (CdE) y en documentos de la 

ONU (8) y garantizan:

► El derecho a la vida

► El derecho a la protección de la salud

► El derecho a la no discriminación

► La prohibición de tratos inhumanos o 

degradantes

PI 31: Generar sensibilización sobre las consecuencias de 

no respetar los derechos de los consumidores de drogas 

Las consecuencias de no respetar los derechos huma-

nos, legales y sociales de los consumidores de drogas 

son diversas e integrales. Se precisa una mayor aten-

ción pública y un mejor conocimiento para aumentar 

la sensibilización de los grupos de interés pertinentes. 

La recopilación periódica de los datos adecuados y 

unos análisis sólidos ayudarán a los responsables 

políticos a emprender actuaciones.

Un ejemplo es la recopilación de datos relacionados 

con la etnicidad y la cultura. Este podría ser un instru-

mento beneficioso para dar forma a las intervenciones 

de la política en materia de drogas para grupos obje-

tivo específicos y podría dar lugar a la adopción de 

estrategias sobre drogas culturalmente sensibles. Esos 

datos pueden proporcionar información de referencia 

sobre la situación de los grupos minoritarios, la cual 

a su vez sirva de base para la actuación y posterior-

mente ayude a evaluar la eficacia de los resultados. 

La recopilación de datos pertinentes no tiene por qué 

ser estigmatizante, sino que puede ayudar a evitar 

los prejuicios y la discriminación. También sirve para 

evaluar la eficacia de las políticas, de modo que se 

puedan efectuar los cambios y ajustes necesarios (183).

PI 32: Desarrollar manuales de buenas prácticas y for-

mación antidiscriminación para profesionales 

La legislación europea contra la discriminación, una 

vez codificada por las directivas contra la discrimi-

nación de la UE y el artículo 14 y el Protocolo 12 del 

Convenio Europeo de Derechos Humanos, prohíbe la 

discriminación en una serie de contextos y ámbitos. La 

legislación europea contra la discriminación dimana 

de estas dos fuentes como sistemas complementarios, 

apoyándose en ellas indistintamente en la medida en 

que se solapen, destacando al tiempo las diferencias, 

si existen. Un manual, elaborado por el Consejo de 

Europa con un extenso cuerpo de jurisprudencia 

desarrollada por el Tribunal Europeo de Derechos 

Humanos y el Tribunal de Justicia de la Unión Europea 

en el ámbito de la no discriminación proporciona un 

punto de partida muy útil y accesible para desarrollar 

manuales nacionales contra la discriminación. El mate-

rial contenido en el manual está destinado a servir a 

los profesionales, incluyendo a los jueces, fiscales y 

abogados, así como a los funcionarios de policía, y de 

igual modo a los responsables políticos en la UE y los 

Estados miembros del Consejo de Europa, etc. (184).

PI 33: Establecer indicadores de rendimiento para evitar 

la discriminación y la estigmatización

Para garantizar la implementación efectiva de la 

política y la estrategia contra la discriminación, los 

indicadores de rendimiento son una herramienta 

importante y útil. Estos deben desarrollarse en dife-

rentes niveles, incluyendo indicadores sobre los 

tipos y niveles existentes de discriminación de los 

consumidores de drogas, indicadores de discrimi-

nación institucional y estructural e indicadores sobre 

las prácticas profesionales y las percepciones (185). 

Deberán llevarse a cabo auditorías sobre la base de 

estos indicadores en todas las instituciones y servicios 

pertinentes (186). En la práctica, esto incluiría las fuer-

zas del orden, los servicios sociales y de salud, así como 

otras instituciones que entran en contacto con los 

consumidores de drogas, tales como los organismos 

de vivienda y de empleo y las oficinas de protección 

social.

PI 34: Ofrecer formación profesional y oportunidades 

de empleo para los consumidores de drogas 

La relación entre el consumo de drogas y la situación 

laboral es compleja y se caracteriza por la causalidad 

recíproca: el consumo de drogas exacerba el riesgo de 

desempleo, mientras que el desempleo puede aumen-

tar el riesgo de consumo de drogas. Para romper 

este ciclo, son necesarios diferentes pasos. En primer 

lugar, deben identificarse y abordarse los problemas 

personales, de salud, de estilo de vida y de otro tipo 

de los consumidores de drogas antes de que estén 

listos para la formación profesional, la rehabilitación 

laboral y la conservación de un empleo remunerado 

(187). Después de esto, se precisan ofertas educativas 

adecuadas para mejorar los expedientes educativos 

deficientes y, posteriormente, deben ofrecerse cur-

sos de formación y cualificación profesional junto 

con posibilidades de empleo auxiliado o asistido. 

Este proceso debe ir acompañado de medidas tales 

como el asesoramiento en materia de deudas y la 

participación en grupos de autoayuda para apoyar 

el proceso de estabilización individual.
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Efectos de los antecedentes
penales y el encarcelamiento 
por delitos de drogas

Mientras que las consecuencias deseadas de los ante-

cedentes penales siguen siendo válidas en todos 

los aspectos, los efectos indeseados pueden reducir 

muchas oportunidades de vida social y pueden 

tener un efecto significativo sobre las relaciones 

interpersonales de los consumidores. Estas consecuen-

cias pueden incluir el alejamiento de los familiares y 

amigos y las limitaciones en el apoyo social disponible. 

Además, el encarcelamiento de los consumidores de 

drogas penados tiene importantes consecuencias 

indeseadas, que pueden tener grandes efectos sobre 

las sus vidas y sus oportunidades de rehabilitación.

Cuadro 6 – Efectos de los antecedentes penales y el encarcelamiento por delitos de drogas

Mecanismos Consecuencias indeseadas Consumi-

dores

No 

consumi-

dores

Posibles inter-

venciones (PI)

Limitación de opor-

tunidades debido 

a los antecedentes 

penales.

Empleabilidad reducida.

Acceso limitado a la vivienda.

Oportunidades educativas 

limitadas.

Movilidad restringida debido 

a las restricciones de viaje 

y la pérdida del permiso de 

conducir.

Aumento del riesgo de estig-

matización y exclusión social.

Aumento del riesgo de ser 

objeto de vigilancia e inves-

tigaciones policiales.

X

X

X

X

X

X

X

X

X

X

PI 29, PI 34

PI 35: Restringir el con-

tenido de los anteceden-

tes penales proporciona-

dos a efectos de empleo, 

vivienda, etc.

PI 36: Coordinación 

entre organismos y 

cooperación entre los 

servicios policiales, sani-

tarios y sociales.

PI 37: Formación del per-

sonal penitenciario y los 

funcionarios a cargo de 

la libertad condicional 

para ayudar a los con-

sumidores de drogasen 

libertad condicional a 

adquirir oportunidades 

de formación, empleo y 

vivienda.

C o n f i n a m i e n t o 

social y ruptura 

de vínculos con la 

comunidad debido 

al encarcelamiento.

Ruptura de vínculos con las 

redes individuales de apoyo 

social. 

Aumento del riesgo de reinci-

dencia y recaída.

Exposición a la violencia y los 

riesgos sanitarios relacionados 

con la subcultura carcelaria.

X

X

X X

PI 23, PI 24, PI 29, PI 34, 

PI 35

PI 38: Establecer salas 

libres de drogas y comu-

nidades terapéuticas en 

las prisiones.

PI 39: Fortalecer los 

vínculos entre las auto-

ridades penitenciarias y 

las autoridades locales.
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Limitación de oportunidades debido a 
los antecedentes penales 

Tras ser interceptados por los agentes de policía, los 

delitos tales como el narcotráfico, el menudeo o la 

producción de drogas por lo general generan ante-

cedentes penales para el infractor. En varios países, 

sin embargo, esto puede también ocurrir si un con-

sumidor de drogas problemático o un consumidor 

recreacional es detenido por consumo y/o posesión 

de drogas. Para los jóvenes en particular, que pueden 

estar consumiendo drogas por estar buscando riesgos, 

por espíritu de contradicción y/o por ser vulnerables, 

los efectos negativos de los antecedentes penales 

pueden ser sustanciales y de larga duración. Para 

todos los delincuentes por drogas, sin embargo, tener 

antecedentes penales por delitos relacionados con 

las drogas puede tener varios efectos graves pero 

indeseados.

Los antecedentes penales, especialmente cuando 

contienen delitos relacionados con las drogas, son con 

frecuencia un obstáculo para conseguir un empleo. 

Para muchas profesiones o tipos de centros de trabajo, 

un delito relacionado con las drogas es un criterio de 

exclusión para el empleo. Esto se suma a los efectos 

negativos de la estigmatización resultantes de la 

criminalización de las drogas. Además, cuando se 

intenta alquilar una vivienda, los antecedentes penales 

pueden también ser un obstáculo. Para muchos arren-

dadores, la existencia de una condena por un delito 

relacionado con las drogas constituye un motivo 

único y singular para rechazar el arrendamiento. Por 

lo tanto, el mercado de la vivienda se ha convertido 

cada vez más en un problema para los consumidores 

de drogas y un obstáculo para la reinserción de los 

consumidores de drogas problemáticos. Por otra parte, 

los antecedentes penales también pueden influir en 

las oportunidades educativas. Algunas instituciones 

educativas requieren la presentación de anteceden-

tes penales, y los delitos relacionados con las drogas 

constituyen un criterio de exclusión. En algunos países, 

los cursos conducentes a titulaciones en estudios 

médicos o farmacéuticos excluyen a las personas con 

antecedentes penales por delitos relacionados con 

las drogas a la hora de matricularse en los estudios o 

colegiarse para el ejercicio.

Los regímenes de visados y los requisitos de entrada 

en varios países excluyen a las personas con condenas 

previas por el consumo de drogas a la hora de entrar, 

ya sea para fines privados, educativos, profesionales 

o de otro tipo. Además, las condenas anotadas por 

delitos relacionados con las drogas a menudo condu-

cen al estigma de ser drogadicto y delincuente, con 

las consecuencias correspondientes de marginación 

y exclusión de la vida social y comunitaria convencio-

nal. Esto a su vez puede conducir a la reducción de la 

accesibilidad a los servicios sociales y sanitarios (véase 

el apartado 3.2 anterior). Por otra parte, las personas 

con antecedentes penales por consumo de drogas 

corren el riesgo de un aumento de la vigilancia policial 

y de convertirse en sospechosos en las investigaciones.

Posibles intervenciones (PI)

PI 29: Opciones alternativas de condena 

PI 34: Ofrecer formación profesional y oportunidades de 

empleo para los consumidores de drogas

PI 35: Restringir el contenido de los antecedentes penales 

proporcionados a efectos públicos

Para mitigar los efectos adversos de los anteceden-

tes penales, la legislación podría incluir plazos de 

prescripción (188):

► Ciertos tipos de delitos (leves) relacionados 

con las drogas se podrían eliminar de los ante-

cedentes penales después de un cierto período 

de tiempo.

► Los apercibimientos, las órdenes de servicios 

comunitarios y las órdenes de tratamiento 

podrían quedar exentos de su inclusión en los 

antecedentes penales.

► El contenido proporcionado a partir de los 

antecedentes penales para uso público (a los 

efectos de obtención de vivienda, empleo, etc.) 

podría ser restringido y excluir los delitos (leves) 

relacionados con las drogas.

► La infracción de las leyes administrativas podría 

excluirse en los antecedentes penales que se 

proporcionen para uso público.

PI 36: Coordinación y cooperación entre organismos

Con el fin de garantizar que las intervenciones dirigidas 

a contrarrestar las consecuencias indeseadas de los 

antecedentes penales se implementen eficazmente, 

es importante que se comprometan todas las partes 

interesadas y los organismos involucrados. Si esto 

no se logra, se corre el riesgo de que las diferen-

tes culturas y perspectivas institucionales anulen 

los efectos esperados. En este sentido, la formación 

conjunta sobre la sensibilización y la aplicación de 

diferentes opciones alternativas, tales como las antes 

expuestas, puede ayudar a asegurar la integración 

institucional y la búsqueda coherente de objetivos. La 

organización de actividades conjuntas de formación 

para los organismos policiales, judiciales, y sociales y 

sanitarios será probablemente un medio eficaz para 

aumentar la cooperación en el logro de la coherencia 

política intersectorial.

PI 37: Formación del personal penitenciario y los fun-

cionarios a cargo de la libertad condicional 

El personal penitenciario y los funcionarios a cargo de 

la libertad condicional que ayudan a adquirir oportuni-

dades de formación, empleo y vivienda, desempeñan 

una función clave en la reinserción de los penados y 

deben llevarse a cabo esfuerzos específicos con el 
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fin de prestar asistencia. El empleo y la vivienda son 

factores cruciales para una reinserción exitosa de 

los penados en la sociedad, toda vez que la falta de 

vivienda y empleo adecuados son causas frecuentes 

de recaída en el consumo de drogas y la reincidencia 

delictiva. Desde esta perspectiva, la formación del 

personal penitenciario y de los funcionarios a cargo 

de la libertad condicional es especialmente prioritaria.

Confinamiento social y ruptura de 
vínculos con la comunidad debido al 
encarcelamiento 

Los consumidores de drogas constituyen una parte 

significativa de la población reclusa en general, 

muchos de los cuales han consumido drogas ilícitas 

en algún momento, y muchos de los cuales tienen 

problemas crónicos de consumo de drogas. Debido a 

la ilegalidad del mercado de las drogas y al alto coste 

del consumo de drogas, a menudo financiado por la 

actividad delictiva, las formas más problemáticas del 

consumo de drogas van acompañadas de un aumento 

del riesgo de encarcelamiento (189).

El proceso de detención y encarcelamiento y la actitud 

hacia los consumidores durante el encarcelamiento 

puede aumentar el riesgo de violencia y de otros actos 

específicos de la subcultura carcelaria. Los efectos 

negativos del encarcelamiento se ven agravados por el 

potencial de participación delictiva continuada como 

resultado de la drogadicción y la exposición diaria a 

las redes delictivas en el medio penitenciario. Ser un 

recluso, especialmente uno condenado por un delito 

de drogas, aumenta el riesgo de grave estigma social 

y discriminación. Esto crea una situación que puede 

dar lugar a importantes dificultades para la reinserción 

social y la independencia económica tras la ejecución 

de la sentencia y el regreso a la comunidad. Muchas 

veces, los efectos negativos del encarcelamiento 

también se reflejan en las familias y otros familiares 

cercanos de los presos.

Como consecuencia de la ruptura de los vínculos con 

las redes familiares y sociales durante el período de 

encarcelamiento, los presos se exponen a una serie de 

retos físicos, prácticos y psicosociales tras su excarcel-

ación y durante el regreso a sus comunidades. Entre 

estos retos se incluye el potencial aislamiento social y 

el no encontrar empleo y vivienda, entre otros. Estos 

retos aumentan el riesgo de recaída y/o consumo de 

drogas, así como de implicación en actividades delic-

tivas. Otra consecuencia es un aumento significativo 

del riesgo de mortalidad entre los que regresan al 

consumo callejero de drogas (190).

Posibles intervenciones (PI)

PI 23: Prestar servicios de tratamiento y rehabilitación 

pertinentes en las prisiones, centros de detención e insta-

laciones para refugiados e inmigrantes

PI 24: Facilitar programas de vacunación adecuados y 

medidas profilácticas a los consumidores de drogas y 

las personas vinculadas a éstos

PI 29: Opciones alternativas de condena 

PI 34: Ofrecer formación profesional y oportunidades 

de empleo para los consumidores de drogas

PI 35: Restringir el contenido de los antecedentes penales 

proporcionados a efectos públicos 

PI 38: Establecer salas libres de drogas y comunidades 

terapéuticas en las prisiones

Las salas libres de drogas y las comunidades terapéu-

ticas han demostrado ser un medio eficaz de reducir la 

exposición a la subcultura carcelaria delictiva a la que 

con frecuencia se ven arrastrados los reclusos consumi-

dores de drogas (191). La cárcel puede presentar una 

oportunidad para entrar en tratamiento y el medio 

penitenciario permite la creación de comunidades 

terapéuticas y salas libres de drogas. Varios proyectos 

piloto han demostrado el éxito de este enfoque, que 

por un lado deriva a los reclusos consumidores de 

drogas a terapia y tratamiento, y por otra parte presta 

una atención exhaustiva a quienes estaban en terapia 

antes de su encarcelamiento (191).

PI 39: Fortalecer los vínculos entre las autoridades peni-

tenciarias y las autoridades locales 

Deben mejorarse los vínculos de cooperación y 

comunicación entre los servicios sanitarios peni-

tenciarios y los situados fuera de las prisiones. Las 

reuniones periódicas a nivel regional o comunitario 

y la formación conjunta del personal médico de los 

servicios sanitarios penitenciarios y de los servicios 

sanitarios públicos pueden ser un medio muy eficaz 

a este respecto.
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Capítulo 4

Análisis

Aunque se reconoce que la política de control de 

drogas es un elemento importante de un enfoque inte-

grado y equilibrado para contrarrestar los problemas 

de las drogas ilegales, todavía se citan con frecuencia 

los costes del control y las consecuencias indeseadas 

como argumentos para un cambio de política. En 

particular, cada vez se está poniendo más en duda 

la represión contra los consumidores de drogas, a la 

que se acusa de violar principios fundamentales de las 

sociedades democráticas, como los derechos huma-

nos. La prohibición de las drogas en sí está siendo 

cuestionada, y la reciente legalización de la oferta 

de cannabis y el uso recreativo en algunos estados 

de Estados Unidos refleja esta oposición. Además, la 

forma en que los gobiernos asignan sus recursos es 

siempre un tema controvertido, particularmente en 

tiempos de austeridad. Por lo tanto, el gasto público en 

las intervenciones de la política de control de drogas 

es sometido a escrutinio tanto por quienes quieren 

cambiar la política actual en materia de drogas como 

por quienes afirman que los escasos recursos no se 

gastan de manera óptima. Este informe ha examinado 

los costes y las consecuencias indeseadas de la política 

de control de drogas.

Mejorar y emplear las estimaciones

de gasto público para las

políticas de control de drogas

Un mejor conocimiento del gasto público en políti-

cas de control de drogas resulta útil y deseable. Las 

estimaciones del gasto público calculan el volumen 

de recursos invertidos, o requeridos, para poner en 

práctica intervenciones específicas y pueden revelar 

en qué medida las intenciones políticas se reflejan en 

los presupuestos pertinentes. Sin embargo, muchos 

gobiernos no proporcionan un resumen completo 

de los recursos invertidos en la política en materia 

de drogas en general y en la política de control en 

particular. La falta generalizada de un conocimiento 

exhaustivo dificulta gravemente una sólida planifi-

cación y evaluación necesarias para mejorar el diseño 

y la implementación de intervenciones rentables 

para alcanzar los objetivos de la política. Se precisan 

evaluaciones sistemáticas para averiguar qué resulta 

eficaz, qué medios son los óptimos para reducir los 

problemas relacionados con las drogas y qué inter-

venciones resultan más rentables económicamente. 

Las estimaciones del gasto público relacionado con las 

drogas son una parte indispensable de esa evaluación 

de las políticas. Independientemente de si se quiere 

llevar a cabo un análisis de coste-beneficio o un análisis 

de coste-eficacia, se requieren estimaciones fiables y 

válidas de los recursos públicos consumidos por las 

políticas. El capítulo 2 hace hincapié en la importancia 

de obtener dichas estimaciones e insta a una normal-

ización de las definiciones y los métodos para elaborar 

estimaciones comparables en el tiempo, en las áreas 

de política y entre países. Los responsables políticos 

deben reconocer plenamente la importancia de los 

estudios de costes como una herramienta para tomar 

decisiones con base científica y darles mayor prioridad.

Para mejorar las estimaciones del gasto público, es pre-

ciso abordar algunas cuestiones cruciales. En primer 

lugar, debe llegarse a un entendimiento común acerca 

del alcance del ejercicio. ¿Ha de reflejar todos los 

gastos públicos en delincuencia relacionada con las 

drogas o únicamente el gasto público en aplicación 

de la ley en materia de drogas? Por ejemplo, se ha 

discutido si los costes de la lucha contra los delitos 

cometidos bajo la influencia de drogas deben incluirse 

en las estimaciones del gasto público de la política 

de control. La respuesta elegida a esta y otras pre-

guntas similares tiene un impacto sustancial sobre 

el tamaño de la estimación y sobre su interpretación. 

Hasta el momento, no ha existido ninguna definición 

comúnmente pactada de lo que debe incluirse en las 

estimaciones del gasto público en este ámbito.
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En segundo lugar, los datos pertinentes han de ser 

mejorados, difundidos, y puestos a disposición de los 

analistas. Un inventario integral de los conjuntos de 

datos de gasto nacional e internacional sería un buen 

comienzo, incluida una recopilación sistemática de los 

conjuntos de datos internacionales con definiciones 

armonizadas y datos comparables. Los apéndices de 

este informe y la página web acompañante (http://

www.emcdda.europa.eu/topics/drug-related-public-

expenditure) pueden considerarse como una primera 

aportación sistemática hacia este fin.

En tercer lugar, aunque existen algunas fuentes de 

datos útiles, gran parte de la información sobre costes 

requerida no es de fácil acceso. Por ejemplo, el dinero 

gastado en el control de drogas a menudo no se con-

signa como tal en los presupuestos y cuentas públicas. 

Cuando los datos sobre el gasto se incorporan en 

unos presupuestos más amplios o más generales (por 

ejemplo, los fondos que abarcan objetivos de salud o 

de seguridad más integrales) se requiere un acuerdo 

común sobre las premisas y los tipos de modelos 

aplicados con el fin de extraer la fracción de los fondos 

atribuible a las drogas. En el Capítulo 2 se han presen-

tado dos enfoques metodológicos alternativos para 

estimar el gasto público en estos casos: el enfoque de 

arriba hacia abajo y el de abajo hacia arriba. Para ilustrar 

cómo se han aplicado estos métodos, el Capítulo 2 ha 

ofrecido asimismo ejemplos de estudios empíricos 

de sectores de control de drogas individuales (gastos 

públicos en policía, sistemas judiciales y aduanas y 

prisiones) y de estimaciones nacionales del gasto total 

en la política de control de drogas. Los ejemplos han 

indicado claramente que incluso dentro de cada uno 

de los dos enfoques metodológicos, existen grandes 

diferencias en cómo se estiman los mismos tipos de 

gasto y qué tipos de gasto se incluyen en los estudios. 

Por lo tanto, el desarrollo de directrices para mejorar 

los sistemas de recopilación de datos y desarrollar 

modelos económicos para estimar los costes resulta 

altamente deseable.

Los análisis empíricos antes mencionados han 

mostrado algunas conclusiones interesantes y útiles. 

El gasto público en políticas de control relacionadas 

con las drogas representa entre el 40 % y el 70 % del 

total de fondos invertidos en la política en materia de 

drogas en Europa, dependiendo del país. Teniendo 

en cuenta que los recursos para todos los elementos 

de la política en materia de drogas (iniciativas de 

prevención, aplicación de la ley, tratamiento y reduc-

ción de daños) ascendieron a un intervalo de entre 

el 0,01 % y el 0,5 % del producto interior bruto (PIB) 

de estos países, se puede concluir que el volumen de 

los recursos consumidos para la política de control 

es significativo. Sin embargo, para aumentar aún 

más el conocimiento y obtener estimaciones más 

precisas, se requieren más y mejores datos y técnicas 

de modelización.

Reconocer y tener en cuenta las 
consecuencias indeseadas

Las consecuencias indeseadas expuestas en el Capítulo 

3 tienen valor político por dos razones. En primer 

lugar, deben tenerse en cuenta cuando se tomen 

decisiones políticas. En segundo lugar, estos efectos 

negativos indeseados pero predecibles deben miti-

garse cuando sea posible (20). Con el fin de conseguir 

esto último, es importante identificar tanto las fuentes 

de esas consecuencias como los afectados. Además 

de exponer una amplia gama de efectos sanitarios y 

no sanitarios de las consecuencias indeseadas, este 

informe ha identificado a sus afectados y enumera 

casi 40 posibles intervenciones que pueden reducir 

los efectos negativos.

Las consecuencias indeseadas de la prohibición de 

las drogas han generado un sufrimiento humano 

considerable y han absorbido grandes cantidades de 

recursos humanos y económicos que podrían haberse 

asignado a otros objetivos políticos. La necesidad 

insatisfecha de alivio del dolor y cuidados paliati-

vos debido a la estricta aplicación de los convenios 

de la ONU es quizás una de las consecuencias más 

graves para los no consumidores de drogas ilegales. 

La Organización Mundial de la Salud ilustra el amplio 

alcance del problema al estimar que 5500 millones de 

personas tienen un acceso gravemente reducido, o 

ausencia total del mismo, a medicamentos esenciales, 

y sugiere que esto puede deberse en parte a la imple-

mentación estricta por parte de los gobiernos de los 

convenios de la ONU (44). Además, el hecho de que 

a muchos consumidores dependientes de opiáceos 

se les niegue el acceso al tratamiento más eficaz —el 

tratamiento de sustitución de opiáceos (OST, por sus 

siglas en inglés)— es de importancia crítica para los 

consumidores de drogas afectados y sus familias.

Por otra parte, los mercados ilegales tienen conse-

cuencias para los individuos y la sociedad, incluida 

la implicación de los participantes en otros tipos de 

actividades delictivas y de terrorismo, sus impactos 

sobre los negocios legítimos y la economía en general, 

su presión sobre las instituciones gubernamentales y la 

corrupción de estas, y su impacto sobre la sociedad en 

general (11). La figura 4.1 ilustra estas consecuencias:
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Como se ha expuesto en el Capítulo 3, la prohibición de 

la fabricación y venta de drogas ha inducido grandes 

márgenes de beneficio en cada nivel de la cadena de 

distribución. Se estima que el mercado ilegal minorista 

de las drogas en la UE ascendía a no menos de 24 000 

millones de euros (rango de 21 000 millones a 31 000 

millones de euros) en 2013, siendo el mayor mercado 

el del cannabis (35 %), seguido de los mercados de la 

heroína (28 %) y la cocaína (24 %) (11). Estos ingresos 

arriesgados pero enormes han atraído a delincuentes 

y grupos de delincuencia organizada a la economía 

de la droga.

Además de la actividad de aplicación de la ley ori-

entada a interrumpir la oferta de drogas ilícitas, la 

mayoría de los países europeos también imponen 

algún tipo de sanción contra los consumidores, con 

los efectos deseados de disuadir el consumo de dro-

gas y prevenir la normalización y la propagación 

del consumo. Los convenios sobre drogas obligan a 

los Estados a garantizar que la posesión de drogas, 

incluso en pequeñas cantidades, sea un delito punible. 

Ofrecen, sin embargo, alternativas a la condena o el 

castigo, incluyendo el tratamiento, la educación, el 

postratamiento, la rehabilitación y la reinserción social 

(4). Existe una gran variación en el grado de dureza con 

el que los países aplican las leyes en materia de drogas 

y sobre qué sustancias. Aunque algunos países son 

conocidos por su aplicación extrema, muchos otros 

han despenalizado el consumo y posesión de drogas, 

y muy pocos encarcelan a los infractores únicamente 

por el consumo de drogas.

Aun así, la política de control de drogas y los derechos 

humanos están vinculados muy a menudo. Las obliga-

ciones de los Estados en virtud de los convenios del 

Consejo de Europa y de las Naciones Unidas consisten 

en proteger los derechos y las libertades fundamen-

tales, en particular el derecho a la vida y a la dignidad 

humana, el derecho a la protección de la salud, el 

derecho a un acceso equitativo a los servicios de aten-

ción sanitaria de calidad para todos, la prohibición de 

todo tipo de discriminación (8), así como el derecho de 

los niños a ser protegidos frente a los estupefacientes 

y las sustancias psicoactivas. Sin embargo, como se ha 

expuesto en el Capítulo 3, la ejecución estatal de las 

leyes penales en materia de drogas ha ocasionado en 

algunos casos, directa o indirectamente, violaciones 

graves y en ocasiones generalizadas y sistemáticas de 

los derechos humanos. Cuando se desarrollan e imple-

mentan deficientemente, las políticas en materia de 

drogas han conducido al acoso y la violencia policial, 

Figura 4.1 - La ramificación generalizada de los mercados de drogas ilícitas
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Fuente: OEDT/Europol (11).
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detenciones arbitrarias, sentencias y encarcelamien-

tos desproporcionados, discriminación, violaciones 

del derecho a la salud y otros malos tratos. Estas 

consecuencias indeseadas de la política de control 

tienden a variar mucho, dependiendo de la droga y 

del contexto operativo. Las consecuencias indeseadas 

para los consumidores de drogas también varían 

previsiblemente según la edad, el sexo, la raza y los 

factores socioeconómicos, afectando desproporcio-

nadamente a grupos ya desfavorecidos. Los ejemplos 

de violaciones de derechos humanos han alimentado 

la llamada a la liberalización y humanización de las 

políticas de control de drogas.

El control de drogas no es simplemente una elección 

entre la prohibición total y la plena legalización. Es una 

elección entre las opciones de un continuo entre estos 

dos extremos. El principio de la respuesta proporcio-

nada a los delitos de drogas ha ido ganando un apoyo 

creciente y es evidente en importantes documentos 

de política, como el “Informe de la Junta Internacional 

de Fiscalización de Estupefacientes correspondiente 

a 2016” de la ONU (4). Como se ha ilustrado en fecha 

reciente en “Penalties for drug law offences in Europe 

at a glance” (5), los convenios de la ONU se aplican 

de manera muy diferente en toda Europa. En todos 

los países europeos, sin embargo, muchos grupos de 

interés han sugerido y alentado repetidamente alter-

nativas a las sanciones coercitivas. La más reciente es 

quizá el plan de actuación de la UE en materia de dro-

gas 2017-2020, que insta explícitamente al uso de san-

ciones alternativas para los infractores que consuman 

drogas (192). Dos informes de actualidad, “Alternatives 

to punishment for drug-using offenders” (193) y “Study 

on alternatives to coercive sanctions as response to drug 

law offences and drug-related crimes” (194), examinan 

los posibles cambios dentro del espíritu de los con-

venios de la ONU. Unas respuestas proporcionadas y 

un mayor uso de sanciones alternativas garantizarán 

previsiblemente la legitimidad y el apoyo continuo a 

la política de control.

Conclusión

El coste y las consecuencias indeseadas de la política 

de control de drogas seguirán siendo temas objeto 

de controversia y debate. Este informe ha puesto de 

relieve la necesidad de unas mejores estimaciones 

del gasto público, ya que ello puede mejorar la plani-

ficación y evaluación de las políticas en materia de 

drogas. Este informe también ha enumerado una serie 

de consecuencias indeseadas, sus mecanismos y sus 

afectados, y ha ofrecido una extensa lista de posibles 

intervenciones para mitigar sus efectos negativos. 

Es importante señalar, sin embargo, que no existe 

un consenso público sobre qué consecuencias inde-

seadas importan más; pueden asignarse diferentes 

ponderaciones a la misma consecuencia. Tampoco 

hay consenso sobre qué medidas debe permitirse 

tomar a los gobiernos al gestionar estos perjuicios. 

Sin embargo, un mayor reconocimiento y enfoque 

sobre las numerosas y amplias consecuencias inde-

seadas de la política de control de drogas ha avivado 

la respuesta pública. Para mantener el apoyo político 

y la legitimidad, deben implementarse unas interven-

ciones ajustadas a nivel local para mitigar los efectos 

negativos e indeseados.

Esperamos que este informe contribuya a una mejora 

de las estimaciones del gasto público y a la compren-

sión de su importancia. Además, esperamos que las 

consecuencias indeseadas se tengan más en cuenta 

cuando se planifique e implemente la política de 

control de drogas y que las posibles intervenciones 

se empleen con mayor frecuencia para reducir sus 

efectos negativos.
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Apéndice 1 - Bases de datos 
disponibles e indicadores 
potenciales para los gastos públicos 
relacionados con las drogas

Ejemplos de bases de datos internacionales, que pueden utilizarse para estimar los 
gastos públicos relacionados con las drogas

Nivel de 

estimación

Ejemplos 

de bases 

de datos

Datos de la estimación

Internacional Boletín 

Estadístico Estadístico 

del OEDT y del OEDT y 

base de datos base de datos 

de gasto de gasto 

públicopúblico

- El boletín estadístico del OEDT abarca una amplia gama de áreas, 

incluyendo las estimaciones más recientes de la delincuencia relacio-

nada con las drogas sobre incautaciones de drogas, tipos de delito, 

precio, pureza y consumo en prisión, y las respuestas de los países 

a la situación de las drogas en Europa. http://www.emcdda.europa.

eu/data/stats2015

- El OEDT también publica los datos nacionales más recientes sobre los 

gastos públicos relacionados con las drogas disponibles en Europa.

- http://www.emcdda.europa.eu/topics/

drug-related-public-expenditure

Base de datos 

de la OMSde la OMS

- Global Information System on Resources for the Prevention 

and Treatment of Substance Use Disorders (Sistema Global de 

Información sobre recursos para la prevención y el tratamiento 

de los trastornos por consumo de sustancias), que incluye infor-

mación sobre: la prevalencia y la carga de la enfermedad, seguimiento 

y vigilancia; política; sistema y servicios de tratamiento; tratamiento 

farmacológico; programas de prevención del consumo de sustancias 

y los daños relacionados; y recursos humanos y participación de la 

sociedad civil.

Eurostat Gasto público con arreglo a la Clasificación de las funciones de las 

Administraciones públicas (CFAP)

La CFAP publica datos según dos niveles de clasificación (Naciones 

Unidas, 2008). La primera clasifica los gastos en 10 funciones generales, 

una de las cuales es el “Orden público y seguridad”. La segunda clasifica 

el gasto en 69 grupos, en los cuales hay tres indicadores de interés: ser-

vicio policial, tribunales y prisiones. Las siguientes definiciones vienen 

establecidas por la UNODC.

Del apartado de Orden público y seguridad:

Servicios policiales

- Administración de asuntos y servicios policiales, incluyendo la inscrip-

ción de extranjeros, la emisión de documentos de trabajo y de viaje 

para inmigrantes, el mantenimiento de antecedentes y estadísticas 

de detención relacionadas con el trabajo policial, la regulación y el 

control del tráfico vial, la prevención del contrabando y el control de 

la pesca de altura y de bajura.

- Gestión de las fuerzas policiales ordinarias y auxiliares, de guardias 

portuarios, fronterizos y guardacostas, y de otras fuerzas policiales 

especiales mantenidas por las autoridades públicas; gestión de labo-

ratorios policiales; gestión o apoyo a programas de formación policial.
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Nivel de 

estimación

Ejemplos 

de bases 

de datos

Datos de la estimación

Tribunales de justicia

- Administración, gestión o apoyo a los tribunales de justicia civil y 

penal y al sistema judicial, incluida la recaudación de multas y trans-

acciones legales impuestas por los tribunales, y gestión de sistemas 

de libertad condicional.

- Representación y asesoramiento legal en nombre del gobierno o en 

nombre de terceros prestado por el gobierno, en efectivo o en servicios.

Prisiones

- Administración, gestión o apoyo a las prisiones y otros lugares de 

detención o rehabilitación de delincuentes, como colonias peniten-

ciarias, centros de trabajo, reformatorios, asilos psiquiátricos, etc.

UN-CTS 

(Estadísticas 

de delitos y 

justicia penal)

Los datos elaborados por la UNODC provienen de múltiples fuentes. 

Los Estados miembros envían periódicamente a la UNODC estadísticas 

en materia de drogas (a través del Cuestionario del Informe Anual) y en 

materia de delitos y justicia penal (a través de las Encuestas anuales sobre 

Tendencias Delictivas y Funcionamiento de los Sistemas de Justicia Penal). 

Otros datos se recogen a través de encuestas nacionales llevadas a cabo por 

la UNODC en cooperación con los gobiernos nacionales o se recompilan 

a partir de las publicaciones científicas. La UNODC intenta maximizar la 

comparabilidad de los datos y calcular las estadísticas regionales y globales.

SPACE SPACE une dos proyectos relacionados: SPACE I proporciona datos sobre 

los establecimientos penitenciarios y la población privada de libertad, 

así como sobre ciertas condiciones de detención, mientras que SPACE 

II recopila información sobre las personas que cumplen sanciones no 

privativas de libertad y medidas alternativas.

Los datos se recopilan cada dos años por medio de dos cuestionarios 

enviados a los equivalentes de los ministerios de justicia, las administra-

ciones penitenciarias y las autoridades a cargo de la libertad condicional 

de cada país de Europa. La recopilación y validación de estos datos se 

lleva a cabo en la Universidad de Lausana, donde se formulan los análisis 

e interpretaciones de ambos proyectos a través de una metodología 

común. Esta metodología tiene como objetivo permitir comparaciones 

entre los estados a nivel europeo, proponiendo categorías de SPACE 

en lugar de las categorías nacionales propias de cada país, sin dejar 

de incluir preguntas acerca de las particularidades de sus sanciones y 

medidas específicas. El proyecto SPACE elabora dos informes anuales: 

SPACE I – Poblaciones reclusas y SPACE II – Personas que cumplen san-

ciones y medidas no privativas de libertad, los cuales presentan los datos 

recopilados y los puntos clave de los resultados.

Colección 

Europea de 

Estadísticas 

de 

Delincuencia 

y Justicia 

Penal

La Colección contiene datos de 41 países europeos en cuanto a sus 

sistemas de justicia penal. La colección está estructurada en seis capí-

tulos principales que abarcan las diferentes etapas del sistema judicial: 

Estadísticas policiales, Estadísticas de enjuiciamientos, Estadísticas de con-

denas, Estadísticas de prisiones, Estadísticas de libertades condicionales 

y, para la edición de 2014, un capítulo final sobre Encuestas Nacionales 

de Victimización. Los datos aportados van acompañados sistemática-

mente por textos y notas relativos a la especificidad de cada país y que 

exponen los diferentes retos atribuidos a la comparación de los datos.
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Nivel de 

estimación

Ejemplos 

de bases 

de datos

Datos de la estimación

Base de 

datos sobre 

gasto social

La base de datos sobre gasto social de la OCDE (SOCX) proporciona 

una herramienta única para observar las tendencias en el gasto social 

agregado y analizar los cambios en su composición. Las principales áreas 

de política social son las siguientes: vejez, supervivencia, prestaciones 

relacionadas con la invalidez, salud, familia, políticas activas de empleo, 

desempleo, vivienda y otras áreas de la política social.

ESPAD Prevalencia del abuso de las drogas entre los adolescentes en los países 

europeos.

Nacional Base de 

datos de las 

estadísticas 

nacionales

Los gastos de los diferentes grupos, en los que se pueden encontrar 

algunos indicadores de interés: servicios de policía, tribunales, prisiones, 

servicios médicos y sociales.

Informe 

anual del 

Departamento 

de Servicios 

Sociales

Datos sobre los gastos del Departamento de Servicios Sociales a nivel 

regional y el número de consumidores de drogas que reciben presta-

ciones sociales en relación con el consumo de drogas.
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Apéndice 2 – La Clasificación de las 
funciones de las Administraciones 
públicas (CFAP) internacional

L
a clasificación CFAP tiene tres niveles estruc-

turales. En el primer nivel, el gasto público se 

desglosa en 10 funciones. Estas se dividen a su 

vez en 69 grupos (segundo nivel de la CFAP), que a 

su vez se dividen en clases en el tercer nivel —el nivel 

de clasificación más detallado—. La CFAP permite un 

examen a lo largo del tiempo de las tendencias en los 

desembolsos públicos en funciones particulares (12).

La estructura detallada en tres niveles de la CFAP 

incluye los flujos financieros de las finanzas públicas, 

que van desde los presupuestos estatales y locales 

(regionales y municipales) a organizaciones no lucra-

tivas (ONL) con programas de política en materia de 

drogas. La CFAP es un sistema de clasificación funcio-

nal utilizado por el Sistema de Cuentas Nacionales de 

1993. La CFAP es un sistema de clasificación interna-

cional útil para la comparación espacial (entre países) 

y también para la comparación temporal (a lo largo 

del tiempo). En principio, sus unidades de clasificación 

son las transacciones individuales. Esto significa que a 

cada desembolso (compra o transferencia) se le debe 

asignar un código CFAP según la función para la que 

sirva la transacción. Este principio es válido tanto para 

las transferencias de capital (inversión) como para 

las transferencias corrientes (no inversión). Eurostat 

ha publicado datos anuales de conformidad con las 

definiciones de la CFAP para los países de la Unión 

Europea desde comienzos de la década de 2000.

La amplia estructura de la CFAP contrasta con la 

división en cuatro categorías introducida por Reuter 

(20), basada en los efectos probables de los servicios 

prestados por los programas de la política en materia 

de drogas (a saber, la prevención, el tratamiento, 

la aplicación de la ley y la reducción de daños). La 

división de programas de Reuter es la clasificación 

de los receptores (ONL) con programas de política 

en materia de drogas.

En el siguiente cuadro se muestra un ejemplo de 

una visión general de los grupos de gasto público, 

desglosados en función de las principales funciones 

públicas con arreglo a la clasificación internacional 

de las funciones de las Administraciones públicas 

en el tercer nivel.

Un enfoque pragmático con respecto a la investig-

ación relacionada con las drogas y a las estimaciones 

del gasto público podría sugerir la adopción de una 

clasificación como la CFAP, según lo propuesto por 

Eurostat. El sistema de clasificación CFAP garantiza datos 

disponibles anualmente para la mayoría de los países 

europeos, con arreglo a definiciones armonizadas y 

procedimientos normalizados de recopilación de datos.

Gastos públicos con arreglo a la Clasificación de las funciones de las 

Administraciones públicas

Funciones públicas Funciones públicas en el tercer nivel de clasificación

01 Servicios públicos generales 014 Investigación básica

03 Orden público y seguridad 031 Servicios de policía

033 Tribunales de justicia

034 Prisiones

07 Salud 071 Productos, aparatos y equipos médicos

072 Servicios ambulatorios

073 Servicios hospitalarios

074 Servicios de salud pública

075 I+D en salud

09 Educación 091 Educación pre-primaria y primaria

092 Educación secundaria

094 Educación terciaria

095 Educación no atribuible a ningún nivel

096 Servicios auxiliares de la educación

10 Protección social 105 Desempleo

106 Vivienda

107 Exclusión social
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Cuadro 1 – Gasto público

Datos y 

estadísticas

Conjunto 

de datos

Tipo de 

información

BASE DE 

DATOS

AÑOS Número de 

observaciones(*)

Gasto 

público

Gasto de las 

Administraciones 

públicas

Tribunales 

de justicia Eurostat,

Unión 

Europea 

(UE)

1995-2015

Europa (31) = 473/651

Servicios 

policiales

Europa (31) = 473/651

Prisiones Europa (31) = 473/651

Gasto 

público 

relacionado 

con las 

drogas

Gasto público en 

reducción de la 

oferta

Gasto público 

total relacio-

nado con las 

drogas 

Perfiles de 
Drogas de 
Países,

OEDT, (UE)

Último 

año 

disponible

UE (30) =20/30

Porcentaje 

dedicado a 

la reducción 

de la oferta

Porcentaje 

dedicado a la 

reducción de 

la demanda

(*) El número de observaciones indica el número de registros de datos, teniendo en cuenta el territorio, los países y los años 

disponibles. La ratio compara el número de observaciones comunicadas eficazmente con el número total de registros, si no fal-

tan datos. Ejemplo: Europa (44) = 28/368: en el Cuadro 4, la Colección europea de estadísticas sobre delincuencia y justicia penal 

recoge 28 registros de datos para las sanciones comunitarias impuestas por delitos de drogas en 2010, en comparación con los 

368 registros de datos que existirían si no faltasen datos, en la región de Europa (que representa a 44 países).
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Cuadro 2 – Delitos de drogas

Datos y 

estadísti-

cas

Conjunto 

de datos
Tipo de información

BASE 

DE 

DATOS

AÑOS
Número de 

observaciones(*)

Delitos de 

drogas

Delitos de 

drogas

Número 

de 

delitos

Delitos

OEDT  

(UE)

1995-2014

UE (30) = 364/600

UE (30) = 262/600Delincuente

Delitos 

por tipo

Consumo
2004-2013

UE (30) = 230/300

Oferta UE (30) = 238/300

Delitos 

por 

droga

Cannabis

Total 2004-2013 UE (30) = 203/300

Consumo
2005-2013

UE (30) = 163/270

Oferta UE (30) = 160/270

Heroína

Total 2004-2013 UE (30) = 186/300

Consumo

2005-2013

UE (30) = 159/270

Oferta UE (30) = 160/270

Cocaína

Total 2004-2013 UE (30) = 185/300

Consumo
2005-2013

UE (30) = 159/270

Oferta UE (30) = 176/270

Crack

Total

2005-2013

UE (30) = 50/270

Consumo UE (30) = 47/270

Oferta UE (30) = 37/270

Anfetamina

Total

2005-2013

UE (30) = 163/270

Consumo UE (30) = 74/270

Oferta UE (30) = 87/270

Metanfetamina

Total

2005-2013

UE (30) = 98/270

Consumo UE (30) = 74/270

Oferta UE (30) = 87/270

Éxtasis

Total

2005-2013

UE (30) = 162/270

Consumo UE (30) = 144/270

Oferta UE (30) = 153/270

LSD

Total

2005-2013

UE (30) = 127/270

Consumo UE (30) = 108/270

Oferta UE (30) = 95/270
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Cuadro 3 - Población reclusa

Datos y 

estadísticas

Conjunto 

de datos

Tipo de información BASE DE 

DATOS

AÑOS Número de 

observaciones(*)

Población 

reclusa

Personas reclu-

idas en insti-

tuciones para 

delincuentes 

consumidores 

de drogas 

fuera de las 

instituciones 

penitenciarias

Disponibilidad de instituciones 

para delincuentes consumi-

dores de drogas fuera de las 

instituciones penitenciarias

SPACE I, 

Consejo 

de Europa 

(CdE)

2014 CdE (47) =28/53

Situación de 

la población 

reclusa

Población el 1 de enero

2009 

y

2014

2009: CdE (47) = 343/424

2014: CdE (47) = 255/265

Número total de presos (inclui-

dos los presos preventivos)

Número total de detenidos 

recluidos en instituciones 

/ secciones de prisión pre-

ventiva (previa al juicio)

Número total de presos 

recluidos en instituciones 

que cumplen una condena

Capacidad total de las insti-

tuciones penitenciarias

Superficie por preso (m2)

Evolución de 

la población 

reclusa

Número total de presos

2000-

2014

CdE (47) = 707/795
Población reclusa

Situación 

jurídica de 

la población 

reclusa

Detenidos sin juicio (sin 

resolución judicial) 

CdE (47) = 683/795

2009 

y 

2014

2009: CdE (47) = 274/424

2014: CdE (47) = 315/477

Detenidos declarados cul-

pables pero aún sin sentencia

Presos condenados (ape-

laron o pueden hacerlo)

Detenidos sin sentencia firme, 

pero cumpliendo una sentencia 

de prisión por adelantado

Presos condenados 

(sentencia firme),

de los cuales:

- infractores leves

- con revocación, suspen-

sión o anulación de la 

libertad condicional

Otros casos

Número total de presos (inclui-

dos los presos preventivos)



Página 62 ► Costes y consecuencias indeseadas de las políticas de control de drogas

Datos y 

estadísticas

Conjunto 

de datos

Tipo de información BASE DE 

DATOS

AÑOS Número de 

observaciones(*)

Principal delito 

de los presos 

condenados 

(Sentencia 

Firme)

Delitos de drogas

2009 y 

2014
CdE (47) = 88/106

Duraciones 

de las penas 

impuestas 

(presos 

condenados 

en firme)

Duración de las penas por mes, años 

o perpetuas

2009 CdE (47) = 405/583

2014 CdE (47) = 557/689

Población 

reclusa (incluy-

endo presos 

preventivos): 

Stock

Población reclusa 

Stock – Total 

Colección 

Europea de 

estadísticas 

de delin-

cuencia 

y justicia 

penal, 

Universidad 

de Lausana

2003-

2011

Europa (44) = 387/414

Población reclusa 

Presos preventivos

Población 

reclusa con-

denada por 

tipo de delito

Delitos totales

Europa (44) = 356/414

2006 y 

2010
Europa (44) = 88/92

Delitos de drogas 

 (de los cuales %)
2010 Europa (44) = 38/46

Población reclusa condenada en 

2010 Delitos de drogas: total

2006 y 

2010
Europa (44) = 46/92

Condenados 

recluidos en 

prisiones

Delitos de drogas
UNODC

2010-

2012

Europa (26) = 49/81

Tráfico de drogas Europa (26) = 36/81
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Cuadro 4 - Casos registrados por la policía, los fiscales y los tribunales de justicia

Datos y 

estadísticas

Conjunto 

de datos
Tipo de información

BASE DE 

DATOS
AÑOS

Número de 

observaciones(*)

Estadísticas 

policiales

Delitos 

registrados 

por la Policía

Total

Eurostat

1993-2007 Europe (36) = 536/585

Actos ilegales relacionados con 

drogas o precursores fiscalizados

1993-2007 Europe (36) = 486/585

2008-2014 Europe (39) = 275/287

Delitos 

relacionados 

con drogas a 

nivel nacional, 

número 

de delitos 

registrados 

por la policía

Total

UNODC 2003-2008

Europe (40) = 215/258

Posesión de drogas Europe (21) = 101/138

Tráfico de drogas Europe (37) = 175/240

Estadísticas 

policiales 

– Delitos/ 

Delincuentes

Delitos

Delitos 

Colección 

Europea de 

estadísticas 

sobre 

delincuencia 

y justicia 

penal

2003-2011

Europe (42) = 347/387

Delitos de drogas Europe (42) = 333/387

Tráfico de drogas Europe (41) = 269/387

Delincuentes

Delincuentes Europe (42) = 263/396

Delincuentes 

por drogas
Europe (42) = 245/396

Tráfico de drogas Europe (42) = 190/396

Estadísticas 

de condena

Causas penales 

tramitados por 

las autoridades 

fiscales 

Producción de causas: Total

2003-2011

Europe (42) = 218/396

Porcentaje llevado ante un 

tribunal de la producción total de 

causas penales tramitados por las 

autoridades fiscales

Europe (42) = 198/396

Producción 

de causas 

por grupos 

de delito

Delitos de drogas

2010

Europe (42) = 33/88

Tráfico de drogas Europe (42) = 25/88

Estadísticas 

de condenas 

- Personas 

condenadas

Delitos 

2003-2011

Europe (42) = 293/369

Delitos de drogas Europe (42) = 272/369

Tráfico de drogas Europe (42) = 193/369

Total de 

personas 

que reciben 

sanciones / 

medidas

Delitos
2006 Europe (41) = 203/473

2010 Europe (41) = 176/602

Delitos de drogas
2006 Europe (41) = 175/473

2010 Europe (41) = 158/602

Tráfico de drogas
2006 Europe (41) = 113/473

2010 Europe (41) = 104/602

Sanciones 

comunitarias 

y medidas 

impuestas

Delitos 

2010

Europe (44) = 52/368

Delitos de drogas Europe (44) = 28/368
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Acrónimos

Consejo de Europa (47) = CdE (47): Albania, 

Alemania, Andorra, Antigua República Yugoslava de 

Macedonia, Armenia, Austria, Azerbaiyán, Bélgica, 

Bosnia-Herzegovina, Bulgaria, Chipre, Croacia, 

Dinamarca, Eslovaquia, Eslovenia, España, Estonia, 

Federación Rusa, Finlandia, Francia, Georgia, Grecia, 

Hungría, Irlanda, Islandia, Italia, Letonia, Liechtenstein, 

Lituania, Luxemburgo, Malta, Mónaco, Montenegro, 

Noruega, Países Bajos, Polonia, Portugal, Reino Unido, 

República Checa, República de Moldavia, Rumania,

Unión Europea (30) = UE (30): Alemania, Austria, 

Bélgica, Bulgaria, Chipre, Croacia, Dinamarca, 

Eslovaquia, Eslovenia, España, Estonia, Finlandia, 

Francia, Grecia, Hungría, Irlanda, Italia, Letonia, 

Lituania, Luxemburgo, Malta, Noruega, Países Bajos, 

Polonia, Portugal, Reino Unido, República Checa, 

Rumania, Suecia, Turquía

Europa (21): Bielorrusia, Bulgaria, República Checa, 

Hungría, Polonia, Rumania, Finlandia, Islandia, Lituania, 

Noruega, Suecia, Reino Unido, Albania, Croacia, Malta, 

Eslovenia, Bélgica, Francia, Liechtenstein, Luxemburgo, 

Suiza

Europa (26): Bulgaria, República Checa, Polonia, 

Rumania, Rusia, Dinamarca, Estonia, Finlandia, 

Irlanda, Letonia, Lituania, Noruega, Suecia, Reino 

Unido, Andorra, Grecia, Italia, Malta, Portugal, Serbia, 

Eslovenia, Austria, Liechtenstein, Mónaco, Países Bajos, 

Suiza

Europa (31): Alemania, Austria, Bélgica, Bulgaria, 

Chipre, Croacia, Dinamarca, Eslovaquia, Eslovenia, 

España, Estonia, Finlandia, Francia, Grecia, Hungría, 

Irlanda, Italia, Letonia, Lituania, Luxemburgo, Malta, 

Noruega, Países Bajos, Polonia, Portugal, Reino Unido, 

República Checa, Rumania, Suecia, Turquía

Europa (36): Europa (31) + Antigua República 

Yugoslava de Macedonia, Liechtenstein, Montenegro, 

Serbia, Turquía 

Europa (37): Europa (21) + República de Moldavia, 

Federación Rusa, Eslovaquia, Ucrania, Dinamarca, 

Estonia, Irlanda, Bosnia-Herzegovina, Italia, 

Montenegro, Portugal, Serbia, España, Antigua 

República Yugoslava de Macedonia, Alemania, Mónaco

Europa (39): Europa (36) + Albania, Bosnia-

Herzegovina, Kosovo

Europa (40): Bielorrusia, Bulgaria, República Checa, 

Hungría, Polonia, Moldavia, Rumania, Eslovaquia, 

Ucrania, Dinamarca, Estonia, Finlandia, Islandia, 

Irlanda, Letonia, Lituania, Noruega, Suecia, Reino 

Unido, Albania, Bosnia-Herzegovina, Croacia, Grecia, 

Italia, Malta, Montenegro, Portugal, Serbia, Eslovenia, 

España, Antigua República Yugoslava de Macedonia, 

Austria, Bélgica, Francia, Alemania, Liechtenstein, 

Luxemburgo, Mónaco, Países Bajos, Suiza

Europa (41): Europa (42), excepto Luxemburgo

Europa (42): Europa (31) + Albania, Antigua 

República Yugoslava de Macedonia, Armenia, Bosnia-

Herzegovina, Georgia, Kosovo, Moldavia, Rusia, Serbia, 

Turquía, Ucrania 

Europa (44): Europa (42) + Azerbaiyán, Montenegro
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